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Prólogo

La celebración de la undécima Conferencia Regional sobre la Mujer de América 
Latina y el Caribe tuvo lugar en 2010, un año simbólico para la participación de la 
mujer en los más altos niveles de toma de decisión. Este año, tres mujeres fueron 
electas en la región para dirigir los destinos de sus países: Laura Chinchilla en 
Costa Rica, Kamla Persad-Bissessar en Trinidad y Tabago y Dilma Rousseff en el 
Brasil. En los últimos cinco años, seis mujeres asumieron la primera magistratura 
de su país. Con el acceso de Rousseff al poder, el 42% de la población de América 
Latina estará gobernado por una mujer.

Es en este escenario que la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL) propone el 
documento ¿Qué Estado para qué igualdad?, presentado 
durante la undécima Conferencia Regional sobre la 
Mujer realizada en Brasilia, del 13 al 16 de julio de 
2010. La pregunta sobre el papel del Estado se formula 
en un momento de inflexión histórica en que se constata 
un avance hacia la igualdad de género, aunque también 
existen obstáculos que aún no han sido abordados 
por los gobiernos de la región para continuar con ese 
avance y, a raíz de la reciente crisis, se debate sobre la 
capacidad de los Estados para superar la desigualdad 
de género en todas sus dimensiones1. Este documento 
está en consonancia con La hora de la igualdad: brechas 
por cerrar, caminos por abrir, el documento presentado 
por la CEPAL (2010a) durante su trigésimo tercer 
período de sesiones —la instancia intergubernamental 
más importante para la orientación del trabajo de 
1	 Entre los principales progresos en materia de igualdad de género 

desde el Consenso de Quito se pueden mencionar el aumento de 
la importancia de los asuntos de género en la agenda pública, 
la valoración de la eliminación de la violencia de género y la 
creación del Observatorio de igualdad de género de América 
Latina y el Caribe de acuerdo con lo solicitado por los países 
miembros de la conferencia a la CEPAL en el punto número 3 del 
Consenso de Quito.

la Comisión— a los gobiernos de la región, donde se 
propone situar la igualdad en el centro del paradigma de 
desarrollo para los países. 

En ¿Qué Estado para qué igualdad? se aborda con 
especial énfasis el trabajo de las mujeres, que va de 
la mano de varios ámbitos que conducen y regulan su 
vida. Primero es importante señalar que el trabajo de 
las mujeres tiene dos caras: el trabajo remunerado y el 
trabajo no remunerado, sobre todo el trabajo doméstico 
y de cuidado. Para que la mujer se inserte en pie de 
igualdad con el hombre en el trabajo remunerado de 
la sociedad, se requiere aliviar la carga de trabajo no 
remunerado que pesa sobre sus hombros. Para lograr 
la igualdad, también es necesario que las mujeres 
participen plenamente de la vida política de sus países, 
es decir, en todos los niveles de toma de decisión, y que 
tengan una vida libre de violencia, donde se respete 
su cuerpo y puedan decidir libremente acerca de la 
reproducción. 

Las tres dimensiones propuestas por el Observatorio 
de igualdad de género de América Latina y el Caribe 
—autonomía económica, autonomía en la toma de 
decisiones y autonomía física— se recogen en este 
documento para analizar el papel del Estado en el 
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desarrollo de los países basado en la igualdad2 . La mirada 
del documento se centra en cómo deben abordarse estos 
tres ámbitos para lograr la igualdad en el trabajo de las 
mujeres con respecto a los hombres. 

La principal propuesta que se deriva del análisis 
de este estudio es la articulación de un nuevo pacto 
social y fiscal para la redistribución del trabajo total 
entre hombres y mujeres, incluida la adopción de todas 
las medidas necesarias por parte del Estado —ya sean 
legislativas, institucionales, educativas, sanitarias, 
fiscales y de participación de las mujeres en la toma de 
decisiones— con el propósito de eliminar los sesgos de 
género en el mercado laboral y superar la brecha salarial, 
la segmentación y la discriminación. Para que hombres 
y mujeres puedan compartir derechos y obligaciones 
en la vida pública y privada es necesario que el Estado, 
el mercado y las familias asuman un nuevo papel en el 
cuidado de las personas, que incluye la corresponsabilidad 
entre hombres y mujeres y la implementación de nuevos 
tipos de servicios y nuevas formas de organización de la 
vida cotidiana y de los organismos públicos y privados que 
deben ser orientados a través de las políticas públicas. 

Las políticas públicas de género, que por definición 
requieren de Estados democráticos y con capacidad 
rectora, han avanzado a contrapelo de las políticas 
macroeconómicas que en las dos últimas décadas 
han propiciado la reducción del papel del Estado y la 
desregulación de los mercados financieros y de trabajo, 
y que concibieron a las políticas sociales como forma de 
compensación de las dinámicas excluyentes que resultan 
de la aplicación de ese paradigma. Esto ha significado 
que mientras se producía el reconocimiento de jure de los 
derechos de las mujeres, se debilitaba la institucionalidad 
del Estado y, a menudo, se subordinaban los objetivos de 
igualdad a los objetivos de crecimiento. 

A la pregunta sobre el tipo de Estado y de igualdad 
que entraña la igualdad de género se responde con la 
propuesta de nuevas formas de articulación entre el 
Estado, el mercado y la familia, que favorezcan formas 
y contenidos democráticos en las instituciones que 
los constituyen para alcanzar la igualdad real de los 
ciudadanos y las ciudadanas en la sociedad. El espíritu 
del documento podría resumirse en la idea de igualdad en 
el país y en la casa.

Un proceso notable por su carácter masivo y su 
impacto estructural es el incremento sostenido de la tasa 
de participación femenina en la actividad económica, 
que en las zonas urbanas alcanzó un promedio regional 
del 52% en 2008. Ha sido un camino complejo y sujeto 
a discriminaciones y obstáculos, entre los que destaca 
la recarga de trabajo que pesa sobre las mujeres. Si bien 
el número de horas que hombres y mujeres dedican al 

2	 El Observatorio de igualdad de género es un mandato del 
Consenso de Quito (2007) encargado por los países miembros de 
la Conferencia Regional a la CEPAL y se encuentra disponible en 
línea en http://www.eclac.org/oig/.

trabajo doméstico no remunerado y al trabajo remunerado 
puede variar ampliamente de un país a otro, en todos los 
casos se observa que el tiempo de trabajo total es mayor 
entre las mujeres que entre los hombres y las mujeres son 
quienes dedican la mayor parte de su tiempo al trabajo no 
remunerado3 . 

Los informes de cumplimiento con el Consenso 
de Quito (2007) entregados por los países a la CEPAL 
dan cuenta de los avances en lo relativo a la paridad y 
al reconocimiento del trabajo no remunerado. Algunos 
países incluyeron —incluso a nivel constitucional— 
el reconocimiento del trabajo no remunerado y la 
promoción de su inclusión en las cuentas nacionales. 
Colombia, el Ecuador, el Estado Plurinacional de 
Bolivia, México y el Perú reconocen en distintos niveles 
el trabajo no remunerado como se indica en el acuerdo 
xiv) del Consenso de Quito. 

La incorporación de las mujeres al mercado laboral 
se ha gestado en medio de cambios demográficos (menos 
hijos, envejecimiento de la población), una oferta estatal 
deficiente en materia de servicios públicos de cuidado de 
niños y niñas, adultos mayores y personas enfermas, altos 
costos de la oferta de mercado y menor disponibilidad de 
redes sociales y familiares para el cuidado. 

El proceso señalado ha sido mucho menor en el 
mundo rural, lo que constituye un desafío sustancial para 
las políticas de desarrollo y para el Estado. La proporción 
de mujeres que no posee ingresos propios de ningún tipo 
llegó al 32% en 2008, mientras que solo un 10% de los 
hombres se encuentra en esta situación. 

Un segundo desafío consiste en mejorar las condiciones 
de las mujeres que se encuentran insertas en el mercado de 
trabajo remunerado, pero en condiciones precarias, con una 
segmentación horizontal y vertical, con una brecha salarial 
marcada, en ocupaciones flexibles e informales, como los 
empleos a tiempo parcial (el 28% de las mujeres ocupadas 
en comparación con el 16% de los hombres ocupados) o los 
empleos a domicilio, en los que suelen verse sometidas a 
las cadenas de subcontratación, sin protección social. La 
falta de oportunidades de empleo en estas circunstancias 
dificulta el acceso a ingresos, lo que, a su vez, obstaculiza 
el acceso a los servicios de cuidado que permitirían la 
conciliación de la vida laboral y familiar, que resulta tan 
compleja para las mujeres. 

En materia de derechos humanos, se observan 
logros en la adopción de marcos constitucionales y 
jurídicos igualitarios. Algunos países han aprobado una 
nueva generación de leyes sobre violencia de género y 
otras dirigidas a garantizar los derechos humanos de las 
mujeres. Salvo excepciones, la legislación sobre derechos 
sexuales y reproductivos continúa siendo fuente de 
controversia y rechazo por parte de sectores relevantes en 
las decisiones públicas. 

3	 Véase el Observatorio de igualdad de género de América Latina 
y el Caribe [en línea] http://www.eclac.org/oig/.
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Sin embargo, la violencia contra las mujeres 
continúa, la mortalidad materna sigue en niveles muy 
altos en varios países y las adolescentes continúan 
quedando embarazadas, por lo general, sin desearlo4. 
Como resultado, mientras las tasas de fecundidad 
siguen descendiendo en la región, la maternidad en las 
adolescentes se mantiene o aumenta en varios países. 
En muchos casos, estos problemas podrían evitarse con 
la tecnología y los conocimientos existentes, y mediante 
el suministro de servicios preventivos de bajo costo. 
Es indudable el impacto negativo de estas limitaciones 
a la autonomía física de las mujeres en su participación 
política y económica, a la vez que se ven multiplicadas 
por la carencia de ingresos.

Un importante logro ha sido el proceso de 
construcción y fortalecimiento de los mecanismos para

4	 La meta 5.A del quinto Objetivo de Desarrollo del Milenio es 
reducir, entre 1990 y 2015, la tasa de mortalidad materna en tres 
cuartas partes. En 2005 solo se había reducido cerca de un 25%.

el adelanto de las mujeres en todos los países de la región. 
Junto con el movimiento de mujeres y otros actores 
nacionales e internacionales, estos mecanismos han 
tenido un papel relevante en los avances mencionados 
y lo seguirán teniendo en los desafíos pendientes. En el 
Brasil, se destaca el cambio de estatus de la Secretaría 
de Políticas para las Mujeres, que pasó a integrar la 
estructura de la Presidencia de la República como 
órgano esencial.

De cara al futuro, es preciso que el Estado juegue 
un papel activo en la construcción de la nueva agenda 
de igualdad que es la base del paradigma del desarrollo 
que se propone, propicie que las mujeres tengan voz y 
voto en la conducción de sus países, y haga respetar el 
marco jurídico vigente para que exista un goce efectivo 
de derechos por parte de ciudadanas y ciudadanos.

Alicia Bárcena
Secretaria Ejecutiva

Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL)
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Presentación

La situación desigual de las mujeres constituye un caso especial entre todas las 
discriminaciones sociales. En efecto, a diferencia de otros casos, no constituyen 
una clase social, ni un grupo específico; no son una comunidad, ni una minoría 
social o racial, atraviesan todos los grupos y pueblos y, en todos ellos, son una 
inseparable mitad. Acabar con las condiciones que han permitido su desigualdad 
social y política sería, después de la liberación de los esclavos, la mayor revolución 
emancipadora (Villoro, 1997).

En el documento ¿Qué Estado para qué igualdad? se 
analiza el progreso de la igualdad de género en la región 
tras 15 años de la aprobación de la Plataforma de Acción 
de Beijing, 10 años de la formulación de los Objetivos de 
Desarrollo del Mileno y 3 años de la adopción del Consenso 
de Quito en la décima Conferencia Regional sobre la 
Mujer de América Latina y el Caribe realizada en 2007. 
Se examinan además los logros y desafíos que enfrentan 
los gobiernos a la luz de la interacción entre el Estado, 
el mercado y las familias como instituciones sociales 
construidas a partir de políticas, leyes, usos y costumbres 
que, en conjunto, establecen las condiciones para renovar o 
perpetuar las jerarquías sociales y de género1.

Aunque el estudio se centra en América Latina 
y el Caribe, algunos indicadores se comparan con los 
de España y Portugal, países que forman parte del 
Observatorio de igualdad de género de América Latina 
y el Caribe y que participan en la conferencia regional 
como Estados miembros de CEPAL. De igual manera, 

1	 En 1995 se realizó en Beijing la Cuarta Conferencia Mundial sobre 
la Mujer y se aprobó una Plataforma de Acción que ha sido evaluada 
después de 15 años en el Examen y evaluación de la Declaración y la 
Plataforma de Acción de Beijing y el documento final del vigésimo 
tercer período extraordinario de sesiones de la Asamblea General 
(2000) en países de América Latina y el Caribe (CEPAL, 2009c).

se destacan algunas políticas en el ámbito de la paridad 
y la conciliación con relación a las tareas de cuidado que 
permiten la comparabilidad de los procesos de igualdad 
a nivel global y que dan cuenta del creciente intercambio 
de la región con otros países. 

El papel del Estado en el desarrollo de la igualdad 
social constituye el eje central del debate, tal como 
se propone en el documento La hora de la igualdad: 
brechas por cerrar, caminos por abrir (CEPAL, 2010a). 
Se trata de un concepto clave en una agenda de desarrollo 
compartida por los diversos actores de la sociedad y 
que, en el caso de las mujeres, supone su incorporación 
al mercado de trabajo en condiciones iguales a las de los 
hombres, junto con el reconocimiento de la titularidad 
de sus derechos como ciudadanas, su participación 
plena en la toma de decisiones en todos los niveles de 
la sociedad, el respeto a su integridad física y el control 
sobre su propio cuerpo. 

La incorporación al mercado laboral de las mujeres 
en iguales condiciones que las de los hombres requiere 
un análisis y un cambio estratégico de la función social 
y simbólica establecida en la sociedad. Esto implica, por 
una parte, redistribuir la carga laboral no remunerada 
asociada a la reproducción y el sostenimiento de la 
vida humana y, por otra, desmontar el sistema de 
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poder que somete a las mujeres tanto en la dimensión 
privada (el derecho a una vida libre de violencia, el 
derecho a decidir plenamente acerca de la reproducción 
y sus condiciones), como en la dimensión pública (la 
representación equitativa en los niveles de toma de 
decisiones de la sociedad). 

El progreso en la igualdad de género se relaciona 
directamente con los avances en la autonomía económica 
de las mujeres, como el control sobre los bienes materiales 
y los recursos intelectuales, y la capacidad de decidir 
sobre los ingresos y los activos familiares. A su vez, está 
estrechamente relacionado con la autonomía física como 
requisito indispensable para superar las barreras que 
existen en el ejercicio de la sexualidad, la integridad física 
de las mujeres y la reproducción, así como la representación 
paritaria en los espacios de toma de decisiones.

En la segunda parte del análisis se presenta la 
situación de América Latina y el Caribe y los avances 
realizados por los países en cuanto a políticas, planes 
y programas con relación a la evaluación de la 
aplicación de la Plataforma de Acción de Beijing y, más 
específicamente, los indicadores comparados de los 
países de la región relacionados a la autonomía física, 
económica y la toma de decisiones elaborados por el 
Observatorio de igualdad de género de América Latina 
y el Caribe de la CEPAL.

El análisis de los indicadores comparados en 
esta ocasión hace las veces de informe de avance del 
Observatorio de igualdad de género de América Latina 
y el Caribe, una herramienta que visibiliza los logros 
y desafíos en la región en la última década y da cuenta 
de un avance sustantivo en el desarrollo de sistemas 
de producción de estadísticas e indicadores para medir 
la desigualdad existente entre hombres y mujeres1. 
El Observatorio responde a uno de los mandatos del 
Consenso de Quito (2007) y gracias a él ha sido posible 
contar con nueva información a nivel nacional y regional 
en las áreas de autonomía económica, autonomía 
física y autonomía en la toma de decisiones de las 
mujeres2. Se trata de un esfuerzo interinstitucional, 
coordinado por la CEPAL y sustentado en los aportes 
sustantivos y financieros del Instituto Internacional de 
Investigaciones y Capacitación de las Naciones Unidas 
para la Promoción de la Mujer (INSTRAW), el Fondo 
de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer 
(UNIFEM), el Fondo de Población de las Naciones 
Unidas (UNFPA), la Organización Panamericana de 
la Salud (OPS), el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD), la Agencia Española de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) 
y la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB). 

2	 Véase [en línea] http://www.cepal.cl/oig.
3	 En la décima Conferencia Regional sobre la Mujer de América 

Latina y el Caribe celebrada en Quito en 2007, los Estados 
miembros de la CEPAL solicitaron la constitución de un 
observatorio de igualdad de género. 

En la tercera parte del documento se aborda el 
tema del trabajo remunerado y el impacto del trabajo 
no remunerado de las mujeres en el empleo formal e 
informal, su vínculo con las políticas macroeconómicas 
y el papel del Estado como promotor de igualdad y 
políticas públicas para la redistribución del trabajo 
no remunerado, en el entendido de que estas políticas 
repercuten tanto en la regulación de la producción y en 
los salarios como en el bienestar de las personas mediante 
las medidas de protección y la asistencia social. 

Las implicancias del trabajo no remunerado para 
la economía y el foco en la reproducción social que se 
lleva a cabo en los hogares es clave en el entendimiento 
de las relaciones entre producción y redistribución de la 
riqueza. Por ello, el análisis busca visibilizar distintas 
dimensiones del trabajo doméstico, no solo como una 
reivindicación política, sino como una invitación al 
debate sobre las normas de la redistribución, los modos 
de producción y la calidad de la relación entre producción 
y reproducción social.

Asimismo, se destaca la importancia de contar 
con Estados responsables del respeto, la protección y 
el cumplimiento de los derechos humanos de manera 
integral, mediante la articulación de los derechos sociales, 
políticos, económicos y culturales, y la vinculación de los 
poderes ejecutivo, legislativo y judicial para el diseño y 
la implementación de políticas públicas universales en 
que se asuma intrínsecamente que las políticas laborales 
están indisolublemente vinculadas a las políticas y los 
mecanismos necesarios para transformar a la reproducción 
social en una tarea colectiva. 

También se hace hincapié en la necesidad de encaminar 
las políticas hacia la conciliación entre la vida laboral y la 
vida familiar, y se plantea a los Estados y a la sociedad 
en su conjunto el fortalecimiento de iniciativas para que 
las mujeres superen los obstáculos que les impiden tener 
mayor movilidad y mejores trayectorias laborales sin 
discriminación para el pleno ejercicio de su ciudadanía. 

En suma, se destacan los avances en materia de 
derechos económicos y sociales y el protagonismo político 
de las mujeres, al mismo tiempo que se ofrecen datos 
que permiten relevar el mantenimiento o surgimiento 
de nuevas desigualdades que, lejos de mostrar avances 
lineales en la región, muestran un mapa complejo que 
denota la existencia de desigualdades cruzadas entre el 
desarrollo económico, político y social de las mujeres, 
lo que pone en evidencia los altibajos, los bloqueos y la 
resistencia al cambio.

En el diagnóstico y el análisis que se presentan 
en este estudio se tienen en cuenta la heterogeneidad 
estructural de las economías, la diversidad cultural 
de los pueblos y las particularidades territoriales que 
hacen que, en algunos casos, el tamaño de la población 
y el territorio, el impacto de los desastres naturales en 
la economía, la disponibilidad de recursos naturales 
y el tipo de desarrollo institucional sean factores que 
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también tienen efectos diferenciados sobre la situación 
de las mujeres en cada país y que deben analizarse desde 
la perspectiva nacional o subregional. 

Por último, en la sección destinada a proponer una 
agenda de políticas de igualdad de género, además de 
plantear temas de políticas a corto y mediano plazo en 
torno a la redistribución del trabajo remunerado y no 

remunerado y de cuidado, se plantea la importancia de 
incluir las voces de las mujeres mediante su presencia 
democrática en la esfera de la toma de decisiones, así 
como la importancia de reconocer al movimiento de 
mujeres y a las mujeres emprendedoras y empresarias 
en los espacios de diálogo y gobernabilidad y en las 
organizaciones sociales y sindicales.
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Capítulo I 
Igualdad y desarrollo 

La globalización y la rápida feminización de la fuerza 
de trabajo en la región se han dado en paralelo a los 
procesos de desregulación y flexibilización del mercado 
laboral y están asociadas al deterioro de las condiciones 
generales de trabajo. Las políticas públicas de género, que 
por definición requieren de Estados democráticos, han 
avanzado a contrapelo de la desregulación y constituyen 
espacios de “baja intensidad”; es por eso que, si bien las 
estrategias de desarrollo de los países abren oportunidades, 
las experiencias son a menudo contradictorias y parciales. 
En ese contexto, la organización de la reproducción social 
ha permanecido ajena a las políticas públicas y aunque 
el Estado ha prestado atención a las demandas de las 
mujeres, no ha conseguido la plena participación y la 
autonomía económica de estas debido a la ausencia de 
políticas integrales.

La CEPAL (2010a) ha puesto como tema central 
de su agenda la igualdad, entendida como titularidad de 
derechos, reafirmando el papel del Estado en el logro de 
umbrales mínimos de bienestar para toda la población 
y argumentando que la igualdad no resta impulso ni 
recursos al dinamismo económico1. Por el contrario, es la 
clave para una agenda de desarrollo compartida entre los 

1	 En La hora de la igualdad: brechas por cerrar, caminos por 
abrir, la CEPAL (2010a) analiza a fondo el papel central del 
Estado y de las políticas sociales para otorgar a la agenda de 
igualdad los pilares de la protección y la promoción social. 
Además, muestra la dinámica de las desigualdades sociales en 
áreas clave como los ingresos de los hogares, la educación, la 
seguridad social y la segregación urbana. En el documento se 
destacan los avances en materia de gasto social, que muestran 
la voluntad de los gobiernos de dar mayor preeminencia al papel 
del Estado en la provisión de bienes públicos, pero a la vez las 
insuficiencias y el bajo impacto redistributivo de dicho gasto.

diversos actores. En esa línea, advierte la ya tradicional 
debilidad que muestran los países de la región con 
respecto al goce efectivo de derechos, cuya titularidad 
a menudo está establecida en las normas, pero que no 
siempre se traduce en el acceso a oportunidades, recursos 
y reconocimiento social2. Considerando el valor de la 
igualdad y la manera en que se conjuga con el crecimiento, 
el paradigma del desarrollo debe repensarse en función 
de un vínculo más humanizado entre todos y todas. De 
esta manera, el bienestar de las personas se convierte en 
un valor irreductible, articulando la vida democrática 
con la justicia social donde el centro del desarrollo es la 
igualdad como valor intrínseco. Lo que se plantea, por 
lo tanto, es la centralidad de la igualdad en el desarrollo 
(CEPAL, 2010a).

Los movimientos sociales partidarios de una agenda 
de igualdad han tenido en procesos internacionales 
como los de El Cairo, Beijing y la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer su principal fuente de inspiración y apoyo. Esto es 
particularmente cierto en el caso del movimiento feminista 
y de mujeres que ha enfrentado a los sectores reacios al 
cambio cultural y político de la mano de esas ideas.

Se postula así una igualdad no solo en las 
oportunidades, sino también en el goce efectivo de los 

2	 Las Naciones Unidas han considerado la igualdad de género un 
elemento indispensable para la igualdad, el desarrollo y la paz 
y últimamente se coincide en que sin ella no se podrán alcanzar 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio. En la reciente sesión 
de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, 
el Secretario General insistió en que la igualdad de género 
y el empoderamiento de las mujeres son parte integral del 
cumplimiento de los Objetivos (Naciones Unidas, 2010).
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derechos. Es importante considerar los aspectos de la 
redistribución social y económica que deben resolverse 
para lograr la igualdad junto con el reconocimiento político 
y simbólico de las identidades y los derechos negados o 
invisibilizados por obstáculos culturales (Fraser, 1997).

Al ser las desigualdades el resultado de una relación 
compleja de hechos políticos, sociales, culturales y 
económicos, su transformación en demandas políticas 
integrales exige un papel activo del Estado, coherencia 
entre las políticas económicas y sociales, fortalecimiento 
de la institucionalidad democrática, superación de la 
desigualdad territorial y un profundo cambio cultural. 
El desarrollo con igualdad implica desmontar la cultura 
patriarcal que reproduce y perpetúa la subordinación 
de las mujeres. Si bien en el debate político y la agenda 
pública cobran cada vez mayor visibilidad las seculares 
diferencias entre grupos sociales (CEPAL, 2010a), es 
de particular relevancia considerar esta diversidad en 
sus raíces no solo biológicas y sociales, sino sobre todo 
culturales, analizando desde una perspectiva crítica las 
tensiones que conlleva el reconocimiento de la diversidad 
para el logro de la igualdad (Cuvi y Vega, 2010).

Desde la perspectiva señalada, prestar atención al 
empoderamiento económico de las mujeres tiene por 
objeto visibilizar el llamado silencio estratégico (Bakker, 
1994), que ayuda a entender la causa de que en las 
políticas macroeconómicas no se hayan tenido en cuenta 
los sesgos de género y la persistencia histórica del modelo 
del hombre proveedor como norma de la división sexual 
del trabajo. En este sentido, la familia deviene un espacio 
especialmente crítico porque reproduce la división 
sexual del trabajo mediante la socialización primaria y la 
experiencia cotidiana. 

Analizar el tema económico con respecto al 
desarrollo de la autonomía de las mujeres plantea la 
necesidad de entender los vínculos con otras dimensiones 
de la autonomía. La autonomía económica se fortalece 
en la medida en que las mujeres conquistan la autonomía 
física y la autonomía en la toma de decisiones. Dicho 
de otra manera, la autonomía económica de las mujeres 
es el resultado de una articulación virtuosa entre la 
independencia económica, los derechos reproductivos, 
una vida libre de violencia y la paridad en la política3.

En este capítulo se plantean algunas reflexiones 
en torno a la igualdad desde la perspectiva de género, 
prestándose especial atención al empoderamiento 
económico y la autonomía de las mujeres, y se analiza 
el necesario papel del Estado como garante de la efectiva 
titularidad de derechos, agente económico y expresión de 
la democracia. Se pone de manifiesto la baja calidad y 
profundidad de la democracia. Desde el punto de vista de la 
igualdad de género los Estados son deficitarios (Pateman, 
1995). La globalización ha ampliado el horizonte de los 
derechos humanos de las mujeres. No obstante a pesar 
del reconocimiento constitucional de estos derechos en 
la mayoría de los países, muchas veces no se aplican los 
estándares de la justicia internacional, particularmente 
en lo que se refiere a la interpretación y la puesta en 
práctica de los instrumentos sobre los derechos humanos 
de las mujeres. La necesidad de crear, fortalecer y renovar 
instituciones (internacionales y nacionales) que resuelvan 
esta tensión se hace evidente frente a cada obstáculo que 
enfrentan las mujeres en el ejercicio de sus derechos. 
Tanto los espacios nacionales como los internacionales se 
han convertido en escenarios de disputa.

3	 Esto es lo que se plantea en el Consenso de Quito, acordado 
durante la décima Conferencia Regional sobre la Mujer de 
América Latina y el Caribe (CEPAL, 2007a). 

Recuadro I.1 
LAS MUJERES Y LA CRISIS ECONÓMICA EN EL BRASIL

Al analizar los datos de ocupación de 2009 del Brasil según 

los sectores de actividad económica, se constata que 

las mayores bajas relativas de la ocupación femenina se 

produjeron en la industria de extracción y transformación, 

producción y distribución de electricidad, gas y agua (8,4%) 

y en el comercio, la reparación de vehículos y objetos 

personales (5,8%). Entre los hombres, las mayores bajas 

relativas se observaron en los servicios domésticos (5,7%) 

y la industria (4,8%).

En el primer momento de la crisis el sector más afectado fue 

el industrial, por lo que se esperaría que fuese el que registrase 

mayores tasas de pérdida de empleo, tanto para hombres 

como para mujeres. A pesar de que la industria es un campo 

laboral altamente masculinizado, proporcionalmente fueron las 

mujeres las que más perdieron empleos en ese sector. Entre 

ellas, las mujeres negras fueron las más afectadas (9,9%), en 

comparación con la pérdida que afectó a las mujeres blancas 

(7,7%). Es decir, la crisis provocó una profundización del perfil 

masculino y blanco de la industria brasileña.

Fuente: Observatorio Brasil da Igualdade de Gênero, “Impacto da Crise sobre as mulheres”, 2009.

3	 Esto es lo que se plantea en el Consenso de Quito, acordado 
durante la décima Conferencia Regional sobre la Mujer de 
América Latina y el Caribe (CEPAL, 2007a).
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A.	 ¿Qué Estado para qué igualdad?

¿Qué Estado para qué igualdad? es la pregunta que se 
plantea y se trata de responder desde la perspectiva del 
acceso a la plena titularidad de los derechos humanos de 
las mujeres, que ofrecen el parámetro que la comunidad 
de naciones ha fijado para impulsar y medir los avances 
hacia la igualdad de género4. 

Este cuestionamiento se da en un momento histórico 
en que el papel de los Estados de la región, en cuanto a la 
construcción de sociedades más igualitarias, se encuentra 
en una revisión crítica por varias razones. 

Primero, porque la globalización y, en particular, la 
transnacionalización de la economía entran en tensión 
con la naturaleza nacional del Estado, lo que se hace más 
visible después de las crisis. Mientras la globalización 
implica la apertura de las economías, los Estados aún 
mantienen normas restrictivas a la movilidad y los 
derechos de las personas, especialmente de quienes 
buscan trabajo fuera de las fronteras nacionales.

Segundo, porque una mayor igualdad de derechos, 
oportunidades y bienestar promueve un mayor sentido 
de pertenencia, ya que una sociedad más integrada es 
condición necesaria para una más productiva y porque 
una mayor igualdad de derechos sociales permite 
mayor igualdad en materia de voz y visibilidad políticas 
(CEPAL, 2010a). 

Tercero, porque luego de 15 años de luchas sociales 
y políticas del movimiento de mujeres, de la adopción de 
legislación y políticas inspiradas en la Plataforma de Acción 
de Beijing y de un sostenido cambio cultural en el papel 
y los derechos de las mujeres, se perfilan nuevos campos 
de políticas que permiten profundizar esos cambios. Un 
ejemplo destacable es que la ruta de los derechos y la 
autonomía de las mujeres conduce a reconocer el trabajo 
reproductivo de los hogares como parte de la creación de 
riqueza y a aceptar paulatinamente que se trata de una 
responsabilidad no solo de mujeres y hombres sino de la 
comunidad, las empresas y las instituciones, además de ser 

4	 El concepto de derechos humanos de las mujeres deriva de la 
necesidad de reconocer la posición socialmente diferenciada 
de mujeres y hombres y surge como respuesta a la ausencia 
de reconocimiento a las especificidades de ese concepto antes 
de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer en 1979 y de la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos de Viena en 1993. Según los 
análisis feministas, desde un principio se consideró al hombre 
como paradigma de la humanidad en los distintos instrumentos 
nacionales e internacionales. Así sucedió con los derechos 
humanos, que se elaboraron desde una perspectiva masculina 
y para sujetos masculinos, lo que se refleja en el lenguaje, los 
conceptos y los contenidos centrales, que se han revisado y 
ampliado paulatinamente mediante nuevos instrumentos a partir 
de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer. En América Latina y el Caribe, la 
Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer celebrada en Belém do Pará en 1994 
desempeñó un papel similar.

un eje central del desarrollo económico. Este proceso está 
redefiniendo las fronteras entre lo que tradicionalmente 
hemos comprendido como público y privado y empujando 
una remodelación de las interacciones entre el Estado, el 
mercado y la familia. Las sociedades en las que mujeres y 
hombres comparten derechos y responsabilidades en la vida 
privada y pública, especialmente en el cuidado de los niños 
y las niñas, los adultos mayores y los enfermos, requieren 
un nuevo papel del Estado, el mercado y las familias en 
el cuidado de las personas, incluida la corresponsabilidad 
entre hombres y mujeres, nuevos tipos de servicios y 
nuevas formas de organización de la vida cotidiana y de los 
organismos públicos y privados, que deben ser orientados 
con el aporte de las políticas públicas. La igualdad de 
género es parte constitutiva de esta agenda.

En cuarto lugar, además de la reciente crisis 
económico-financiera, las crisis energética y alimentaria 
de los últimos años han vuelto a poner en tela de juicio 
los supuestos básicos sobre los efectos de las políticas 
macroeconómicas inspiradas en el paradigma del 
libre mercado y la reducción del papel del Estado. La 
experiencia de las crisis anteriores muestra que el impacto 
negativo sobre la pobreza, el bienestar y la inclusión 
social suele ser más profundo y duradero que el impacto 
sobre el crecimiento económico. Esto implica un análisis 
más profundo en cuanto a la vigencia de estos supuestos 
y la capacidad de las actuales políticas macroeconómicas 
para encarar, por ejemplo, el cambio climático y sus 
consecuencias para el desarrollo productivo, modificar 
los patrones de consumo y revertir las distintas formas 
de desigualdad que caracterizan a la región. De la misma 
forma, también se ha visto cuestionada la eficacia de las 
políticas sociales concebidas como compensación a las 
dinámicas excluyentes que resultan de la aplicación de 
dicho paradigma.

Por último, la vida democrática en los países de 
la región ha ubicado en los últimos años la cuestión de 
los derechos económicos, sociales y culturales en el 
ámbito de las políticas y de la política, afirmando que la 
igualdad de los derechos “significa que la ciudadanía, 
como valor irreductible, prescribe el pleno derecho de 
cada uno, por el solo hecho de ser parte de la sociedad e 
independientemente de sus logros individuales y recursos 
monetarios, a acceder a ciertos umbrales de bienestar 
social y reconocimiento” (CEPAL, 2010a, pág. 11). 

La capacidad de los Estados para asegurar esos 
umbrales mínimos se ve dificultada cuando los impactos 
de la crisis afectan el empleo de los más vulnerables, los 
recursos fiscales para la protección social y las condiciones 
para impulsar un mayor dinamismo económico, y cuando 
persisten debilidades enormes en la ejecución de políticas 
de igualdad de género. Muchas de las desigualdades de 
género que requieren mayor acción de los Estados para 
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la vigencia de los derechos de las mujeres tienen que ver 
con la distancia que las separa de los umbrales básicos 
de bienestar en áreas como el acceso a los recursos 
productivos, el empleo decente, la posibilidad de decidir 
sobre la vida reproductiva y sexual y sobre la maternidad, 
la atención profesional de la gestación y el parto y una 
vida libre de violencia.

De manera más general, puede afirmarse que la 
pregunta ¿Qué Estado para qué igualdad? busca responder 
a los drásticos cuestionamientos que se plantean, desde 

la perspectiva de la igualdad de género, sobre el papel 
y las modalidades de actuación del Estado, debido tanto 
a la persistencia de las estructuras de desigualdad en 
América Latina y el Caribe como a los propios avances en 
los procesos de igualdad. Al examinar los antecedentes 
para responder a esta pregunta, se deben sumar además 
los cambios demográficos, los cambios en la composición 
y dinámica de las familias, los avances democráticos, los 
cambios científicos y tecnológicos y la globalización en 
todas sus dimensiones.

B.	 Los Estados en tensión

En primer lugar es necesario subrayar que el Estado, 
al igual que otras instituciones, como el mercado y 
la familia, no es neutro y refleja la configuración de 
cada sociedad. Dicho de otra manera, el Estado refleja 
las relaciones de poder y la capacidad de incidencia de 
distintos grupos sociales y corporativos representados 
en sus instituciones. Para que el Estado refleje el bien 
común es necesario que todos y todas tengan voz pública, 
representación y capacidad de negociación. 

Como se señaló, parte de las interpelaciones al 
Estado derivan de los propios avances en materia de 
igualdad de género, así como de la persistencia de barreras 
y metas no cumplidas, que muchas veces han puesto en 
tensión la capacidad y la flexibilidad de los Estados. 
Así, por ejemplo, la globalización —junto con la presión 
de las mujeres y la voluntad de algunos gobiernos— 
ha favorecido la adopción de marcos jurídicos que 
postulan la igualdad y el ejercicio de los derechos 
humanos y ciudadanos como principios fundacionales 
de la democracia y el desarrollo5. Sin embargo, este 
proceso de fortalecimiento de los derechos ha dado 
lugar a tensiones entre los sistemas jurídicos nacionales 
e internacionales. En algunos casos, los Estados han 
tendido a tratar parcialmente las igualdades reconocidas 
internacionalmente (Beck, 2004) obviando su deber de 

5	 De todos los acuerdos internacionales que han dado lugar a la 
elaboración de una agenda integrada de derechos humanos y 
desarrollo, además de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer, han sido 
particularmente relevantes los convenios de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) relativos a la igualdad, la 
Declaración y el Programa de Acción de la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos (Viena, 1993); el Programa de Acción de la 
Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (El 
Cairo, 1994), la Plataforma de Acción de la Cuarta Conferencia 
Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995), el Programa de Acción 
de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social (Copenhague, 
1995), la Declaración del Milenio de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas (Nueva York, 2000), el Programa de Acción 
de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación 
Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia 
(Durban, 2001) y la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los pueblos indígenas (aprobada por el Consejo 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en 2006).

garantes de la integralidad e interdependencia de los 
derechos humanos. En otros casos, la defensa de los 
derechos humanos de las mujeres ha utilizado a favor 
de la igualdad argumentos, jurisprudencia y buenas 
prácticas internacionales que no estaban incorporados 
a los restrictivos marcos nacionales. Esta es la causa, 
en parte, de que la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer sea la 
única convención adoptada sin protocolo, por lo que su 
reconocimiento y aplicación es aún un desafío pendiente 
para muchos países6.

Una tensión aun más profunda es la generada 
por la demanda de una distribución igualitaria de las 
responsabilidades en la vida familiar y productiva, 
necesaria para el logro de la igualdad real entre mujeres 
y hombres. Esta apunta hacia una sociedad en la que, 
en palabras de Nancy Fraser (1997), mujeres y hombres 
sean a la vez cuidadores y proveedores. En esta dirección 
avanza la idea de la paridad, no como una cuota mayor 
a favor de las mujeres sino como expresión más amplia 
de la universalidad (Montaño, 2007), entendiendo que se 
trata, al fin de cuentas, de igual participación no solo en las 
decisiones de la institucionalidad democrática sino en la

6	 Si bien todos los países de la región han firmado y ratificado 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer, no ocurrió lo mismo con su 
Protocolo Facultativo adoptado en 1999 que, como su nombre 
lo indica, no conlleva ninguna obligación de firma. Hasta 
comienzos de 2007, la mitad (17) de los 33 países de la región 
firmaron el Protocolo: Antigua y Barbuda, Argentina, Belice, 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Estado Plurinacional 
de Bolivia, Guatemala, México, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana, 
Saint Kitts y Nevis y Uruguay. Por su parte, Chile, Cuba y El 
Salvador firmaron el Protocolo Facultativo entre 1999 y 2001, sin 
que hasta hoy lo hayan ratificado. Desde entonces, hasta marzo 
de 2010, ningún otro país de la región lo ha firmado ni ratificado. 
Esta situación indica que los Estados reconocen los derechos de 
las mujeres, pero no están dispuestos a adoptar los instrumentos 
necesarios para hacerlos efectivos. Véase [en línea] http://www.
cepal.org/oig. 
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vida familiar, productiva y social7. Esta última involucra 
la redistribución de la carga de trabajo total —vale decir 
trabajo remunerado y trabajo no remunerado— que, para 
ser equitativa, requiere la redistribución del tiempo y del 
poder, incluido el que se ejerce en la familia, una idea que 
aún resulta provocativa.

Desde la perspectiva de género, la idea de la 
redistribución y el reconocimiento del trabajo doméstico 
que acompaña a la lucha por la igualdad ha alterado el 
pensamiento económico y social al incluir el trabajo no 
remunerado como dimensión indispensable de los análisis 
disciplinarios. Más aún, ha interpelado la política, las 
políticas públicas y los supuestos culturales sobre los 
que se construyó este pensamiento, ofreciendo visiones 
novedosas e innovadoras que todavía deben plasmarse en 
la práctica cotidiana y el sentido común. Es importante 
subrayar que para que la redistribución y el reconocimiento 
del trabajo doméstico se potencien recíprocamente se 
requiere el fortalecimiento de las capacidades internas 
y externas de las personas (Nussbaum, 2000), además 
de un desarrollo productivo dinámico que estimule la 
autonomía económica de las mujeres.

“A partir de la división del trabajo, se construyen y 
reafirman jerarquías sociales consideradas ‘universales’ y 
se construyen sujetos sociales hombres, mujeres, adultos, 
niños, empleadores, empleadas, todas ellas basadas en 
relaciones de poder características de una sociedad que 
otorga prerrogativas y privilegios de dominio al sexo 
masculino con respecto del femenino, es decir, una 
sociedad patriarcal. En este contexto también se tejen 
las relaciones entre hombres y mujeres pertenecientes a

7	 El Consenso de Quito aprobado por la décima Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe (2007) 
reconoce la paridad como “uno de los propulsores determinantes 
de la democracia, cuyo fin es alcanzar la igualdad en el ejercicio 
del poder, en la toma de decisiones, en los mecanismos de 
participación y representación social y política, y en las relaciones 
familiares al interior de los diversos tipos de familias, las 
relaciones sociales, económicas, políticas y culturales”, además 
de constituir “una meta para erradicar la exclusión estructural de 
las mujeres” (CEPAL, 2007a, pág. 3). 

estratos socioculturales diferenciados por condiciones 
de clase y de raza: es el caso del servicio doméstico 
y los significados que estas relaciones construyen y 
reconstruyen en sociedades basadas en discriminaciones 
de género, raza y clase” (Peredo, 2009).

Tampoco ha estado exento de tensiones el 
reconocimiento de la autonomía física entendida como la 
capacidad de las mujeres de vivir una vida libre de violencia 
y de decidir sobre su salud y sexualidad. El derecho a 
voz y voto de las mujeres sobre su cuerpo, su vida y los 
recursos que necesitan son condiciones necesarias para la 
redistribución de responsabilidades en el ámbito privado 
y la ampliación de oportunidades en la esfera pública. En 
contraste con el unánime reconocimiento de la necesidad de 
erradicar la violencia contra la mujer —aunque los logros 
son penosamente magros— la autonomía de las mujeres en 
materia de salud sexual y reproductiva se sigue cuestionando 
en varios países, donde se frenaron medidas tan básicas como 
el acceso a la anticoncepción de emergencia y se impuso, por 
esta vía, la violencia de una maternidad no deseada.

En síntesis, una agenda de igualdad de género 
hoy en día no es solamente un enunciado de las 
políticas necesarias, sino un reconocimiento de las 
transformaciones en curso que involucran nuevos papeles 
del Estado, el mercado y las familias —no solo de mujeres 
y hombres— con el objetivo de una sociedad igualitaria. 
A su vez, el reconocimiento de la desigualdad requiere el 
reconocimiento jurídico de la discriminación, el desarrollo 
de políticas y el fortalecimiento de capacidades para la 
construcción del bien común, a fin de que las personas 
escapen de la tiranía de la tradición y los prejuicios.

C.	 Un difícil camino hacia la igualdad

Durante estos años, si bien por efecto de los procesos de 
globalización y consolidación democrática se ampliaba 
el campo de la promoción de los derechos, en el ámbito 
de la economía las políticas macroeconómicas proponían 
la reducción del papel del Estado. Esto ha implicado 
que mientras se producía el reconocimiento de jure 
de los derechos y especialmente de los derechos de las 
mujeres, se debilitaba la institucionalidad del Estado y 
con frecuencia se subordinaron los objetivos de igualdad 

a los objetivos de crecimiento. Incluir la perspectiva de 
derechos en el diseño de políticas públicas demanda 
revisar sus contenidos y los parámetros necesarios para su 
evaluación y fiscalización. Resulta fundamental analizar 
el acceso a la justicia en relación con las estrategias y 
políticas públicas de desarrollo y la discusión en torno a 
los sesgos de género. Paradójicamente, el conjunto de las 
políticas sociales no suele advertir la importancia de los 
sistemas y las políticas de acceso a la justicia y a instancias 
de reclamos de derechos, como componentes esenciales 
para mejorar la participación social, la transparencia, la 
fiscalización y, en definitiva, la efectividad de las propias 
políticas (Pautasi, 2007b). El acceso a la justicia también 
es una garantía de igualdad en cuanto a titularidad de 
derechos. Los resultados de estas políticas en materia 
de equidad social han sido escasos, a pesar de los logros 
más reconocidos como el control de la inflación, el ahorro 
fiscal y el aumento de las exportaciones, que tampoco 
fueron suficientes para consolidar la estabilidad del 
crecimiento. 
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Por otro lado, los logros de la región en los años de 
crecimiento que precedieron a la última crisis financiera 
(CEPAL, 2009a) no desmontaron la heterogeneidad 
estructural que ocasiona, en gran medida, la profunda 
desigualdad social de América Latina y el Caribe8. Esta 
se observa en las brechas de productividad que reflejan 
y a la vez refuerzan las brechas de las capacidades, de 
la incorporación de progreso técnico, del poder de 
negociación, del acceso a redes de protección social y de 
opciones de movilidad ocupacional ascendente a lo largo 
de la vida laboral (CEPAL, 2010a). Las mayores brechas 
de productividad en la región, en comparación con los 
países desarrollados, implican mayores brechas salariales 
y una peor distribución del ingreso, fenómenos que se 
agudizan en el caso de las mujeres. 

Por último, con relación a las limitaciones a la autonomía 
física de las mujeres antes mencionadas, se han identificado 
desafíos para las políticas públicas: ¿deben o pueden los 
Estados limitar su oferta de servicios de salud para no 
contrariar las convicciones de una parte de sus ciudadanos? 
En estos debates, cada vez más frecuentes en la región, está 
presente la diversidad de visiones sobre el tipo de Estado y 
el tipo de igualdad que distintos actores y colectividades con 
grados de poder desiguales se plantean.

8	 Después de seis años de crecimiento en los que se redujo la 
pobreza, se estima en América Latina y el Caribe una caída del 
PIB del 1,8% y del PIB por habitante cercana al 2,9% en 2009 
(CEPAL, 2009a).

Los niveles de desigualdad conducen a cuestionar 
también la validez del supuesto en el que se considera al 
Estado una institución neutral frente a las desigualdades 
sociales y, particularmente, frente a las desigualdades 
entre hombres y mujeres. En este documento se plantea 
la pregunta sobre el grado de incidencia del crecimiento 
económico, la distribución del ingreso y la crisis 
financiera internacional en la igualdad, específicamente 
en la igualdad de género. También se plantea el efecto 
que tienen en la igualdad de género las distintas políticas 
y leyes orientadas a promover el desarrollo económico y 
social o a modificar la división social y sexual del trabajo, 
la distribución de los recursos del tiempo y los poderes 
fácticos que sostienen la desigualdad de las mujeres a lo 
largo de todo su ciclo de vida.

La persistencia de la discriminación y la desigualdad 
se expresa en que, a pesar de que se obtuvieron 
importantes logros, la mayoría de las mujeres aún está 
lejos de alcanzar la autonomía económica, política 
y física. Las barreras presentes en estas tres esferas 
de autonomía interactúan reforzándose unas a otras e 
impiden a las mujeres participar en la sociedad, en la 
política y en el desarrollo económico, caso que se aborda 
en el presente documento.

D.	 La economía del cuidado

Las relaciones sociales se entienden desde la perspectiva 
de género como relaciones de poder en todos los 
ámbitos: económico, social, político y cultural. La 
división sexual del trabajo que organiza el orden de 
género separa el trabajo productivo del reproductivo 
de manera paradigmática y determina el lugar de 
mujeres y hombres en la economía. Esclarecer la forma 
en que estas relaciones perpetúan la subordinación y 
la exclusión de las mujeres limitando su autonomía 
ayuda a comprender su influencia en el funcionamiento 
del sistema económico. Esta manera de analizar 

las relaciones económicas y sociales brinda una 
mirada más amplia que la convencional al incorporar 
dimensiones ausentes (Picchio, 2001 y 2005) como el 
trabajo no remunerado y se desarrolla hasta visibilizar 
la economía del cuidado, prestando especial atención a 
la reproducción social que realizan principalmente las 
mujeres. Asimismo, demuestra la contribución de esta 
tarea al desarrollo económico y deja al descubierto que 
las relaciones sociales están además impregnadas de 
valores culturales que caracterizan el trabajo de cuidado 
como una cualidad femenina (CEPAL, 2009d).

Recuadro I.2 
DEFINICIÓN DEL CUIDADO

El cuidado es una actividad específica que incluye todo lo 

que hacemos para mantener, continuar y reparar nuestro 

mundo, de manera que podamos vivir en él tan bien como 

sea posible. Ese mundo incluye nuestros cuerpos, nuestro 

ser y nuestro ambiente, todo lo cual buscamos para entretejer 

una compleja red de sostenimiento de la vida (Fisher y Tronto 

(1990), citado en Tronto (2006), pág. 5).

Esta definición incluye tanto la posibilidad del autocuidado 

como la de cuidar a otros, sin contar su dimensión afectiva, 

pero no lo equipara a una actividad mercantil cualquiera. 

Asimismo, incorpora tanto la perspectiva de quienes otorgan 

como de quienes reciben cuidado.

Fuente:	Joan Tronto, “Vicious circles of privatized caring”, Socializing Care: Feminist Ethics and Public Issues, Maurice Hamington y Dorothy Miller (eds.), Lanham, 
Rowman and Littlefield Publishers, 2006.
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La esencialidad del trabajo reproductivo ha sido 
reconocida de muchas maneras, a menudo como homenaje 
simbólico a la maternidad y exaltando —es decir, 
proponiendo como conducta socialmente deseable— la 
abnegación femenina. De manera más pragmática, en el 
Informe Beveridge (1942), que guió la política laborista 
británica de seguridad social y en el que se proclamó el 
principio de la cobertura universal para todos “desde 
la cuna hasta la tumba”, se reconocía explícitamente el 
subsidio gratuito de las mujeres al sistema económico, 
señalando: “[…] hay que considerar que la gran mayoría 
de las mujeres casadas se ocupan de un trabajo que 
resulta vital aunque no se pague, sin el cual sus maridos 
no podrían realizar trabajo remunerado y sin el cual la 

nación no podría continuar” (Aguirre y Scuro Somma, 
2010, pág. 12)9. Es importante subrayar que esta frase 
alude no solo a la reproducción cotidiana de la fuerza 
de trabajo sino también a la del Estado, que para existir 
requiere funcionarios, soldados y ciudadanos, entre otros. 
No obstante, este reconocimiento no se ha considerado 
en el pensamiento económico contemporáneo ni en las 
políticas públicas sustentadas en este10. Ha sido más bien el 
impacto múltiple —en la vida familiar, laboral, política y 
científica— de la creciente autonomía de las mujeres lo que 
está impulsando una revisión de los modelos explicativos 
de la economía. Sin embargo, son varios los países que han 
incluido el reconocimiento del trabajo no remunerado de 
las mujeres en las constituciones.

9	 El ministro del trabajo británico de la época solicitó a William 
Beveridge —decano de la Universidad de Oxford— un informe 
sobre la protección social. El informe, titulado “Informe al 
Parlamento acerca de la seguridad social y de las prestaciones 
que de ella se derivan” (conocido como Informe Beveridge), 
se hizo público en 1942. Beveridge buscaba asegurar un nivel 
de vida mínimo por debajo del cual nadie debería caer. Para 
convencer a los conservadores escépticos, Beveridge explica que 
la asunción por parte del Estado de los gastos de enfermedad 
y de las pensiones de jubilación permitiría a la industria 
nacional beneficiarse del aumento de la productividad y, como 
consecuencia, de la competitividad.

10	 Picchio (2001, pág. 3) señala que “los economistas clásicos 
(Quesnay, Smith, Ricardo y, a su manera, Marx) otorgaban 
visibilidad en el análisis del mercado de trabajo tanto a los 
aspectos productivos como a los reproductivos, entendidos no 
de manera reduccionista en sentido biológico sino también en un 
sentido social”.

Recuadro I.3 
REFORMAS CONSTITUCIONALES EN QUE SE RECONOCE EL TRABAJO NO REMUNERADO Y DE CUIDADO

En la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 

(1999) se reconoce de manera explícita el trabajo del hogar 

como actividad económica que crea valor agregado y produce 

riqueza y bienestar social, y el derecho de toda persona a 

la seguridad social —donde se incluye específicamente a 

las amas de casa— “como servicio público de carácter no 

lucrativo, que garantice la salud y asegure la protección en 

contingencias de maternidad”. 

En el caso del Ecuador, la constitución (2008) garantiza 

el derecho a la seguridad social irrenunciable para todas 

las personas, además pone especial énfasis en el cuidado 

de personas mayores y subraya que el Estado establecerá 

políticas públicas y programas de atención a las personas 

mayores, que tendrán en cuenta las diferencias específicas 

entre áreas urbanas y rurales, las inequidades de género, la 

etnia, la cultura y las diferencias propias de las personas, 

comunidades, pueblos y nacionalidades; asimismo, 

fomentará el mayor grado posible de autonomía personal y 

participación en la definición y ejecución de estas políticas. 

Además, se reconoce como labor productiva el trabajo no 

remunerado de autosustento y cuidado humano que se realiza 

en los hogares. 

En el Estado Plurinacional de Bolivia, la Nueva Constitución 

Política del Estado (2008) establece en su artículo 338 que 

debe reconocerse el valor económico del trabajo del hogar 

como fuente de riqueza que deberá cuantificarse en las 

cuentas públicas. Este artículo reconoce no solo el trabajo no 

remunerado de las mujeres, sino que además hace referencia 

a la necesidad de cuantificarlo en las cuentas nacionales, 

lo que enfrenta al país al desafío de desarrollar fuentes 

de información e implementar metodologías destinadas 

a la valorización económica de este recurso público no 

monetario. 

En la República Dominicana la Nueva Constitución Política 

del Estado (2010) señala, junto con el principio de igualdad, 

el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, el 

reconocimiento del valor productivo del trabajo doméstico, el 

reconocimiento de la unión de hecho, la igualdad salarial por 

igual trabajo y la iniciativa legislativa popular, observándose el 

lenguaje de género en todo el texto constitucional.

Fuente: Constituciones del Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia, la República Bolivariana de Venezuela y la República Dominicana. 

9	 El ministro del trabajo británico de la época solicitó a William 
Beveridge —decano de la Universidad de Oxford— un informe 
sobre la protección social. El informe, titulado “Informe al 
Parlamento acerca de la seguridad social y de las prestaciones 
que de ella se derivan” (conocido como Informe Beveridge), 
se hizo público en 1942. Beveridge buscaba asegurar un nivel 
de vida mínimo por debajo del cual nadie debería caer. Para 
convencer a los conservadores escépticos, Beveridge explica que 
la asunción por parte del Estado de los gastos de enfermedad 

y de las pensiones de jubilación permitiría a la industria 
nacional beneficiarse del aumento de la productividad y, como 
consecuencia, de la competitividad.

10	 Picchio (2001, pág. 3) señala que “los economistas clásicos 
(Quesnay, Smith, Ricardo y, a su manera, Marx) otorgaban 
visibilidad en el análisis del mercado de trabajo tanto a los 
aspectos productivos como a los reproductivos, entendidos no 
de manera reduccionista en sentido biológico sino también en un 
sentido social”.
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A nivel macroeconómico, tomar en cuenta la 
articulación entre el trabajo remunerado y el trabajo no 
remunerado tiene diversas implicancias. Picchio (2001) 
y otras autoras proponen renovar la representación 
tradicional del circuito económico y en particular el 
esquema del flujo circular de la renta, que abarca las 
relaciones entre los hogares y las empresas. Se recoge 
aquí a Picchio, quien propone incorporar en este esquema 
un espacio económico que podría denominarse de 
reproducción social11.

En la representación tradicional del flujo circular 
de la renta, los hogares aportan su fuerza de trabajo a 
las empresas que pagan salarios como remuneración al 
trabajo. Los ingresos salariales se destinan a pagar los 
bienes y servicios producidos por las empresas en función 
del precio de estos determinado por la confrontación entre 
la oferta (de las empresas) y la demanda (de los hogares). 

A la representación del flujo circular de la renta 
ampliado —elaborada por Picchio (2001)— se agrega lo 
que sucede en los hogares12. Este es el elemento central de la 
contribución de la economía feminista a esta representación 
del funcionamiento del sistema económico.

En el espacio de la reproducción social, se distinguen 
las funciones económicas desarrolladas en el ámbito 
privado de los hogares. Estas funciones son las siguientes: 

la ampliación o extensión de la renta monetaria en •	
forma de nivel de vida ampliado (el consumo real), es 
decir, comida cocinada, ropa limpia y otras. En otras 
palabras, se incluyen las mercancías adquiridas con 
el salario monetario y también la transformación de 
estos bienes y servicios en consumo real, mediante 
la intermediación del trabajo de reproducción social 
no remunerado;
la expansión del consumo en forma de una condición •	
de bienestar efectiva que consiste en el disfrute de 
niveles convencionalmente adecuados de educación, 
salud y vida social, posibles gracias a la mediación 
del trabajo de cuidado no remunerado (por ejemplo, 
velando por la asistencia educativa de los niños y las 
niñas, del control de su salud y otras)13;
la habilitación de la población para salir al mercado •	
de trabajo asalariado o para establecerse en los 
mercados de bienes y servicios como trabajadores 
independientes. El trabajo no remunerado facilita 
material y sicológicamente los procesos de adaptación 
a los requisitos organizacionales y tecnológicos de 

11	 Picchio (2001) lo denomina espacio de desarrollo humano, pero 
este término puede confundirse con la noción divulgada en torno 
al índice de desarrollo humano (IDH) que estima anualmente el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) o con 
el concepto de capital humano, que se refiere en cambio a un uso 
instrumental de las personas como elementos de producción que 
es preciso actualizar y valorizar para aumentar su productividad.

12	 Véase el flujo circular de la renta ampliado en el anexo 1.
13	 Picchio (2005) entiende el bienestar, según el enfoque de Sen 

(1985) y Nussbaum (2000), como un conjunto de capacidades 
humanas y de funcionamientos efectivos en la esfera social.

la producción de bienes y servicios por parte de los 
trabajadores. Esta tercera función vale tanto para 
la economía nacional como para las economías del 
resto del mundo, hacia donde emigra parte de la 
población producida en el espacio de reproducción. 
Además, debe tomarse en cuenta que los trabajadores 
emigrantes envían remesas a los hogares de origen; 
la regulación de la fuerza laboral•	  para la actividad 
económica, pues el arbitraje que tiene lugar dentro 
de los hogares entre el trabajo reproductivo inherente 
al espacio de reproducción y el trabajo remunerado 
correspondiente a la actividad económica determina, 
junto con la demanda laboral y las condiciones del 
mercado, el volumen de trabajo disponible para esta. 

Estas funciones remiten a procesos muy concretos que 
se dan en los hogares y que, como se señaló, son vitales para 
el funcionamiento de la economía. Los hogares adquieren 
los bienes y servicios que requieren para satisfacer sus 
necesidades y deseos gracias a los recursos monetarios 
derivados de su participación en la producción de bienes 
y servicios —incluso para otros hogares empleadores— 
en el espacio de producción mercantil y no mercantil 
—del sector público— y a los ingresos provenientes de 
los mecanismos de redistribución de ingresos entre los 
hogares o a partir de la protección o de la asistencia social 
o de las remesas de los trabajadores emigrantes14.

Una vez adquiridos, es necesario transformar los 
bienes y servicios en consumo efectivo mediante el trabajo 
no remunerado, sobre todo los quehaceres domésticos. Se 
consigue entonces la extensión a los estándares de vida 
ampliados. Es también mediante el trabajo no remunerado 
de cuidado que las personas expanden esos estándares de 
vida en bienestar mediante actividades relacionadas con 
el cuidado, la salud, la educación y el esparcimiento, entre 
otras. El reconocimiento de las necesidades, capacidades 
y aspiraciones es justamente lo que caracteriza al “proceso 
de ‘expansión’ de la renta, designado como ‘bienestar’” 
(Picchio, 2001, pág. 16).

En el caso del flujo ampliado —a diferencia del 
flujo circular tradicional—, los hogares no se consideran 
instituciones armónicas. Por el contrario, la inclusión del 
trabajo no remunerado en el análisis hace más compleja 
la situación de los hogares, cuyos miembros ahora deben 
explícita o implícitamente negociar y decidir su propia 
división del trabajo15.

Dicho de otra manera, la oferta de trabajo remunerado 
se regula a partir de la negociación que se lleva a cabo en 
los hogares sobre la distribución del trabajo no remunerado 
para la reproducción entre los miembros del hogar según el 

14	 Los hogares también asignan, sobre todo en el medio rural, 
parte de su producción de mercancías al autoconsumo. Los 
bienes destinados al autoconsumo son transformados por el 
trabajo doméstico. 

15	 La idea de hogares como unidades no armónicas refiere al 
concepto de conflictos cooperativos de Sen (1990).
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sexo y la generación. Esta regulación se hace mediante la 
asignación de tiempo al trabajo no remunerado y al trabajo 
remunerado: las personas, las mujeres principalmente, que 
asumen el trabajo no remunerado liberan a los trabajadores 
potenciales de la responsabilidad del cuidado.

El trabajo no remunerado influye entonces no solo 
sobre la cantidad de personas disponibles para el trabajo 
remunerado, sino también sobre la cantidad de horas 
asignadas al trabajo remunerado. Ello significa que las 
personas que integran la fuerza laboral ocupada dentro 
de las fronteras nacionales desarrollan estrategias de 
combinación de tiempo parcial de trabajo para el mercado 
con sus jornadas cotidianas de trabajo no remunerado o 
combinan, de manera creciente, jornadas de trabajo a 
tiempo completo para el mercado con jornadas de trabajo 
no remunerado. Mientras tanto, las personas que se 
dedican exclusivamente al trabajo no remunerado quedan 
excluidas de la actividad económica, es decir del empleo 
asalariado o del trabajo independiente. 

Además de contribuir en la determinación de la 
cantidad (en personas y horas) de la fuerza laboral potencial 
que se insertará en el trabajo asalariado o en el trabajo 
independiente dentro de las fronteras nacionales, o que se 
exportará al resto del mundo aprovechando la demanda 
de mano de obra expresada en los países extranjeros, el 
trabajo no remunerado influye sobre la calidad de los 
trabajadores. Esta influencia está relacionada a su vez con 
los cuidados provistos en el ámbito hogareño y con los 
valores, las habilidades y la capacidad de agencia —en el 
sentido de Sen (1990)— que se transmiten en el sistema 
educativo, en los hogares y en la sociedad. 

De este modo, según Picchio (1999), la producción 
de mercancías no solo incorpora trabajo de producción 
remunerado, sino también trabajo de reproducción no 
remunerado que se encuentra incorporado en la fuerza de 

trabajo asalariada y en los trabajadores independientes. 
Cuando se integra de esta forma el trabajo de cuidado no 
remunerado en el análisis de las relaciones capitalistas de 
producción y de la pequeña producción mercantil, este 
trabajo puede interpretarse como una transferencia o, 
mejor dicho, un subsidio desde el ámbito doméstico hacia 
la acumulación de capital (a partir del trabajo asalariado). 
Además, parte del salario percibido por el trabajador 
asalariado en la empresa capitalista o parte del ingreso de la 
pequeña producción mercantil se transfiere hacia el trabajo 
no remunerado realizado en el hogar, no como contraparte 
del subsidio sino como fuente de financiamiento de los 
insumos del trabajo no remunerado.

Estas transferencias se encuentran indeterminadas 
en la medida en que no se conocen cómo se realiza la 
distribución de los ingresos monetarios entre el hogar y 
el trabajador mismo ni la distribución intrahogar de los 
recursos efectivamente asignados16. Las transferencias 
derivadas del salario como remuneración del trabajo 
asalariado dependen, por otra parte, del grado de 
explotación del capital sobre el salario17. Si se considera, 
dada la evidencia histórica, que es más probable que las 
empresas capitalistas tiendan a ejercer una presión para 
bajar los salarios, mantenerlos bajos o contener su alza 
a fin de garantizar o aumentar su tasa de ganancia o 
su participación en el valor agregado, se comprende la 
intensidad e inevitabilidad del trabajo no remunerado, 
doméstico y de cuidado, sobre todo en el caso de los 
trabajadores no calificados o con escasa calificación. La 
reproducción se encuentra atrapada entre un salario dado y 
las necesidades y carencias que debe atender. “Este es a la 
vez un problema de relaciones de poder de clase y de género, 
toda vez que la relación inversa entre salarios y beneficio se 
convierte en una relación directa entre trabajo doméstico 
no remunerado y beneficio” (Picchio, 1999, pág. 220).

16	 Esta distribución depende de las relaciones de género que 
conforman las uniones, las familias o los hogares como tales y 
que definen las funciones sociales y económicas de los hombres 
y las mujeres. 

17	 En otras palabras, dependen de la participación de la masa 
salarial y de los beneficios en el producto.

Recuadro I.4 
WAWA WASI: CUIDADO COMUNITARIO

Respecto del trabajo de cuidado y del aporte que a él realizan 

las mujeres, debe destacarse el trabajo que se efectúa en 

las comunidades (en comedores comunitarios, clínicas 

comunitarias y otros centros), que tiene carácter voluntario y 

es mayoritariamente realizado por mujeres. 

El Programa Nacional Wawa Wasi del Perú es un modelo 

de gestión que se basa en la participación voluntaria de la 

comunidad organizada y comprometida en la administración 

directa de los recursos otorgados por el Estado para brindar 

un servicio de protección y atención integral a las niñas y 

los niños, contribuyendo a mejorar las oportunidades de 

desarrollo de las familias usuarias del servicio. Este programa 

ha logrado romper la imagen asistencialista de los programas 

sociales y demostrar que es posible llevar adelante una 

gestión eficiente del Estado con la participación organizada 

de la comunidad. Se trata de una gestión conjunta entre el 

Estado y la comunidad a través de un modelo de gestión 

comunal. 

En la actualidad se está trabajando en la certificación 

laboral de las madres cuidadoras del Programa, lo que 

les permitiría insertarse en el mercado laboral y conseguir 

un empleo y un salario más justo por las actividades que 

realizan en el marco del Programa Wawa Wasi.

16	 Esta distribución depende de las relaciones de género que 
conforman las uniones, las familias o los hogares como tales y 
que definen las funciones sociales y económicas de los hombres 
y las mujeres. 

17	 En otras palabras, dependen de la participación de la masa 
salarial y de los beneficios en el producto.
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En esta propuesta se establecen los vínculos entre el 
reconocimiento del trabajo no remunerado y el análisis 
macroeconómico, las políticas públicas y, últimamente, el 
estudio de las migraciones, que inciden sustancialmente 
en la distribución de la renta. Las políticas públicas 
intervienen tanto en la regulación de la producción y el 
fondo de salarios como en el aumento del bienestar de 
las personas, por medio de políticas de protección y de 
asistencia social o mediante transferencias a los hogares. 

Asimismo, el sector público emplea a una proporción 
importante de la fuerza de trabajo nacional, integrándose 
como empleador al flujo de la renta. Por otra parte, la 
renta circular en una economía abierta se vincula con 
las economías del resto del mundo mediante los flujos 
migratorios, sobre todo las exportaciones de mano de 
obra, la transnacionalización de los procesos productivos, 
la liberalización comercial y los flujos de ingresos, en 
particular los provenientes de las remesas.

E.	 Los sistemas de empleo desde la perspectiva de género

Desde una perspectiva sociológica, la CEPAL ha venido 
trabajando en el fortalecimiento del análisis de los 
vínculos entre la esfera pública y la privada, entre el 
trabajo remunerado y el no remunerado18. Desde el punto 
de vista económico, se plantea una representación del 
flujo circular de la renta ampliado como representación de 
la articulación determinante entre el trabajo reproductivo 
y el productivo. Luego de revisar el papel fundamental 
del trabajo reproductivo en la economía mediante la 
representación, para aprehender de manera sistemática 
la articulación esbozada entre el trabajo no remunerado 
y el trabajo remunerado, es necesario construir un 
marco conceptual de género en los sistemas de empleo 
a sabiendas de que el trabajo remunerado es la principal 
fuente de recursos monetarios para la mayoría de las 
personas, incluso para las mujeres.

Dada la heterogeneidad de las estructuras productivas 
de los países de la región y, por ende, de las ocupaciones de 
las personas, se propone no tomar como base el mercado 
laboral —que se refiere más bien a la confrontación entre 
una oferta de trabajo por parte de las personas y una 
demanda de trabajo por parte de las empresas o de otros 
empleadores— sino la noción de sistema de empleo. Este se 
puede definir como un conjunto de estructuras heterogéneas 
articuladas entre sí mediante mecanismos regulatorios que 
permiten su reproducción dinámica (Lautier, 1990). Desde 
esta perspectiva, es posible tomar en cuenta tanto el trabajo 
asalariado —que es el primer espacio de inserción laboral 
en la región para hombres y mujeres— como el trabajo 
independiente o por cuenta propia, que absorbe alrededor 
del 20% de la población ocupada.

La configuración del sistema de empleo es el 
resultado de las acciones y las interdependencias de tres 
actores principales: las empresas (capitalistas o de pequeña 
producción mercantil), el Estado y las familias. Las 
empresas aplican estrategias y prácticas de gestión de las 
relaciones salariales o no salariales. El Estado interviene 
en el mercado laboral para normar las condiciones de uso 
de la fuerza de trabajo y compensar la discrepancia entre 

18	 Véase un análisis más detallado en CEPAL (2007b) y Montaño 
(2010).

los ingresos laborales y las necesidades de los hogares. 
También interviene como empleador de un porcentaje 
significativo de la población ocupada. En el caso del 
trabajo por cuenta propia, los mecanismos estatales se 
refieren principalmente a las condiciones de constitución 
y funcionamiento de los establecimientos económicos. 
Las familias, como espacios del trabajo reproductivo, 
asumen las funciones descritas y constituyen un 
ámbito en el que se desarrolla la pequeña producción 
mercantil, caracterizada por una delgada división entre 
el presupuesto de la familia y las finanzas de la empresa. 
Además, las familias son empleadoras cuando recurren al 
trabajo doméstico remunerado.

El mercado de trabajo asalariado y el trabajo 
por cuenta propia serán abordados a continuación de 
manera separada, teniendo en cuenta que, al final, se dan 
varias articulaciones: i) dentro de los hogares cuando 
se combinan empleados asalariados y trabajadores por 
cuenta propia, trabajadores familiares auxiliares, entre 
otros, y ii) en los mercados cuando parte de la demanda 
de bienes y servicios de los asalariados va dirigida a las 
empresas de los trabajadores por cuenta propia. 

Se trata de entender el modo en que las relaciones 
de género basadas en percepciones de diferencias entre 
hombres y mujeres conforman el mercado de trabajo 
asalariado y el universo del trabajo independiente o de 
la pequeña producción mercantil hasta generar tanto 
inserciones laborales diferenciadas según el sexo de 
las personas ocupadas como desigualdades en las 
remuneraciones. 

1.	 El mercado de trabajo asalariado
En la demanda de trabajo asalariado de las empresas se 
retoman los estereotipos de la capacidad de trabajo de las 
mujeres. De este modo, mediante procesos de contratación 
discriminatorios, se establecen correspondencias entre 
las ocupaciones o los oficios asignados a las mujeres y 
esos estereotipos. 

Las tareas de cuidado de las mujeres también 
son un argumento decisivo de la demanda de trabajo 
asalariado. Las estrategias de contratación y de 
remuneración se basan en el perfil de las mujeres 
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(la edad, la presencia de hijos, la calificación) y se 
benefician de las estrategias familiares de cuidado 
sin pagar los costos de los servicios de cuidado 
fuera del hogar. Para contar con una mano de obra 
disponible, mantener los costos salariales o contener 
el aumento de los salarios, reducir los costos ligados 
a las prestaciones por maternidad o los costos de 
la rotación de trabajadores, las empresas tienden a 
escoger distintos perfiles en concordancia con las 
obligaciones objetivas del cuidado y los estereotipos 
correspondientes. Cuando eligen mujeres jóvenes sin 
hijos, se trata de una discriminación en contra de las 
mujeres con responsabilidades de trabajo reproductivo 
que va de la mano con el control del tiempo de la mano 
de obra. En la elección de mujeres adultas, casadas 
y con hijos subyace el supuesto de que las mujeres 
aceptan salarios bajos por la necesidad de financiar 
el cuidado y la reproducción de su familia. Esta 
estrategia convierte el cuidado como función social 
en un instrumento de discriminación y de control de 
la remuneración de la mano de obra.

En cuanto a la oferta de trabajo, las mujeres tienen 
que considerar las modalidades de conciliación del trabajo 
reproductivo y el trabajo asalariado. La carga del trabajo no 
remunerado que les está asignada determina una dotación 
de tiempo para el trabajo remunerado que es, en general, 
inferior a la de los hombres que no se dedican al cuidado. 

Se afirma que, al aceptar determinado empleo, las 
mujeres revelan sus preferencias; por ejemplo, eligen 
un empleo de tiempo parcial para atender el trabajo 
reproductivo. Estas preferencias están constreñidas por 
distintos factores, entre otros:

la división sexual del trabajo imperante en la familia •	
y, por ende, en la sociedad, cuando no existen 
servicios de cuidado universales que liberen el 
tiempo de las mujeres o cuando la mujer es víctima 
de violencia económica por parte de un cónyuge que 
pone condiciones a su acceso al mercado laboral19, y
la discriminación incorporada en las estrategias de las •	
empresas que ofrecen determinadas oportunidades 
de empleo a las mujeres.
De esa manera, la confluencia de la demanda y la 

oferta de trabajo según la descripción anterior, es decir, de 
la doble discriminación de las empresas (el mantenimiento 
de los estereotipos y la instrumentalización del cuidado) 
y la asignación del trabajo reproductivo en las familias, 

19	 La violencia económica se define como una serie de mecanismos 
de control, vigilancia, desconfianza y amenazas con relación al 
dinero que refuerzan el poder masculino en el hogar y pueden 
limitar el acceso de las mujeres a las actividades productivas 
(CEPAL, 2007c). Según los pocos datos disponibles, en 2008 el 
10,7% de las mujeres de entre 15 y 49 años había sufrido alguna 
vez violencia económica por parte de la pareja en el Estado 
Plurinacional de Bolivia. Datos anteriores en otros tres países de 
la región muestran una situación similar para el 19,1% del mismo 
grupo de mujeres en Colombia (2005), el 29,3% en México (2003) 
y el 13,7% en el Perú (2004) (CEPAL, 2009b). 

determina la segmentación laboral de los hombres y 
las mujeres en cuanto a las ramas de actividad, el tipo 
de ocupación, la ubicación jerárquica y el perfil de la 
carrera profesional.

Esa confluencia determina también la fijación de 
los niveles de los salarios en el marco de las estrategias 
financieras, comerciales, organizacionales y tecnológicas 
de las empresas para aumentar su tasa de ganancia y 
conservar o ampliar sus mercados bajo las condiciones de 
funcionamiento.

Este análisis implica una labor por parte de los 
investigadores y los académicos a fin de dar cuenta de 
la diversidad de mecanismos y situaciones existentes 
en función de las características de los mercados en 
los que operan las empresas y de las pautas culturales 
imperantes en las sociedades donde se insertan, entre 
otros factores. Las organizaciones sindicales también 
pueden participar en esta tarea pidiendo rendición de 
cuentas en los propios lugares de trabajo. Además, 
es imprescindible indagar en la naturaleza de las 
desigualdades entre hombres y mujeres en cada nivel de 
la jerarquía salarial. Por último, es necesario garantizar 
no solo la igualdad en el acceso sino en la trayectoria 
y permanencia laboral, donde actualmente se identifica 
un gran núcleo de discriminación, tras casi 30 años 
de inserción sostenida de las mujeres en el mercado 
de trabajo. 

El uso de la fuerza de trabajo por parte de las 
empresas se organiza principalmente en torno a seis 
pilares: i)  la asignación a los puestos de trabajo; ii)  el 
tiempo de trabajo (la jornada laboral, los tiempos de 
descanso, las licencias para maternidad, entre otros); 
iii) el tipo de contrato (explícito o tácito) y su duración; 
iv)  el modo de remuneración o forma de pago; v)  el 
nivel de remuneración, y vi)  la trayectoria laboral. Sin 
embargo, la conformación y la dinámica del mercado 
del trabajo asalariado no dependen exclusivamente de 
la confrontación entre la demanda de las empresas y la 
oferta proveniente de los hogares, sino que el Estado 
puede intervenir en su regulación.

El nivel de intervención y el papel que desempeñe 
el Estado en el uso de la fuerza de trabajo depende de 
procesos históricos más o menos reversibles, según 
las relaciones de fuerza entre el Estado, el capital y los 
trabajadores que determinan las coyunturas. Existen 
diversas posibilidades de ejercicio de este papel, que 
pueden surgir de:

la visión del papel del Estado en la economía en •	
general y en la regulación del uso de la fuerza de 
trabajo en particular;
el contenido y la extensión subsecuente de las normas •	
(el conjunto de leyes);
la capacidad institucional del Estado de hacer •	
respetar esas normas, y
las decisiones políticas sobre el contenido de las •	
normas y el uso de esta capacidad institucional.
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Históricamente, los Estados latinoamericanos 
y caribeños han tenido una gestión ambigua sobre 
el uso de la fuerza de trabajo, procurando leyes sin 
necesariamente tomar o poder tomar las medidas 
idóneas para aplicarlas. De este modo, se puede 
hablar de relaciones salariales heterogéneas en las 
que el uso informal, es decir, fuera de la normativa 
estatal, de segmentos de la fuerza de trabajo coexiste 
con un uso conforme a la ley en otros. Por otra parte, 
ciertos segmentos del mercado de trabajo asalariado 
son regulados por el Estado, mientras que otros no lo 
son, ya sea por la omisión del Estado o por su propia 
decisión, al enunciar que la población en cuestión no 
está amparada por las leyes vigentes.

2.	 El trabajo independiente o la pequeña 
producción mercantil

El trabajo independiente toma la forma de trabajo 
por cuenta propia (sin asalariados o con asalariados 
temporales) tanto en la agricultura como en la economía 
urbana y, particularmente en la región, en la economía 
informal, es decir, en el conjunto de actividades 
económicas que se encuentran fuera de la regulación del 
Estado (OIT, 2003). 

Estas actividades también forman parte del 
mercado, pues producen bienes o servicios destinados 
a la venta a partir de una combinación de activos 
financieros, físicos y de trabajo —del trabajador por 
cuenta propia en primer lugar— y de varias fuentes de 
financiamiento y de relaciones con los proveedores de 
insumos o mercancías.

Las pequeñas empresas agrícolas del campesinado 
y las empresas de los trabajadores por cuenta propia se 
relacionan estrechamente con las familias, mientras que 
las empresas de empleadores con asalariados permanentes 
se caracterizan más bien por una separación financiera 
entre la actividad empresarial y el funcionamiento de 
la familia.

Estas articulaciones se dan según dos ejes 
principales: i)  el traslado de costos de la empresa 
a la familia (Pourcet, 1995) y ii)  la asignación de los 
miembros de las familias al trabajo reproductivo y, 
antes que nada, al trabajo productivo en la empresa del 
trabajador o la trabajadora independiente. En el caso de 
las empresas dirigidas por empleadores, el eje principal 
de las relaciones entre la empresa y la familia es la 
asignación de los individuos al trabajo reproductivo y al 
trabajo productivo. 

La incorporación al trabajo independiente y el 
desempeño de las pequeñas empresas de cuentapropistas, 
así como de las pequeñas empresas de empleadores, 
presentan segmentaciones y discriminaciones por género 
que responden a las desigualdades de género vigentes 
en la sociedad. Se observa, por ejemplo, que las mujeres 
cuyas empresas se encuentran en los renglones de bajos 
ingresos tienden a asignar los recursos o las ganancias 

a la reproducción del hogar en lugar de asignarlos al 
crecimiento de la empresa20. 

La responsabilidad del trabajo reproductivo impuesta 
a las mujeres tiene varias implicancias para el desempeño 
de una actividad por cuenta propia, como las limitaciones 
en materia de distribución del tiempo, acceso a la 
educación y desarrollo de sus capacidades.

La limitada disposición de tiempo que deriva del 
trabajo no remunerado —cuando no existen los recursos 
financieros para externalizarlo— conduce a las mujeres 
a aplazar la entrada en el trabajo por cuenta propia, tanto 
en el medio rural como en el medio urbano21. Cuando es 
posible iniciar actividades por cuenta propia, las mujeres 
deben hacer elecciones obligadas. Por ejemplo, escogen 
actividades informales que les facilitan la conciliación 
entre el trabajo reproductivo y el trabajo productivo. 
Entre otras cosas, ello limita las posibilidades de 
aumentar el ingreso, particularmente en las actividades 
de baja productividad en las que hay que trabajar más 
tiempo para ganar más. Cuando la conciliación se hace 
mediante el trabajo en la vivienda, el acceso a mercados 
amplios o en vías de crecimiento, se ve restringido para 
las mujeres pobres, pues permanecen en un mercado 
en el que la demanda de bienes y servicios proviene de 
otros hogares pobres.

Por su parte, la asignación tradicional al trabajo 
reproductivo y la falta de educación subsecuente 
contribuyen a definir, para las trabajadoras por cuenta 
propia, especializaciones en actividades que requieren 
competencias adquiridas en el hogar, en actividades 
caracterizadas por una baja productividad y bajos ingresos. 

En cuanto al acceso a los activos económicos, los 
procesos de discriminación en contra de las mujeres 
se basan en disposiciones legales o del derecho 
consuetudinario referidas a la propiedad (mediante la 
herencia y la compra) y a la posesión y el uso de los 
activos, y en los usos que se reflejan en la familia, en 
el mercado de tierras y en las políticas estatales de 
adjudicación y titulación de tierras. En el Brasil se 
sancionó en 2003 una legislación específica que establece 
la titulación conjunta obligatoria de los lotes de tierra en 
los asentamientos de la reforma agraria. De esta manera, 
se ampliaron los derechos de las mujeres para el acceso 
a la tierra. Tanto las disposiciones como las prácticas 
son modos de producción sesgados en detrimento de 
las mujeres. Es el caso, por ejemplo, de la economía 
agrícola del campesinado, que excluye de una manera 
u otra a las mujeres —no obstante su participación en 

20	 Esto responde a un tipo de racionalidad económica que tiene en 
cuenta que ciertas actividades tienen muy pocas probabilidades 
de crecer y convertirse en empresas exitosas con ganancias 
superiores al umbral de pobreza.

21	 Schwartz (2000) demuestra que en el medio rural haitiano las 
mujeres que pueden trasladar parte del trabajo de cuidado a 
los hijos e hijas mayores tienen una mayor participación en la 
actividad económica (sobre todo en el comercio). 
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el trabajo agrícola como tal22— no solo de la propiedad 
de la tierra, sino también del acceso a la tierra por 
preferencias masculinas en la herencia, privilegios 
masculinos en el matrimonio, sesgos de género en 
la participación en el mercado de tierras y sesgos 
masculinos en los programas estatales de distribución 
de la tierra (Deere y León, 2000)23. Muchas veces se 
excluye a las mujeres de las actividades agrícolas y se 
las invisibiliza en las cadenas productivas debido a los 
patrones socioculturales que caracterizan a los procesos 
de levantamiento de estadísticas agropecuarias y rurales. 
Además, aun cuando existen casos de mujeres que 
poseen tierra en América Latina y el Caribe, el control 
efectivo, es decir, la capacidad de decidir sobre el uso 
de la tierra y sus beneficios derivados no está siempre 
garantizada. Es el caso, por ejemplo, de la tierra poseída

22	 Las estadísticas disponibles que describen la inserción de las 
mujeres y de los hombres por categoría ocupacional en la rama 
agraria indican que la mayoría de los agricultores establecidos 
por cuenta propia o como empleadores son hombres. Las mujeres 
son preferentemente clasificadas como trabajadoras familiares 
auxiliares no remuneradas. Esta clasificación merece una revisión. 
Por lo menos, los estudios cualitativos que registran la división 
sexual del trabajo agrícola en los predios familiares indican las 
tareas a cargo de las mujeres, de los hombres o de ambos.

23	 Según Deere y León (2000, pág 3), “Mientras los derechos son 
‘reclamaciones legal y socialmente reconocidas y aplicables 
por una autoridad externa legitimada’, como la comunidad o el 
Estado, el acceso a la tierra incluye no solo el derecho a esta, 
sino también los medios informales de obtener tierra, como 
tomándola prestada durante una estación de cultivo a un familiar 
o vecino”. 

que forma parte del patrimonio familiar administrado 
por el jefe de hogar varón (Deere y León, 2000).

El acceso a los activos y al financiamiento es 
también determinado por la asignación tradicional de 
las mujeres al trabajo reproductivo, en la medida que 
esta asienta la dependencia de las mujeres respecto 
de la familia. Una de las principales fuentes de 
financiamiento de las mujeres para adquirir activos o 
mercancías es la transferencia intrahogar del ingreso 
del cónyuge, sumada a las donaciones o los préstamos 
otorgados por familiares. Además, el acceso a los 
activos lo determina la inserción previa de las mujeres 
en empleos de baja productividad o mal remunerados; 
el ahorro de parte de los ingresos percibidos en los 
empleos anteriores sirve como financiamiento inicial 
para entrar en el mercado. 

F.	 El papel del Estado y el derecho al cuidado

La mayoría de los países establecen obligaciones de 
cuidado de los miembros de la familia. Si bien existe una 
clara definición de las obligaciones legales de cuidado 
de ambos cónyuges en relación con sus descendientes 
y ascendientes, hay un vacío entre esas normas y los 
servicios, la infraestructura y las provisiones disponibles 
para su realización. 

Los ordenamientos jurídicos imponen a los padres y 
las madres la obligación de brindar cuidado y atención a 
los niños y las niñas a su cargo, en el marco de la regulación 
de las relaciones familiares. De modo similar, las normas 
civiles clásicas establecen la obligación de las familias de 
brindar cuidado y atención a los ancianos y las personas 
necesitadas. Sin embargo, en términos normativos, 
los países de la región generalmente restringen sus 
intervenciones en materia de cuidado a dos esferas que 
pueden diferenciarse a grandes rasgos. Por una parte, 
mediante la protección a la madre trabajadora en el marco 
del régimen laboral (fundamentalmente en el período de 
gestación, alumbramiento y lactancia). Por otra parte, por 
medio de la obligatoriedad de la educación básica, que en 

algunos casos el Estado se obliga a garantizar desde los 
45 días de edad.

Un aporte al debate y a la formulación de políticas 
de desarrollo con enfoque de género consiste en 
incorporar en los diagnósticos y estudios sectoriales 
el análisis de las disparidades entre los ordenamientos 
legales, las políticas aplicadas y la situación de facto por 
la que atraviesan las mujeres tanto en el momento de 
insertarse en el mercado de trabajo como en el transcurso 
de su trayectoria laboral. Esto significa que antes de 
recomendar las prácticas, debe analizarse el alcance de 
las regulaciones para cada actividad productiva y, en 
particular, el marco normativo laboral. 

Ya se trate de obligaciones jurídicas o de las buenas 
prácticas de los empleadores públicos y privados, ambas 
excluyen a todas aquellas personas que no gocen de un 
contrato laboral registrado, esto es, que no sean asalariados 
y asalariadas formales que aporten a la seguridad social y 
se encuentren protegidos por el derecho laboral.

En el contexto de flexibilización laboral e 
informalidad existente en la región, el patrón de empleo 
protegido (formalizado) minimizaría los efectos de 
la segregación ocupacional, que serían problemas a 
resolver por medio de la negociación colectiva u otras 
formas de acuerdo entre trabajadores, trabajadoras y 
empleadores. Sin embargo, pocas veces se repara en 
las discriminaciones implícitas en los propios códigos 
y regulaciones laborales. Esto daría cuenta de una 
débil —pero no menos importante— vinculación entre 
las esferas de la ciudadanía y el verdadero alcance del 
principio de igualdad de oportunidades y de trato. Es 
necesario realizar una aclaración previa: el derecho en 
general —y el derecho laboral en particular— revela 
la tensión constante entre la regulación del ámbito 
público y el reclamo liberal de no intromisión del 
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Estado en el mundo privado, que debe estar libre de su 
intervención. 

En rigor, el derecho laboral surge trasponiendo la 
clásica división del derecho público y privado para ubicarse 
en medio de ambos al romper el principio de igualdad entre 
las partes contratantes, estableciendo que —dada la relación 
de subordinación que caracteriza al vínculo laboral— la 
parte trabajadora requiere de protección especial24. Además, 
en esta rama del derecho se presenta una dicotomía en la 
que compiten dos valores distintos: por una parte, se acepta 
la vigencia del principio de igualdad entre los trabajadores, 
pero, por otra, se reclama la regulación diferencial para 
ciertos supuestos. Esta dicotomía cobra especial relevancia 
en materia de trabajo femenino, en tanto recorre los ciclos 
reproductivos y en las consiguientes relaciones sociales 
que implica asumir las responsabilidades familiares 
combinadas con las productivas. A tal punto se tensa 
esta relación que se termina afirmando la diferencia para 
reclamar la igualdad.

En la mayoría de los códigos laborales y regulaciones 
específicas de América Latina, la dicotomía se resolvió 
priorizando la protección a la maternidad y no la igualdad, 
situación que no ha sido revisada en los últimos 30 años. 
Nuevamente, esta opción se condice con los compromisos 
asumidos por los Estados en el marco de las conferencias 
internacionales, en especial la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, los convenios de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) y los planes nacionales de igualdad de 
oportunidades. Tampoco se ha considerado lo descrito 
por la Convención sobre los Derechos del Niño, que 
establece la obligatoriedad de cuidar a los niños por parte 
de ambos progenitores. Asimismo, significa reconocer 
las limitaciones que impone la naturaleza misma del 
discurso normativo, y se incorpora el supuesto de que no 
toda desigualdad es discriminatoria, dado que la garantía 
de igualdad no debe implicar el trato igualitario a quienes 
se encuentran en distintas circunstancias.

Sin embargo, el reconocimiento normativo de la 
diferencia —destinado a brindar efectivas condiciones 
de igualdad de oportunidades para las mujeres— no 
considera la división sexual del trabajo en el hogar.

Dicho de otra forma, lo protegido y reglamentado 
para las mujeres se relaciona con su responsabilidad sobre 
el mundo privado, más que sobre el proceso continuo 
de producción y reproducción como eje de análisis de 
relaciones que incluyen a hombres y mujeres, o sobre 
la eliminación de discriminaciones en la esfera pública 
(Pautassi, Faur y Gherardi, 2004).

24	 El derecho público se refiere a las relaciones entre las dependencias 
del Estado o entre este y los particulares, mientras que el derecho 
privado regula las relaciones entre los particulares. Desde una 
perspectiva de género, se designa como privado el espacio y las 
relaciones que se dan en el interior de los hogares y como público, 
el espacio, los procesos y las relaciones que quedan fuera de ellos 
(Pautassi, 2007a).

En tanto la pauta de inserción estable en América 
Latina y el Caribe continúe siendo el empleo asalariado 
y el consiguiente acceso a los derechos económicos, 
sociales y culturales, y no cambien las pautas de acceso 
a las esferas de la ciudadanía, poco se podrá hacer por 
fuera de la inserción ocupacional asalariada.

El cuidado como derecho se garantiza en 
instrumentos internacionales de derechos humanos 
y en compromisos asumidos por los gobiernos de 
la región. Ya en 1948 se estableció en el artículo 25 
inciso 2 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos que “la maternidad y la infancia tienen 
derecho a cuidados y asistencia especiales”. Si se 
considera el principio de interdependencia consagrado 
en la Declaración y Programa de Acción de Viena de 
1993, se puede considerar que el derecho al cuidado 
—considerando a la persona como receptora o como 
dadora de cuidado— integra el conjunto de los derechos 
universales consagrados en los diversos instrumentos 
internacionales, a pesar de no estar explícitamente 
nominado como tal (Pautassi, 2007b).

En cuanto a los adultos mayores, en la Observación 
general N° 6 del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (Naciones Unidas, 1995b) se señala 
que de los derechos económicos, sociales y culturales de 
las personas mayores ha derivado el derecho al cuidado 
de este grupo vulnerable. Posteriormente, el derecho de 
las personas mayores al cuidado se incorporó de manera 
explícita en el artículo 17 del Protocolo de San Salvador, al 
establecerse que “toda persona tiene derecho a protección 
especial durante su ancianidad. En tal cometido, los 
Estados partes se comprometen a adoptar de manera 
progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este 
derecho a la práctica...” (OEA, 1988).

En la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer (artículo 
11, incisos 2 y 2.c), se dispone que “a fin de impedir 
la discriminación contra la mujer por razones de 
matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su 
derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medidas 
adecuadas para (…) alentar el suministro de los servicios 
sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres 
combinen las obligaciones para con la familia con las 
responsabilidades del trabajo y la participación en la vida 
pública, especialmente mediante el fomento de la creación 
y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado 
de los niños…” (Naciones Unidas, 1979).

El Consenso de Quito contiene el plan de acción 
al que se comprometieron los gobiernos nacionales 
de la región. En particular, los gobiernos acuerdan: 
“adoptar las medidas necesarias, especialmente de 
carácter económico, social y cultural, para que los 
Estados asuman la reproducción social, el cuidado y el 
bienestar de la población como objetivo de la economía 
y responsabilidad pública indelegable” (CEPAL, 2007a, 
párrafo xxvii). Desde la perspectiva del enfoque de 
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derechos, el acceso al cuidado se vincula, también, con 
el acceso a la justicia.

Esta mayor participación de los tribunales de 
justicia en la promoción de la plena vigencia de los 
derechos humanos se vincula con la consolidación de 
la corriente de opinión que sostiene que los derechos 
económicos, sociales y culturales tienen el mismo origen, 
el mismo titular y el mismo destinatario que los derechos 
civiles y políticos. Superando la clásica posición que 
sostenía la distinción entre ambas clases de derechos 
con argumentos basados en su eficacia, exigibilidad y 
posibilidad de ser justiciable, en la actualidad ha tomado 
fuerza la concepción que sostiene que todos los derechos 
humanos son reclamables, indivisibles, interdependientes 
y universales. En consecuencia, el Estado se encuentra 
obligado a la promoción y protección de los derechos 
humanos en su integridad, sin que corresponda hacer 

distinciones entre los derechos sociales y los derechos 
civiles y políticos (Abramovich y Courtis, 2002). 

Este nuevo paradigma, que ilustra la importancia 
que tiene el enfoque de derechos en términos de 
titularidad y no de la mera garantía, no debe pensarse 
como una instancia desvinculada de la obligatoriedad 
de los poderes ejecutivos y legislativos de formular 
políticas públicas universales en las que se asuma 
como supuesto intrínseco el hecho de que las relaciones 
laborales se vinculan necesaria e indisolublemente con 
los mecanismos de reproducción social. Debe tenerse en 
cuenta que estos mecanismos no son autorregulados, sino 
que se necesitan políticas activas y acciones positivas que 
promuevan su mejor funcionamiento; una política pública 
no puede “salvar” a una generación a costa de aumentar 
las responsabilidades del cuidado y hacer que recaigan 
exclusivamente en las mujeres25.

25	 Serrano (2005) señala que es importante reconocer que para 
satisfacer las necesidades de los niños, las niñas y los jóvenes es 
necesario hacer lo mismo con las generaciones adultas que están 
a cargo del cuidado.

G.	 Reducción de la distancia existente entre la producción 
y la reproducción social

El trabajo no remunerado tiene implicancias importantes 
para la economía. El hecho de poner atención en la 
actividad de reproducción social que se lleva a cabo en 
los hogares ayuda a entender la dinámica de la relación 
entre la producción y la redistribución de la riqueza.

La visibilidad del trabajo doméstico como reivindicación 
política no solo tiene como objetivo hacer explícita la relación 
entre el trabajo de reproducción y el producto social, sino 
también abrir un debate sobre las normas de la distribución, 
los modos de producción y la calidad de la relación entre la 
producción y la reproducción. 

A pesar de que se observan algunos avances, este 
debate es todavía muy incipiente en el mundo político. La 
omisión del reconocimiento del trabajo no remunerado en 
el funcionamiento de la economía conduce, en la mayoría 
de los países, a enfrentar la desigualdad entre hombres 
y mujeres llevando a cabo programas parciales que no 
toman en cuenta las necesidades de cuidado y, por lo 
tanto, no tratan su redistribución social. 

La conciliación entre la vida laboral y la vida 
familiar, inscrita a su vez en la redistribución de las tareas 
reproductivas entre el Estado, el mercado y las familias, 
sigue siendo el punto ciego de las políticas públicas de 
América Latina y el Caribe. Se deberá conciliar la vida 
familiar y laboral de modo que se adopten medidas más 
allá de guarderías o licencias como se indica en la agenda 
por la igualdad laboral y en la resolución 54/4 adoptada 
en el 54o período de sesiones de la Condición Jurídica 

y Social de la Mujer, realizado en marzo de 201026. Un 
Estado que se oriente en esta dirección y fortalezca las 
iniciativas existentes en la región crearía las condiciones 
y capacidades para que el desarrollo productivo cuente 
sin restricciones con el aporte de las mujeres que han 
alcanzado la igualdad en la educación pero no consiguen 
aún superar los obstáculos que les impiden una mayor 
movilidad laboral, una trayectoria laboral libre de 
discriminaciones y un ejercicio pleno de la ciudadanía.

Si se asume que la producción y la reproducción 
plantean el problema de la articulación entre el sistema de 
empleo y la familia y que esta última ha sido el espacio 
desde el cual el trabajo de las mujeres ha contribuido 
a concretar el derecho al cuidado de las personas, es 
necesario que este pacto implícito en la formulación de 
las políticas públicas se transforme en un pacto explícito 
abordándolo desde la perspectiva de la titularidad de los 
derechos de quienes dan y reciben cuidado.

En este marco, cabe preguntarse sobre el protagonismo 
del Estado. A lo largo de la historia y particularmente 
durante las últimas décadas, el Estado ha sido objeto de 
importantes reformas, además de ser un actor decisivo de 
las políticas que han permitido el avance de las mujeres 
hacia la igualdad. Pero también ha sido responsable (ya 
sea por acción u omisión) del rezago y la lentitud en el 
cumplimiento de los compromisos internacionales. 
Vuelve a surgir entonces la pregunta ¿Qué Estado para que 
igualdad? ¿Cuál es el papel nivelador que está cumpliendo 

26	 Véase [en línea]: http://www.un.org/womenwatch/daw/beijing15/
index.html

25	 Serrano (2005) señala que es importante reconocer que para 
satisfacer las necesidades de los niños, las niñas y los jóvenes es 
necesario hacer lo mismo con las generaciones adultas que están 
a cargo del cuidado.
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el Estado en tiempos de globalización y de crisis? ¿Hasta 
dónde se persigue la intervención del Estado en las familias 
y en el mercado y qué tipo de intervención esperan las 
mujeres? ¿Qué están haciendo los gobiernos de la región? 
¿Cómo lo están haciendo? ¿Qué y cuánto falta por recorrer 
y cómo se puede apurar el paso?

América Latina y el Caribe —como se ha dicho con 
demasiada frecuencia— cuenta, en algunos ámbitos, con 
un marco jurídico suficiente para alcanzar la igualdad 
entre mujeres y hombres (CEPAL, 2007b) y ha puesto 
en práctica una cantidad de iniciativas para tratar los 
problemas urgentes de las mujeres. Pero ¿existen políticas 
de igualdad real? ¿de qué manera se favorece el goce pleno 
de los derechos en los diversos ámbitos del desarrollo y 
la democracia? ¿cuál ha sido el sentido de las políticas 
aplicadas en los últimos años y sus efectos sobre la 
autonomía de las mujeres? ¿hasta dónde se ha priorizado 
la responsabilidad pública sobre la organización y la 
provisión de cuidado? 

A 15 años de Beijing, la región todavía oscila entre la 
aceptación formal del principio de igualdad, el desarrollo 
de políticas y programas eficientes e innovadores, la 
insuficiencia de recursos destinados a los mecanismos 
estatales para el adelanto en materia de igualdad de género y 
la resistencia política y cultural de personas e instituciones a 
pagar el precio económico, político y social de esa igualdad. 
La transversalidad de la perspectiva de género en las políticas 
públicas es un proceso inconcluso, con luces y sombras que 
se alternan como parte de los procesos de desarrollo.

Sin desconocer el importante bagaje de políticas y 
programas con que cuenta la región y que han coadyuvado 
al avance de las mujeres, llama la atención que las 
instituciones sociales y políticas continúen operando 
sobre el supuesto de una rigurosa división sexual del 
trabajo que mantiene el estereotipo de las mujeres 
como proveedoras de cuidado y de los hombres como 
proveedores de ingreso, con todos los efectos sociales 
que esta división produce en términos de desigualdad y 
discriminación hacia las mujeres. En el plano de las ideas, 
este supuesto permite que los intereses particulares de 
los hombres como colectivo se consideren universales y 
las políticas de género, cuando existen, sean accesorias 
o muchas veces vayan a contrapelo de las políticas 
generales (Montaño, 2010). Sin embargo, del análisis de 
estas políticas surgen algunas condiciones necesarias que 
contribuyen al logro de la igualdad real.

Más que definir el Estado ideal para lograr la 
igualdad, se pueden identificar tipos de sociedades en que 
los Estados forman parte de una “constelación ideal” para 
la construcción de la igualdad. 

Entre las condiciones necesarias, se consideran en 
primer lugar el respeto, la protección y el cumplimiento del 
marco internacional de derechos humanos que permitan 
el goce efectivo de esos derechos. Se necesita luego: 
i)  la formulación de políticas de desarrollo productivo 
que incluyan la redistribución del trabajo remunerado 
y no remunerado entre hombres y mujeres y entre el 
mercado, el Estado y los hogares; ii) el funcionamiento 
transparente de instituciones democráticas que dispongan 
a su vez de mecanismos expresos de rendición de cuentas; 
iii)  procesos de toma de decisiones que tengan como 
objetivo la paridad27, y iv) una cultura de respeto a la 
diversidad con igualdad. 

Estas características pueden favorecer el desarrollo 
de un conjunto de acciones y políticas que apunten a la 
igualdad, sobre todo de políticas integrales e integradas 
en cuya formulación e implementación la perspectiva de 
género tenga un papel articulador y ordenador.

Sin embargo, ninguna de estas condiciones exime 
a los países de formular y poner en práctica políticas 
específicas para visibilizar la relevancia social y 
política de la igualdad de género, dotarla de recursos 
y darle la jerarquía necesaria en la agenda política. La 
transversalización de la perspectiva de género llevada 
a cabo en muchos países deja lecciones importantes 
en este sentido y sugiere las ventajas de combinar una 
institucionalidad de género capaz de dar espacio a la 
interlocución entre los diversos sectores de mujeres 
y actores del Estado, el mercado y la sociedad, por 
una parte, y de liderar, por la otra, la incorporación 
del enfoque de igualdad en las prioridades de los 
distintos poderes y niveles del Estado en el marco de 
un proyecto consensuado de desarrollo con igualdad. 
Por el contrario, si los esfuerzos chocan contra los 
obstáculos de una baja institucionalidad, con brechas 
resultantes de la discriminación y con sociedades 
ancladas en prejuicios, es muy probable que no sean 
sostenibles en el tiempo. 

¿Cómo podemos construir y protagonizar esa 
constelación para la igualdad, desde qué punto del 
camino, con qué instrumentos de política? Las repuestas a 
estas preguntas son el objeto de los próximos capítulos.

27	 La paridad ha formado parte de la agenda regional desde la 
novena Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina 
y el Caribe celebrada en México en 2004, que se consolidó con 
la aprobación del Consenso de Quito en la décima Conferencia 
Regional de 2007.
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Capítulo II 
La situación de las mujeres

A.	 La igualdad de género a 15 años de Beijing

Han pasado solo 15 años desde la Cuarta Conferencia 
Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995). Desde una 
perspectiva histórica, se trata de un tiempo corto para 
la profundidad del cambio cultural propiciado por esta 
instancia de encuentro de los gobiernos del mundo. 
Justamente debido a esto, resulta sorprendente que en un 
período tan reducido de tiempo haya cambiado tanto el perfil 
de las relaciones de género en la región: el resultado hasta 
el momento fue el logro de mayores derechos, igualdad 
y protagonismo político y económico de las mujeres. En 
cambio, lo que no puede llamar a sorpresa es el peso de 
las prácticas, las ideas y las estructuras de subordinación 
de las mujeres, que se suman al surgimiento de nuevas 
desigualdades e impiden que los logros educativos, el 
ingreso al mercado laboral y la mayor participación de 
las mujeres en la toma de decisiones se traduzcan en 
mayor bienestar (CEPAL, 2010b). Esta mezcla de cambio 
acelerado y resistencia hace que al evaluar el camino 
recorrido desde la Conferencia, no se observe un avance 
lineal, sino uno lleno de altibajos, rodeos y barreras1.

Entre los principales avances de los últimos 15 años, 
se destaca el acceso de las mujeres a la educación. En 
un contexto de desigualdad social persistente, en 2005 la 
región ya había alcanzado la paridad en materia educativa 
—aun cuando persisten brechas en áreas y poblaciones 
específicas— y registrado importantes logros en cuanto a 
la adopción de marcos legales igualitarios, la construcción 
1	 Véase un informe más detallado de los avances registrados con 

relación a los compromisos asumidos en la Cuarta Conferencia 
Mundial sobre la Mujer en CEPAL (2009c).

y el fortalecimiento de los mecanismos para el adelanto 
de la mujer, el diseño de planes y programas para la 
igualdad de género con énfasis en el sector social y, en el 
ámbito de la legislación, sancionar la violencia doméstica 
y garantizar los derechos humanos de las mujeres2.

La participación política de las mujeres y su acceso a 
la toma de decisiones ha sido muy significativa, no solo en 
cuanto a su participación parlamentaria —es una de las 
más importantes del mundo (CEPAL, 2010b) a pesar de 
tener solo un promedio del 22,1% en 20103—, sino por los 
cambios culturales de mayor relevancia que propiciaron 
el acceso de las mujeres a la toma de decisiones en el 
más alto nivel en varios países, como es el caso de la 
Argentina, Chile, Costa Rica y Jamaica4.

Como se señala más adelante, el cambio político y 
cultural que significa la elección democrática de mujeres 
para la presidencia, así como el número creciente de 
candidatas con posibilidades de ser electas, es importante 
si se considera que pasaron varias décadas entre la 
obtención del derecho al voto y la elección de una mujer 
para la primera magistratura (véase el gráfico II.1).

2	 Véase una revisión completa de los resultados y desafíos en 
CEPAL (2009c).

3	 Véase la información del Observatorio de igualdad de género de 
América Latina y el Caribe sobre el porcentaje de mujeres que 
forman parte del principal órgano legislativo nacional [en línea] 
http://www.cepal.org/oig/adecisiones/#.

4	 Michelle Bachelet en Chile (2006), Cristina Fernández en la 
Argentina (2007) y Laura Chinchilla en Costa Rica (2010) fueron 
elegidas presidentas y Portia Simpson–Miller ocupó el cargo de 
Primera Ministra de Jamaica (2006).
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Gráfico II.1 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: SUFRAGIO UNIVERSAL  

Y ACCESO A LA PRESIDENCIA DE LAS MUJERES,  
1940-2010
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base 
de información consignada en el Observatorio de igualdad de género de 
América Latina y el Caribe, abril de 2010.

En efecto, si bien en 1929 las mujeres ecuatorianas 
conquistaron su derecho al voto, América Latina tuvo que 
esperar 61 años para ver a la primera mujer presidenta 
elegida en votación popular: Violeta Barrios de Chamorro 
en Nicaragua (1990). Las primeras señales aparecieron en 
el Caribe, donde Lucinda da Costa Gómez-Matheeuws fue 
elegida Primera Ministra de las Antillas Neerlandesas en 1977 
y Janet Rosenberg Jagan llegó a la presidencia de Guyana 
en 1997, lo que borró la condición de excepcionalidad que 
tenían las presidentas en el pasado. En el caso de Guyana, 
tuvieron que pasar más de 40 años desde la aprobación del 
voto femenino en 1953, para que Janet Rosenberg Jagan 
llegara a la presidencia en 1997. Portia Simpson-Miller logró 
ocupar el cargo de Primera Ministra de Jamaica 62 años 
después de que las jamaiquinas pudieron participar en los 
comicios electorales (CEPAL, 2007b)5. 

En la región, solo cinco mujeres han sido elegidas 
por voto popular como presidentas. En la Argentina, por 
ejemplo, pasaron 60 años desde que las mujeres ejercieron su 
derecho a voto por primera vez hasta que una mujer resultó 
electa para el cargo de máximo poder en el país6. La misma 
cantidad de tiempo pasó en el caso de Costa Rica hasta que 
se eligió a Laura Chinchilla Miranda como Presidenta.

Esto no significa que se haya logrado una nivelación de 
mujeres y hombres en los procesos de toma de decisiones del 
Estado. No obstante, es innegable el impacto simbólico de 
estos liderazgos femeninos en los destinos nacionales, que 
sin duda marcan el hito de que ya no hay responsabilidad 
de orden público que las mujeres no puedan asumir.

En los últimos años, se jerarquizaron algunos 
mecanismos para el adelanto de la mujer a partir de 

5	 Véase Unión Interparlamentaria, “Women’s Suffrage: A World 
Chronology of the Recognition of Women’s Rights to Vote and to Stand 
for Election” [en línea] http://www.ipu.org/wmn-e/suffrage.htm.

6	 María Estela Martínez de Perón fue Presidenta de la República 
Argentina entre 1974 y 1976 y Lidia Gueiler Tejada lo fue en el 
Estado Plurinacional de Bolivia entre 1979 y 1980, ambas por 
sucesión constitucional.

la ampliación de sus mandatos, la adopción de leyes 
nacionales de igualdad, la implementación de presupuestos 
con enfoque de género y la integración de la perspectiva de 
género en los sistemas de planificación. Si bien en países 
como el Brasil, Chile, Costa Rica, España, Guatemala, 
Haití, Honduras, el Paraguay, la República Bolivariana de 
Venezuela y la República Dominicana estos mecanismos 
tienen rango ministerial, en los países más pequeños y 
de menor desarrollo —especialmente en el Caribe— en 
general se mantienen como parte de ministerios sociales 
y se asocian a programas asistenciales o familiares, donde 
no se les reconoce autonomía de gestión ni capacidad 
normativa (Fernós, 2010). 

Tal como sostiene Lara (2010), hoy es posible afirmar 
que la equidad e igualdad de género han devenido un asunto 
de orden público y forman parte de la agenda de políticas 
públicas de los gobiernos. De igual manera, los mecanismos 
para el adelanto de la mujer y sus políticas institucionales 
han avanzado hacia visiones más estratégicas sobre su 
misión y quehacer. 

La institucionalización de género en el Estado 
enfrenta enormes desafíos, puesto que las nuevas 
institucionalidades de género en la sociedad y en el Estado 
interpelan las ideas y los comportamientos tradicionales 
en el campo de las relaciones de género que no respetan 
los derechos y la autodeterminación de las personas, así 
como las concepciones sobre los modelos de desarrollo, la 
democracia y la gobernabilidad. Cuando los mecanismos 
se crean en sociedades muy desiguales o fragmentadas, con 
Estados débiles, poco democráticos o ineficientes —y aun 
en el caso de Estados más modernos—, se caracterizan por 
su inercia y la resistencia al cambio en las concepciones que 
sustentan las políticas, la cultura organizacional y las formas 
de gestión, e incluso por la falta de personas calificadas 
para la tarea y la escasa experiencia sobre políticas de 
género. La acción que los mecanismos puedan tener en 
cada país va a depender, entonces, de las características de 
los Estados, de las relaciones entre los poderes del Estado, 
de la legislación y de los procedimientos administrativos, 
de las concepciones que sustentan las distintas políticas y, 
sobre todo, de la legitimidad, el conocimiento especializado 
sobre el tema y la autoridad política al respecto. 

En los últimos años, han aumentado los países 
que cuentan con leyes de igualdad y mecanismos 
institucionales para la transversalización de la perspectiva 
de género7. En Panamá se elevó el perfil y la jerarquía del 
mecanismo nacional de la mujer mediante la creación del 
Instituto Nacional de la Mujer, entidad descentralizada y 
con autonomía administrativa, presupuestaria, financiera, 
técnica y de gestión, encargada de coordinar y ejecutar la 
política nacional de igualdad de oportunidades para las 
mujeres, que entró en vigor en 20098. En cumplimiento 
del Consenso de Quito, España informa que, por primera 

7	  Véase un análisis más detallado en Fernós (2010) y Lara (2010). 
8	 Véase el informe nacional preparado para la undécima Conferencia 

Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. 
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vez, los presupuestos de 2009 y 2010 se acompañaron de 
sus correspondientes memorias de impacto de género. 
En Guatemala se aprobó y se puso en marcha el Plan 
de Equidad de Oportunidades 2008-2023, en virtud 
del cual las instituciones públicas deben incorporar la 
política de equidad en sus planes institucionales9. En el 
Brasil, el cambio de estatus de la Secretaría de Políticas 
para las Mujeres, que dejó de ser “Especial” y pasó a 
integrar la estructura de la Presidencia de la República 
como “órgano esencial”, implica que la titular de esta 
Secretaría integrará el Consejo de Desarrollo Económico 
y Social, que tiene la atribución de proponer las medidas 
necesarias para promover el crecimiento del país. Con 
esto, el mecanismo para el adelanto de la mujer en el 
Brasil ingresa en la corriente principal de la toma de 
decisiones a nivel estatal.

Otro cambio que ha tenido repercusiones profundas 
es la creciente tasa de participación económica de las 
mujeres, que ha pasado, en las zonas urbanas, del 42% 
al 52% entre 1990 y 2008, mientras que la población 
económicamente activa (PEA) de los hombres no registró 
aumentos y se sitúa en torno al 78% (véase el gráfico II.2).

Cabe destacar que el grado de crecimiento de la 
PEA femenina presenta diferencias de un país a otro y 
varía en forma considerable en cada país, según el grupo
etario, el nivel educativo y el sector socioeconómico de la 
población. Las magnitudes de la PEA femenina oscilan 
en un rango que va desde un 44% en Cuba hasta un 57% 

9	 Informe Nacional ante la undécima Conferencia Regional sobre 
la Mujer de América Latina y el Caribe.

en el Brasil, en tanto que la tasa masculina varía entre un 
67% en Cuba y un 85% en Guatemala (CEPAL, 2010b).

El crecimiento de la participación económica viene de la 
mano de un continuo incremento del nivel educacional de las 
mujeres que —salvo en algunos países y zonas geográficas 
y, sobre todo, en desmedro de las mujeres indígenas y 
afrodescendientes— ha igualado al de los hombres. 

Gráfico II.2 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE): TASA DE 

PARTICIPACIÓN ECONÓMICA DE LAS  
ZONAS URBANAS, 1990-2008 a
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países.

a 	 En cada año, el promedio se calculó de la siguiente manera: 14 países para 1990, 
15 países para 1994, 16 países para 1999, 17 países para 2002, 16 países para 
2005 y 14 países 2008.

Recuadro II.1 
MUJERES INDÍGENAS Y AFRODESCENDIENTES

Categorías y conceptos como raza y etnicidad se combinan 

con el género para instaurar sistemas culturales y sociales de 

dominación, lo que impide el disfrute de determinados bienes 

y servicios a una gran porción de la población. En líneas 

generales, las mujeres indígenas y afrodescendientes son las 

que tienen menos oportunidades de acceso al trabajo, a la 

tierra, a la educación, a la salud y a la justicia. A la exclusión 

y discriminación de la sociedad dominante, se agrega que 

también experimentan desventajas respecto de los hombres 

de sus propios pueblos. 

Algunos gobiernos de la región están abordando estas 

desigualdades combinadas. Por ejemplo, la Secretaría 

Presidencial de la Mujer de Guatemala tiene entre sus estrategias 

prioritarias la institucionalización de la perspectiva de género con 

pertinencia cultural. En este contexto, junto al Viceministerio de 

la Pequeña y Mediana Empresa, está impulsando la capacidad 

productiva y empresarial y el acceso a recursos, bienes y 

servicios de las mujeres mayas, garífunas y xinkas. 

Por su parte, en el marco del proceso de reconocimiento, 

promoción y visibilización de los derechos y la cultura de 

las minorías étnicas, a partir de la Constitución de 1991, 

la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer de 

Colombia promueve la protección de los derechos de las 

mujeres indígenas y afrocolombianas y su intervención en 

la implementación de programas en el área de empleo y 

desarrollo empresarial, así como su participación política, 

su educación y cultura y la eliminación de la violencia contra 

la mujer. El proyecto Mujer Rural de Panamá —dirigido a 

mujeres campesinas e indígenas y en vigencia desde hace 

15 años— genera autoempleo mediante microcrédito y 

asistencia técnica. De la misma manera, se creó la Secretaría 

Ejecutiva del Consejo Nacional de la Etnia Negra que se 

preocupa por las mujeres afrodescendientes.

Finalmente, en el Perú se promulgó en 2007 la Ley de 

igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. Esta 

norma establece como lineamientos del Poder Ejecutivo 

y los gobiernos regionales y locales la promoción para la 

participación económica, social y política de las mujeres 

rurales, indígenas, amazónicas y afroperuanas, así 

como su integración en los espacios de decisión de las 

organizaciones comunitarias, asociativas, de producción 

y otras. 

Fuente:	Fabiana Del Popolo, Mariana López, y Mario Acuña, Juventud indígena y afrodescendiente en América Latina: inequidades sociodemográficas y desafíos de 
políticas, Madrid, Organización Iberoamericana de Juventud (OIJ), noviembre de 2009; e informes de país presentados en la undécima Conferencia Regional 
sobre la Mujer de América Latina y el Caribe.
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Sin embargo, se constata que este logro educativo 
no se ha traducido en un aumento equivalente en los 
ingresos ni en la calidad del empleo al que acceden las 
mujeres. De este modo, se verifica que en todos los países 
un mayor nivel educativo no se refleja en la reducción de 
las brechas salariales. De hecho, las mujeres con menor 
educación perciben a nivel regional el equivalente a un 
68% del ingreso masculino, mientras que la relación de 
ingresos de las mujeres con un nivel educativo mayor (de 
13 años o más) es solo de un 69%. Por lo tanto, parecería 
que en los tramos educativos medios las mujeres alcanzan 
la mejor condición y esta es solo de un 72% con respecto 
al ingreso masculino (véase el gráfico II.3).

La participación económica de las mujeres se 
produce en condiciones de desigualdad, discriminación 
y sobrecarga de horas de trabajo que relativizan el 
avance. Aún queda una gran distancia por recorrer 
para lograr la nivelación de la actividad económica de 
mujeres y hombres. Se debe reconocer que en el mundo 
de hoy la principal fuente de recursos monetarios 
de las personas es el trabajo remunerado, sea este 
dependiente o independiente. Por ello, la situación de 
las personas respecto del mercado laboral es crucial 
para comprender su disponibilidad o carencia de 
ingresos. Esto se complementa con el hecho de que es 
por medio del empleo que se accede a otros beneficios, 
como la protección social. Tan importante es el ingreso 
monetario de las personas que se utiliza para delimitar 
la línea de pobreza, entendida como el monto mínimo 
necesario para satisfacer las necesidades básicas.

La sobrecarga de horas de trabajo de las mujeres es 
la otra cara del aumento de su participación laboral que ha 
mostrado su crudeza. Generalmente, la mujer que ingresa 
a la actividad remunerada no puede reducir de manera 
equivalente el tiempo de trabajo dedicado al hogar. Si tiene 
una pareja, esta no asume su parte de las tareas domésticas 
y de cuidado. Existe coincidencia en los patrones de 
conducta que se observan frente al tiempo de dedicación 
de mujeres y hombres. Es así que el tiempo de trabajo total, 
o sea la jornada de trabajo remunerada y no remunerada 
de una mujer será siempre mayor a la masculina. Por otra 
parte, la jornada de los que trabajan por una remuneración 
es siempre mayor para los hombres (CEPAL, 2010b). 
Además, no existe una red de servicios públicos que se 
ocupe de algunas de esas tareas y solo pueden delegarlas 
quienes estén en condiciones de solventar la contratación 
de esos servicios; pero aun en ese caso, la responsabilidad 
de la casa sigue cayendo sobre las mujeres.

La recopilación de estudios en los que se mide la carga 
de trabajo total (remunerado y no remunerado) de hombres 
y mujeres en varios países de la región revela un mismo 
modelo en todos los países que disponen de información10. 
Si bien el número de horas absoluto que mujeres y hombres 
dedican al trabajo doméstico no remunerado y al trabajo 
remunerado puede variar ampliamente de un país a otro, 
se observan dos tendencias fundamentales: i) en todos los 
casos, el tiempo de trabajo total es mayor para las mujeres 
que para los hombres y ii) en todos los casos, las mujeres 
son quienes dedican la mayor parte de su tiempo al trabajo 
no remunerado (véase el gráfico II.4) (CEPAL, 2010c).

10	 Véase el Observatorio de igualdad de género de América Latina 
y el Caribe [en línea] http://www.cepal.org/oig/.

Gráfico II.3 
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): INGRESO SALARIAL MEDIO DE LAS MUJERES COMPARADO CON EL DE LOS  

HOMBRES, SEGÚN NÚMERO DE AÑOS DE INSTRUCCIÓN, TOTAL NACIONAL, ALREDEDOR DE 2008 a
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Gráfico II.4 
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): TIEMPO TOTAL DEDICADO AL TRABAJO, AL TRABAJO DOMÉSTICO NO 

REMUNERADO Y AL TRABAJO REMUNERADO, POBLACIÓN OCUPADA DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN SEXO.

Hombres Mujeres

Costa Rica, 2004
Hombres Mujeres

Hombres Mujeres

8

9

1

4

7

6

0

1

2

3
4

5

6

7

8

9

10

8

10

2

6
6

0

2

4

6

8

10

12

12
13

3

5

9

8

0

2

4

6

8

10

12

14

Tiempo total de trabajo Trabajo doméstico no remuneradoTrabajo remunerado

4

Estado Plurinacional de Bolivia, 2001

Guatemala, 2006

Hombres Mujeres

Brasil, 2005

Hombres Mujeres

Colombia, 2008

Hombres Mujeres

Ecuador, 2007
Hombres Mujeres

México, 2002

47

54

4

18

35

0

10

20

30

40

50

60

54

63

5

22

41

0

10

20

30

40

50

60

70

64

86

48

40

16

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

46

49

52

66

7

28

45

38

0

10

20

30

40

50

60

70

       

43

A. En horas diarias

B. En horas semanales

Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de publicaciones de las encuestas de uso del tiempo y/o preguntas sobre jornadas 
domésticas y ocupaciones remuneradas incorporadas a las encuestas de hogares de los respectivos países.



Comisión Económica para América Latina y el Caribe

 36

El trabajo total se vincula con un problema de largo 
plazo que involucra el perfil cambiante y el creciente nivel de 
las necesidades de cuidado de las personas (CEPAL, 2009d). 
Si bien han disminuido las necesidades de cuidado de niños 
y niñas debido a la baja de la tasa de fecundidad11, cada vez 
más mujeres enfrentan la crianza sin el apoyo de una pareja 
o una familia ampliada, lo que afecta más a las mujeres 
pobres que en general tienen más hijos12. A ello se suma la 
menor proporción de mujeres que se dedican exclusivamente 
al trabajo no remunerado dentro de su hogar13. Además, se 
está incrementando la necesidad de cuidado de las personas 
mayores, lo que va de la mano de la mayor esperanza de 
vida y el envejecimiento de la población, tendencia que 
ha sido más rápida en algunos países pero que está en el 
horizonte de todos14. 

En este sentido, las nuevas necesidades de cuidado (de 
infantes, enfermos y personas de edad) hacen inevitable que 
las mujeres dejen de ser vistas como las únicas responsables 
de esta tarea. Para que las sociedades se beneficien del 
trabajo remunerado de las mujeres, se debe enfrentar un 
desafío con dos aristas: exigir a los hombres que compartan 
las responsabilidades del hogar y a los Estados, las empresas 
y las instituciones que elaboren prácticas, dicten normas 
y presten servicios tendientes a hacer del cuidado una 
responsabilidad compartida por todos los actores.

Otro tema relevante a tomar en cuenta es que la caída 
global de la pobreza regional ha sido paralela al aumento 
del índice de feminización de la pobreza y la indigencia. 
La pobreza y la indigencia disminuyeron en los últimos 
15 años, previamente a la crisis global. A nivel regional, 
esa disminución rondó los 10 puntos. En este sentido, el 
aporte de las mujeres no ha sido menor y se produjo por 
medio de dos vías: el trabajo remunerado —incluidas las 
remesas de las migrantes—, que permite incrementar los 

11	 Se espera que la tasa global de fecundidad en América Latina y 
el Caribe descienda de 3,02 hijos en el quinquenio 1990-1995 a 
2,09 en el quinquenio 2010-2015. Véase Estadísticas de género 
de la CEPAL [en línea] http://www.cepal.org/mujer sobre la base 
de las bases de datos de población de las Naciones Unidas (2008) 
y CELADE-División de Población de la CEPAL (2008).

12	 En 1990 el 22% de los hogares de zonas urbanas tenía por jefa una 
mujer, cifra que subió al 30% en 2008. En los hogares indigentes, 
el porcentaje de jefatura femenina urbana fue del 27% en 1990 y 
del 40% en 2008 (CEPAL, 2009d). 

13	  Entre 1994 y 2007, el porcentaje de mujeres de 15 años y más con 
dedicación exclusiva al hogar disminuyó entre 20 y 15 puntos 
porcentuales en países como Chile (del 40% al 20,1%) y la 
República Bolivariana de Venezuela (del 45,9% al 30,7%) y tuvo 
una reducción mínima en países donde las mujeres ya estaban 
muy integradas a la población económicamente activa, como el 
Uruguay (del 16,5% al 16,3%). Véase Estadísticas de género de 
la CEPAL [en línea] http://www.cepal.org/mujer.

14	 Desde la adopción de la Plataforma de Acción de Beijing en 
1995, la esperanza de vida en América Latina y el Caribe ha 
aumentado para ambos sexos en más de cinco años, pasando de 
una proyección de 68,9 años entre 1990 y 1995 a una de 74,5 
años para el período 2010-2015. Véase Estadísticas de género de 
la CEPAL [en línea] http://www.cepal.org/mujer sobre la base de 
las bases de datos de población de las Naciones Unidas (2008) y 
CELADE-División de Población de la CEPAL (2008).

ingresos de los hogares, y el trabajo no remunerado, que 
brinda al hogar elementos de bienestar que no se pueden 
adquirir en el mercado.

No obstante, es posible que la crisis interrumpa esta 
tendencia. Si bien es difícil aún predecir el impacto que 
esta crisis podrá tener en cuanto al trabajo remunerado 
y no remunerado de las mujeres en América Latina y el 
Caribe debido a las grandes diferencias de las realidades 
políticas, sociales y económicas de cada país, hay señales 
que se pueden aventurar acerca de la manera en que 
influirá esta crisis y la magnitud de sus repercusiones. 
De acuerdo a la información producida por la CEPAL, la 
crisis afectará con mayor intensidad a las mujeres de los 
países con mayor apertura comercial, como es el caso de 
los países de Centroamérica y México, que tienen como 
principal receptor de sus exportaciones a los Estados 
Unidos (Montaño y Milosavljevic, 2010). El nivel extremo 
de desigualdad social que persiste en la región causa 
efectos más radicales y perdurables para los sectores más 
vulnerables de la población. En la evaluación llevada 
a cabo por los países de la región al cumplirse 15 años 
de la adopción de la Plataforma de Acción de Beijing 
(CEPAL, 2009c), se constataba que, si bien el porcentaje 
de pobres ha disminuido, la desigualdad no ha tenido el 
mismo comportamiento. Si se considera específicamente 
la dimensión de género, aparece una paradoja reveladora: a 
pesar de su aporte a este descenso sustantivo y sostenido de 
la pobreza, los hogares con jefatura femenina siguen siendo 
más pobres que los encabezados por hombres (CEPAL, 
2010b). Más aún, a medida que se reducía la pobreza, en la 
mayoría de los países de la región se registraba un aumento 
marcado de la proporción de mujeres en las familias 
indigentes15. Las diferencias obedecen a que las mujeres 
enfrentan la pobreza con una carga de tareas de reproducción 
social que limita seriamente sus posibilidades de generar 
ingresos propios, a lo que se suman las discriminaciones 
que enfrentan en el mercado de trabajo, que se potencian 
aún más si tienen determinados orígenes étnicos y cuando 
viven en áreas rurales.

No tener ingresos propios es un factor indicativo de 
la falta de autonomía económica, por cuanto se depende de 
otros, generalmente la pareja o el cónyuge. Esta situación 
puede cambiar luego de una separación o con la viudez, 
poniendo en situación de vulnerabilidad a la pobreza a la 
mayoría de las mujeres, inclusive a las que no provienen 
15	 Véase el índice de feminidad de la indigencia y de la pobreza 

[en línea] http://www.cepal.org/mujer. En la mayoría de los 
países de América Latina se registraron aumentos del índice 
de feminidad de la indigencia entre 1994 y 2007, que ha subido 
desde 2 puntos en países como el Estado Plurinacional de Bolivia 
(108,2 a 110,3) hasta más de 20 puntos en Costa Rica (de 135,9 a 
157 en 2007, aunque descendió a 151,8 en 2008). Se observa una 
tendencia al descenso en muy pocos países que poseen un alto 
nivel de pobreza de la población en general, como El Salvador 
(111,7 en 1995 a 96,7 en 2004), Honduras (106,7 en 1997 a 98,4 
en 2007) y Nicaragua (104,1 en 1993 a 102,5 en 2005). En otros 
países, como México y la República Bolivariana de Venezuela, el 
comportamiento ha sido más errático. 
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de hogares pobres. El hecho de no tener ingresos propios 
forma parte de un círculo vicioso en que la pobreza de los 
ingresos familiares, sumada a la división sexual del trabajo 
que prevalece en la sociedad, confina a las mujeres a realizar 
quehaceres domésticos en sus hogares y no poder salir al 
mercado laboral16. Esta situación se debe en muy pocos 
casos a elecciones racionales y es fruto de las restricciones 
y la falta de movilidad que afecta a las mujeres.

En materia de derechos humanos, en los últimos 
años se han impulsado pocas innovaciones jurídicas y 
legales en comparación con la primera década posterior 
a Beijing, que se caracterizó por un intenso proceso de 
formulación de leyes orientadas a garantizar la igualdad 
entre hombres y mujeres. Sin embargo, debe destacarse 
que varios países han incluido en sus constituciones 
normas que van mas allá del principio de igualdad que rige 
en la mayoría de los países y que establecen la necesidad 
de paridad entre hombres y mujeres, como en el caso del 
Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia, la República 
Bolivariana de Venezuela y la República Dominicana. 
En el Caribe, este proceso aún es incipiente y requiere 
un análisis particular desde la perspectiva de la realidad 
normativa legal de esos países. 

Existen también otras iniciativas que se distinguen 
por la amplitud de su alcance y cuyo éxito no puede sino 
generar profundos cambios. En torno al año 2007, algunos 
países aprobaron leyes nacionales que apuntaban

16	 Se destaca al respecto que el vínculo entre las actividades 
domésticas —sean pagadas o no— y las mayores posibilidades 
de ser pobres de las mujeres se relaciona con que no perciben 
ningún ingreso o trabajan en una de las actividades del mercado 
peor remuneradas. A nivel regional, una empleada del servicio 
doméstico gana el equivalente al 40% del salario de las mujeres 
empleadas en otras ocupaciones (CEPAL, 2010b).

a la igualdad de derechos en todas las esferas, como en 
el caso de México, con la Ley General para la Igualdad 
entre Mujeres y Hombres y, en menor medida, Nicaragua, 
el Perú y el Uruguay. En España se creó la Ley Orgánica 
3/2007 para la igualdad efectiva de mujeres y hombres 
y el Ministerio de Igualdad, como elementos claros de 
transversalidad del principio de igualdad17. De igual 
manera, el Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades 
—para el período 2008-2011— se inspira en dos principios 
básicos: no discriminación e igualdad. 

De la misma manera, se aprobaron leyes o políticas 
integrales relativas a la salud sexual y reproductiva (véase 
el recuadro II.2). Además, surgió una tercera generación 
de leyes en países como Colombia, Costa Rica, México 
y la República Bolivariana de Venezuela que están 
orientadas a encarar la violencia contra las mujeres más 
allá del ámbito doméstico y a asegurar su derecho a una 
vida libre de violencia. 

Sin embargo, los avances en el reconocimiento 
jurídico de los derechos de las mujeres han enfrentado 
numerosas dificultades de implementación. Se observa 
una marcada debilidad en el acceso efectivo a la igualdad 
de derechos que pretenden garantizar las constituciones, 
las leyes y los instrumentos internacionales. Este déficit 
ocasiona importantes consecuencias sobre la autonomía 
de las mujeres y las condiciones de su vida cotidiana, 
como se verá más adelante.

17	 Informe nacional preparado para la undécima Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. 

Recuadro II.2 
LOS COMPROMISOS DEL MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA DEL URUGUAY

De acuerdo con el Primer plan nacional de igualdad de 

oportunidades y derechos, la salud es un eje prioritario de 

igualdad y una prioridad. En seguimiento a las leyes Nº 18.104 

de creación del plan nacional de igualdad (2007) y Nº 18.426 

de Defensa del derecho a la salud sexual y reproductiva 

(diciembre de 2008), el Ministro de Salud Pública presentó los 

10 compromisos de salud a futuro de su gobierno y destacó 

la inclusión en el seguro nacional de salud de una meta 

asistencial sobre la salud de las mujeres en el embarazo. 

Estos compromisos son:

Implementar en todo el territorio nacional la Ley Nº 18.426 

de Defensa del derecho a la salud sexual y reproductiva

Fortalecer y ampliar la Comisión Asesora en Salud •	

Sexual y Reproductiva del Ministerio de Salud Pública

Incluir la perspectiva de género en todos los •	

programas de salud de la cartera

Estudiar soluciones para las mujeres que padecen •	

VIH/SIDA o que están privadas de la libertad

Reducir la sífilis connatal, tratando también a los •	

varones infectados

Implementar servicios de salud sexual y reproductiva •	

en todos los centros asistenciales

Capacitar, realizar campañas de difusión e implementar •	

servicios en materia de violencia doméstica

Universalizar el acceso a los métodos anticonceptivos•	

Promover la organización de las usuarias y su •	

participación en los servicios

Trabajar en la concreción de un sistema de cuidado•	

En relación con este último objetivo de un sistema de 

cuidado, el Ministro comprometió el trabajo del Ministerio de 

Salud Pública junto con el Ministerio de Desarrollo Social y 

el Gabinete Social, con vistas a “una distribución equitativa 

de responsabilidades entre el Estado, la sociedad, la 

comunidad, la familia y entre varones y mujeres”. 

Fuente:	La República de las Mujeres, “Los diez compromisos del ministro Olesker”, año 11, Nº 78, Montevideo, 21 de marzo de 2010.
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La autonomía de las mujeres en la vida privada y pública 
es fundamental para garantizar el ejercicio de sus derechos 
humanos. La capacidad para generar ingresos propios y 
controlar los activos y recursos (autonomía económica), 
el control sobre el propio cuerpo (autonomía física) y la 
plena participación en las decisiones que afectan su vida 
y a su colectividad (autonomía en la toma de decisiones) 
son los tres pilares de la igualdad de género y de una 
ciudadanía paritaria que devela y analiza el Observatorio 
de igualdad de género de América Latina y el Caribe. 

Responder a la pregunta ¿Qué Estado para qué 
igualdad? exige tomar en cuenta datos de la realidad en temas 
tan claves para la igualdad como el trabajo remunerado y 
no remunerado, el uso del tiempo, la pobreza, la violencia 
de género, la participación de las mujeres en las distintas 
esferas de la toma de decisiones, la salud y los derechos 
sexuales y reproductivos19. Esta información no solo 
expresa diferencias entre los sexos, muy relevantes para 
entender las brechas, sino que mide aspectos estratégicos 
relativos a la autonomía de las mujeres.

1. 	 La autonomía económica

La subordinación de las mujeres se manifiesta de manera 
contundente en el mercado laboral, donde se refleja a la 
vez la división sexual del trabajo y la discriminación que, 
debido a su débil autonomía física y política, impide a las 
mujeres decidir sobre su vida reproductiva, poner límites 
a la violencia en su contra y participar en los mecanismos 
de toma de decisiones públicas y privadas. Los ingresos y 
el tiempo de trabajo total son un reflejo de la desigualdad 
de género que prevalece en la región.

19	 Estos indicadores corresponden al Observatorio de igualdad 
de género de América Latina y el Caribe y deben considerarse 
adicionales y complementarios a los indicadores de los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio y a los propuestos en la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995).

B. 	La autonomía de las mujeres18

18	 Esta sección ha sido posible gracias a la información del 
Observatorio de igualdad de género de América Latina y el Caribe 
[en línea] http://www.cepal.org/oig. Durante la décima Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe (Quito, 2007), 
los Estados miembros de la CEPAL solicitaron la constitución de 
un observatorio de igualdad de género, que quedó a cargo de la 
CEPAL, por medio de su División de Asuntos de Género, con el 
fin de implementar esta iniciativa y coordinar los esfuerzos tanto 
de otros organismos de las Naciones Unidas y de cooperación 
como de los mecanismos nacionales para el adelanto de la mujer 
y los institutos nacionales de estadística de los países de la región. 
En el consenso adoptado en esa ocasión, los países reconocieron 
a la paridad como “uno de los propulsores determinantes de la 
democracia, cuyo fin es alcanzar la igualdad en el ejercicio del 
poder, en la toma de decisiones, en los mecanismos de participación 
y representación social y política, y en las relaciones familiares al 
interior de los diversos tipos de familias, las relaciones sociales, 
económicas, políticas y culturales, y que constituye una meta para 
erradicar la exclusión estructural de las mujeres”.

a)	 Población sin ingresos propios 20

Ser perceptor de ingresos propios confiere poder 
de decisión sobre el destino de las ganancias, ya sea 
para cubrir las necesidades del hogar o para los gastos 
personales. No tienen el mismo poder de decisión sobre 
los ingresos quienes son dependientes, entre los que se 
cuentan con mayor frecuencia los niños, las personas 
mayores y las mujeres.

En el gráfico II.5 se muestra que, si bien el porcentaje 
de mujeres que no disponen de ingresos propios se ha 
reducido en 11 puntos porcentuales entre 1994 y 2008, 
aún es bastante considerable la proporción de mujeres 
que no pueden enfrentar el sustento económico por sí 
mismas: poco más de un tercio del total de mujeres en las 
zonas urbanas y alrededor de un 44% en las rurales. La 
mayoría no puede acceder a recursos monetarios debido 
a que tienen como actividad principal los quehaceres 
domésticos y las labores de cuidado en sus hogares21. En 
tanto, el porcentaje de hombres en la misma situación 
se ha mantenido relativamente estable, en torno al 10%. 
Esta situación subraya la persistente vulnerabilidad de las 
mujeres a la pobreza y la desigualdad.

b) 	 Tiempo de trabajo total 22 

El porcentaje de mujeres que integra la PEA destina 
un número significativo de horas diarias al trabajo 
remunerado y al trabajo doméstico no remunerado, cuya 
suma se denomina usualmente carga de trabajo total 
(Milosavljevic, 2007). Los datos de 12 países de América 
Latina que han llevado a cabo encuestas de uso del 
tiempo desde 1998 demuestran, en todos los casos, que 
no solo las mujeres dedican más tiempo que los hombres 
al trabajo doméstico no remunerado, sino que su carga 
total de trabajo es mucho mayor, aun cuando el número 
de horas consagradas al trabajo remunerado sea menor, 
lo que afecta negativamente su acceso a los ingresos23. 
20	 Porcentaje de hombres y mujeres que no perciben ingresos 

monetarios ni estudian sobre el total de la población femenina o 
masculina de 15 años y más que no estudia.

21	 El ingreso de los individuos se obtiene de la sumatoria de las siguientes 
fuentes de ingresos: los sueldos, los salarios y las ganancias de los 
trabajadores independientes provenientes del mercado de trabajo, 
las jubilaciones y pensiones, las transferencias de hogares y las que 
proceden del exterior, y las compensaciones sociales otorgadas por 
el gobierno. También se consideran las inversiones a plazo fijo y 
la renta de la propiedad, además de otras percepciones (véase [en 
línea] http://www.cepal.org/oig/aeconomica/).

22	 Este indicador representa el trabajo total realizado, 
independientemente de que sea remunerado o no.

23	 Véase la recopilación de las experiencias sobre las encuestas de 
uso del tiempo de la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Cuba, el Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia, 
Guatemala, México, Nicaragua y el Uruguay en Observatorio de 
igualdad de género de América Latina y el Caribe (2010).
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Al considerar la diferencia con respecto a la carga de 
trabajo doméstico que asumen los hombres —en tareas 
como la reparación de la vivienda, el acarreo de agua y la 
realización de trámites (Milosavljevic y Tacla, 2007)— 
queda en evidencia que la escasa participación de los 
hombres en las tareas domésticas provoca, en parte, el 
aumento de la carga de trabajo total de las mujeres.

Gráfico II.5 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE DE PAÍSES): 

POBLACIÓN DE 15 AÑOS Y MÁS SIN INGRESOS  
PROPIOS, POR SEXO, ZONAS URBANAS,  

1994-2008 a 
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países.

a 	 Se consideraron los datos de los siguientes países: Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, 
Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Uruguay (1994); Argentina, 
Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de 
Bolivia, Honduras, México, Panamá, Paraguay y Uruguay (1999); Argentina, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, 
Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y 
Uruguay (2002); Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, 
Perú, República Dominicana y Uruguay (2005), y Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, 
Ecuador, Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Panamá, 
Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay (2008).

2. La autonomía física

El hecho de que la autonomía se logre mediante el ejercicio 
del poder y la capacidad de tomar decisiones sobre la 
vida propia conduce a observar las conexiones entre la 
capacidad de decidir sobre la vida sexual, la integridad 
física y los ingresos o activos: para que las mujeres salgan 
de la pobreza y tengan autonomía económica es necesario 
que sus cuerpos sean respetados en múltiples sentidos, 
especialmente, que no sufran ningún tipo de violencia 
económica, sexual, física ni psicológica. Para alcanzar 
la autonomía, las mujeres necesitan ejercer control sobre 
los bienes materiales y los recursos intelectuales y, sobre 
todo, necesitan recursos para hacer frente a las ideologías 
y creencias que sustentan la discriminación (Wieringa, 
1997; Batliwala, 1997). Las barreras con respecto al propio 
cuerpo suelen asentarse en la sexualidad, especialmente 
en la dimensión reproductiva, ya que el sistema sexo-
género opone obstáculos a la autonomía física de las 
mujeres y a su autonomía en otros niveles.

a)	 Maternidad en adolescentes 24

En los últimos 15 años, la maternidad en 
adolescentes se ha considerado uno de los problemas más 
críticos de la región. Pese al descenso de la fecundidad 
en gran parte de los países de la región, el embarazo 
no planeado de las adolescentes (de entre 10 y 19 años) 
e incluso de las niñas muestra las limitaciones que 
existen para prevenirlo: falta de acceso a los métodos 
anticonceptivos, falta de acceso a servicios adecuados, 
incapacidad legal para tomar decisiones sobre la 
prevención, dependencia de los padres para el acceso a 
los servicios, falta de educación sexual y falta de poder 
para negociar la protección anticonceptiva con la pareja, 
los padres o los servicios de salud.

Según el Observatorio de igualdad de género 
de América Latina y el Caribe, en Trinidad y Tabago 
aproximadamente 1 de cada 10 jóvenes de entre 15 y 19 
años es madre, mientras que en Nicaragua la cifra es de 2 
de cada 1025. En ese rango se encuentran países como Chile, 
México, el Paraguay y el Perú, con porcentajes cercanos 
al 12%, y otros como Belice, Colombia, Guatemala, 
El Salvador y la República Bolivariana de Venezuela, 
con porcentajes cercanos al 15% (véase el gráfico II.6). 
Este fenómeno viene aumentando paulatinamente, y de 
manera marcada en contextos de menor escolaridad, 
zonas rurales y de desplazamiento, entre otros. Es el 
caso de Colombia, donde en 2005 más de un tercio de 
las adolescentes desplazadas de entre 15 y 19 años eran 
madres o estaban embarazadas, mientras que un 63 % de 
las jóvenes de 19 años se encontraban en esa situación 
(Profamilia, 2005)26.

Recuadro II.3 
POLÍTICAS SISTEMÁTICAS CONTRA  

LA DISCRIMINACIÓN

24	 Porcentaje de mujeres adolescentes de 15 a 19 años de edad que 
son madres.

25	 Véase [en línea] http://www.cepal.org/oig.
26	 Según datos de la Encuesta Nacional de Demografía y Salud 

2005 (ENDS 2005).

Ya desde 1997 en San Vicente y las Granadinas el Estado 

apoya la participación de las madres adolescentes en la 

educación secundaria. En 2000 el gobierno criminalizó 

los actos de violencia doméstica y en 2008 se incorporó 

la figura del acoso sexual. Esto ilustra la preocupación 

del gobierno por la violencia contra las mujeres y su 

determinación para eliminarla.

Fuente:	Naciones Unidas, Departamento de Información Pública, Comunicado 
sobre el quincuagésimo cuarto período de sesiones de la Comisión 
de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (WOM/1784), Nueva 
York, 2010.
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Gráfico II.6 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (19 PAÍSES): EVOLUCIÓN 

DE LA MATERNIDAD DE MUJERES ADOLESCENTES  
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Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base 
de información consignada en el Observatorio de igualdad de género de 
América Latina y el Caribe [en línea] www.cepal.org/oig.

a 	 Los últimos datos disponibles corresponden a: Argentina, 2001; Belice, 2000; Brasil, 
2000; Chile 2002; Colombia, 2004-2005; Costa Rica, 2000; Ecuador, 2001; El Salvador, 
2007; Estado Plurinacional de Bolivia, 2001; Guatemala, 2002; Honduras, 2001; 
México, 2000; Nicaragua, 2005; Panamá, 2001; Paraguay, 2002; Perú, 2007; República 
Bolivariana de Venezuela, 2001; Trinidad y Tabago, 2000; Uruguay, 1995.

b)	 Mortalidad materna 27

Durante los últimos 15 años, la reducción de la 
mortalidad materna no ha sido suficiente para alcanzar 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio28 y no se condice 
con los actuales niveles de crecimiento, pero sobre todo 
no se justifica, dado el progreso logrado en términos de 
conocimiento, tecnología y capacidad para enfrentar los 
desafíos del desarrollo29. Los datos disponibles a nivel 
regional muestran un descenso en la tasa calculada por 
100.000 nacidos vivos, que pasó de 140 en 1990 a 85 en 
200830. Los datos de 2008 de este indicador permiten 
apreciar las distintas realidades de la región: países y 
territorios con tasas de mortalidad materna menores a 
30 por 100.000 nacidos vivos (Chile, Puerto Rico y el 
Uruguay), países con tasas mayores a 130 por 100.000 
nacidos vivos (el Ecuador y el Estado Plurinacional de 
Bolivia) y otros con tasas elevadísimas, superiores a 250, 
como Guyana y Haití (en este último país, de casi 300) 
(véase el gráfico II.7).

27	 Muertes maternas por cada 100.000 nacidos vivos.
28	 La meta 5A del quinto Objetivo de Desarrollo del Milenio es 

reducir, entre 1990 y 2015, la mortalidad materna en tres cuartas 
partes. Tras 15 años, solo se ha reducido cerca de un 25%.

29	 Según cifras unificadas de la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA) 
y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) 
en el Observatorio de igualdad de género de América Latina y el 
Caribe [en línea] http://www.cepal.org/oig/.

30	 Las estimaciones de 1990 se revisaron utilizando la misma 
metodología empleada para 2008, lo que permite su comparación a 
nivel regional en América Latina y el Caribe (OMS, 2008, pág. 18).

Gráfico II.7 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (28 PAÍSES):  

MORTALIDAD MATERNA, 2008 a
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Fuente:	Fondo de las Naciones Unidas para la infancia (UNICEF), véase [en línea] 
http://childinfo.org/.

a 	 Cociente entre el número de muertes maternas (numerador) y el número total de 
nacidos vivos (denominador), durante un período de tiempo, multiplicado por 
100.000. La comparación entre los países debe realizarse con cautela dado el 
gran margen de incertidumbre asociado con estas estimaciones. El propósito de 
estas estimaciones es llamar la atención respecto de las diversas dimensiones del 
problema de la mortalidad materna. Las estimaciones son indicativas del orden 
de magnitud y no deben considerarse estimaciones precisas. El objetivo es que 
puedan emplearlas los países que no cuentan con estimaciones o en casos en que 
se cuestione la validez de los datos informados oficialmente. Véase información 
para algunos años calendario en algunas publicaciones internacionales como: El 
estado mundial de la infancia, del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 
(UNICEF); World Development Indicators, del Banco Mundial y La salud en las 
Américas, de la Organización Mundial de la Salud/Organización Panamericana 
de la Salud (OMS/OPS), además de su sitio web. Debe tenerse presente que la 
definición exacta de mortalidad materna varía de una fuente a otra, particularmente 
cuando se consideran las muertes relacionadas con el aborto. Además, la OMS/
OPS señala que la mayoría de las muertes maternas continúan sin registrarse en 
las zonas que poseen las tasas más elevadas. Para cubrir este vacío, la OMS y el 
UNICEF elaboraron nuevas estimaciones de mortalidad materna empleando una 
doble estrategia que combina el uso de los datos disponibles, siempre que sea 
posible, ajustados de acuerdo a los problemas comunes de subregistro y mala 
clasificación de las muertes maternas, y desarrollando un modelo simple para 
predecir valores para los países cuyos datos nacionales no son confiables. Las 
estimaciones derivadas de esta aproximación se consideran más confiables que 
las primeras y son las presentadas por las Naciones Unidas. Véanse los detalles 
metodológicos de esta nueva estimación en el documento de distribución general 
(OMS/UNICEF, 1996).

La mortalidad materna es más dramática, ya que la 
mayoría de las muertes ocurren en el ámbito institucional 
de la salud y son consecuencia de una cadena enorme 
de circunstancias que se articulan para producir este 
resultado: la baja escolaridad, la pertenencia a un grupo 
étnico, la falta de acceso a servicios preventivos en forma 
oportuna, la precariedad de la atención institucional, la 
falta de personal debidamente entrenado y, en el trasfondo, 
la desigualdad y la discriminación de las mujeres, 
factores que sustentan su falta de poder y recursos para 
tomar decisiones informadas y actuar en consecuencia. 
En Cuba, los Hogares Maternos distribuidos en distintos 
municipios garantizan los cuidados de salud reproductiva 
e integral a las embarazadas con necesidades especiales de 
atención en salud de manera permanente para minimizar 
los riesgos asociados al embarazo y el parto31. 

31	  Véase el informe de país preparado para la undécima Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. 
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c)	 Demanda insatisfecha de planificación 
familiar 32

El mismo trasfondo de desigualdad determina que 
la demanda de planificación familiar no sea satisfecha. 
Esta carencia es particularmente pronunciada en los 
países con mayor mortalidad materna. En el Estado 
Plurinacional de Bolivia más de 2 de cada 10 mujeres 
(un 22,7%) manifiestan su deseo de contar con métodos 
anticonceptivos, sin lograrlo; en Guatemala el número 
alcanza a casi un tercio (un 27,6%), mientras que en Haití 
son 4 de cada 10 (un 39,8%). En oposición, países con 
menor mortalidad materna como Colombia tienen niveles 
elevados de uso de métodos anticonceptivos modernos, 
con solo un 5,8% de demanda insatisfecha.

d)	 Muerte de mujeres ocasionada por su pareja 
o ex pareja íntima33

La violencia contra la mujer es una forma extrema 
de dominación y poder. Se denomina feminicidio a la 
muerte de una mujer provocada por la pareja o ex pareja 
íntima, aunque no está tipificada como delito en muchos 
de los códigos penales de los países. En Colombia, por 
ejemplo, el tema fue materia de debate en el Congreso de 
la República cuando se tramitó la ley núm. 1257 de 2008 
y se decidió incorporar una causal de agravación de las 
penas. Superar el feminicidio requiere la conciliación de 
la vida laboral y familiar basada en el respeto de los tres 
pilares de su autonomía individual. La negociación de la 
autonomía de las mujeres con sus parejas, hasta la fecha 
está principalmente en manos de ambos y las instituciones 
del Estado se han mostrado particularmente débiles en 
la protección de la integridad física de muchas mujeres. 
Al carecer de autonomía económica (falta de ingresos 
y tiempo) y de autonomía en la toma de decisiones (no 
contar con recursos para enfrentar las consecuencias 
de decisiones autónomas) la violencia y la muerte son 
la coronación de una larga cadena de discriminación y 
silencio que solo puede repararse mediante políticas 
públicas (CEPAL, 2009b). La falta de garantías y de 
cumplimiento de las leyes hace muy difícil prevenir o 
interrumpir la relación con su victimario. Según estudios 
cualitativos, muchas mujeres retrasan la denuncia o no 
se atreven a poner límites a la violencia por falta de 
autonomía económica y por su situación de pobreza, lo que 
prolonga el círculo vicioso de la violencia y la desigualdad 
(CEPAL, 2009b). Sin embargo, en la región se cuenta 
—en el ámbito internacional— con la Convención sobre 

32	 Porcentaje de mujeres unidas que no desean tener más hijos o 
que postergarían el siguiente nacimiento de un hijo, pero que no 
están usando un método de planificación familiar.

33	 Número absoluto y tasa de mujeres de 15 años y más víctimas 
mortales de su pareja o ex pareja íntima, por cada 100.000 
habitantes.

la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (1979), cuyo Comité reconoce que la 
violencia contra las mujeres es una manifestación de 
relaciones de poder históricamente desiguales entre 
hombres y mujeres y cuyas recomendaciones a los 
gobiernos se orientan específicamente a resaltar su 
naturaleza discriminatoria. En el ámbito interamericano, 
la Convención interamericana para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer —o Convención 
de Belém do Pará— y su Mecanismo de Seguimiento 
(MESECVI) inspiraron cambios legislativos en casi todos 
los países de la región, lo que dio lugar a leyes especiales 
o modificaciones a los códigos penales, especialmente 
orientadas a sancionar la violencia doméstica y los delitos 
sexuales (CEPAL, 2007c). A partir de 2005 surge una 
segunda generación de leyes para corregir las deficiencias 
observadas en su aplicación e incluir la violencia fuera 
del ámbito familiar, como la que se desata en el espacio 
público, en las situaciones de migración, en los conflictos 
bélicos y en el tráfico de personas. Este es el caso de 
Colombia, que en 2008 adoptó la ley 1.257 para enfrentar 
la violencia contra las mujeres. También se pusieron en 
marcha políticas y programas gubernamentales, tanto en 
el ámbito de la salud pública como de los programas de 
capacitación y formación de operadores de justicia. Para 
erradicar la violencia de género es necesario avanzar hacia 
una política pública que subraye el deber de diligencia que 
tiene el Estado para proteger a las mujeres de la violencia 
(Naciones Unidas, 2006b). 

El origen de la violencia se encuentra en la 
discriminación —los malos tratos domésticos representan 
el ejercicio extremo de una autoridad que se considera 
legítima— y sus formas y expresiones son muchas: 
violencia en la relación de pareja, violencia contra las 
niñas y adolescentes, violencia dentro de la comunidad, 
acoso sexual en el trabajo, trata de mujeres, violencia 
institucional, violencia contra las mujeres migrantes, 
indígenas y afrodescendientes, violencia en los conflictos 
armados, y feminicidio íntimo y en el ámbito público 
(CEPAL, 2009b).

Según datos de cinco países de la región de los que se 
dispone de información, durante el año 2009, 289 mujeres 
fueron víctimas de muertes ocasionadas por su pareja 
íntima o ex pareja íntima. En el Perú fueron asesinadas 
117 mujeres, en la República Dominicana 79, en Chile 
52, en el Paraguay 27 y en Costa Rica 14. Sin embargo, 
los países con mayor número de mujeres víctimas con 
relación a la población total son, en orden decreciente, 
la República Dominica, el Paraguay y el Perú. Este 
número total de muertes violentas de mujeres representa 
la gravedad del problema en la región y da cuenta de un 
tipo de violencia de género que se dirige a las mujeres 
por su condición de mujeres, como consecuencia de su 
situación de subordinación y de menor poder respecto 
de los hombres. También muestra que no son hechos 
aislados y que deben informarse por medio de un sistema 
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de registro más uniforme y la coordinación entre distintos 
organismos estatales y de la sociedad civil para avanzar 
en la tipificación más adecuada de este delito.

3. 	 La autonomía en los procesos de 
toma de decisiones

Los últimos 15 años han sido importantes en el acceso 
de las mujeres a la toma de decisiones políticas y de las 
políticas públicas. La participación de las mujeres en las 
legislaturas ha aumentado en casi todos los países de la 
región, lo que se debe en gran medida a la acción afirmativa 
—en este caso, en particular, a las leyes de cuotas. Aunque 
la presencia de las mujeres ha aumentado en el promedio 
regional, en general es más baja de lo que indican las leyes 
vigentes. Esto ocurre en parte porque hay incumplimiento 
de las sanciones normadas y operan otros factores, como 
la compatibilidad con los sistemas electorales, el acceso 
al financiamiento por parte de las mujeres y las prácticas 
internas de los partidos que limitan el efecto de estas 
medidas. Por el contrario, en las alcaldías las mujeres 
cuentan con una representación que no supera el 8%.

El cambio de mentalidad producido con respecto 
a la participación de las mujeres se refleja en las dos 
consultas a líderes de opinión realizadas por la División 
de Asuntos de Género de la CEPAL, que muestran la 
mayoritaria aceptación de la participación femenina y de 
las leyes de cuotas, como también que, para la mayoría de 
las elites regionales, la paridad política entre hombres y 
mujeres es un proceso en curso, tal vez irreversible34. En 
términos generales, los liderazgos aprueban los objetivos 
de la paridad política y sus instrumentos más conocidos, 
incluyendo acciones afirmativas y leyes de cuotas. 

Al mismo tiempo, la mayor parte de los consultados 
y las consultadas piensa que el ascenso de las mujeres 
ha contribuido a mejorar la representatividad del sistema 
democrático. Asimismo, las respuestas demuestran que 
las elites políticas no creen que la búsqueda deliberada 
de la paridad política de género implique riesgos para la 
democracia; tampoco creen que los representantes no 
lleguen a los cargos públicos por sus propios méritos ni que 
promuevan la confrontación entre hombres y mujeres.

a)	 Mujeres en el poder ejecutivo

En la mayoría de los países de la región, la 
representación de las mujeres en el poder ejecutivo es 
inferior a la de los hombres. Si bien en algunos países 
se observan niveles más elevados, como en el caso de 
Granada (54,5%) o de España (50%), donde el gobierno 
muestra, desde 2004, una presencia equilibrada de 
mujeres y hombres en las carteras ministeriales, en 
la Argentina, el Ecuador y el Perú la representación 

34	 Véase el Observatorio de igualdad de género de América Latina 
y el Caribe [en línea] http://www.cepal.org/oig.

femenina alcanza cerca del 30%35. En Colombia en 
2009 se dio cumplimiento a la cuota mínima del 30% 
de cargos ocupados por mujeres y la rama ejecutiva es la 
que cuenta con un mayor porcentaje. Cabe destacar que 
en 2009, en Costa Rica se aprobó la Ley núm. 8.765 de 
Código Electoral, donde se dispone que la participación 
política se regirá por el principio de paridad (el gabinete 
actual cuenta con un 43% de mujeres), y que durante 
el primer gabinete de la Presidenta Bachelet en Chile, 
en 2006, hubo un 48% de representación femenina36. 
La menor presencia de mujeres en el poder ejecutivo se 
observa en el Brasil, Haití, las Islas Caimán, Jamaica, 
Puerto Rico, la República Dominicana, y la República 
Bolivariana de Venezuela, con porcentajes inferiores 
al 15%. Es importante señalar que la presencia de 
las mujeres en el poder ejecutivo es completamente 
dependiente del compromiso con la paridad política de 
la jefatura del Estado.

b)	 Poder legislativo

Los datos disponibles a 2010 muestran que el 
porcentaje regional de las mujeres en el parlamento ha 
evolucionado en los últimos 10 años. A pesar de esa 
evolución, el porcentaje es aún muy bajo para la región, ya 
que solo alcanza al 22,2%. Entre 2005 y 2009 se registró 
un leve aumento de apenas un 3,2%. Los niveles más 
altos de participación se encuentran en el Caribe, donde 
los porcentajes fluctúan entre un 22,1% y un 29,4% entre 
1990 y 2009 (véase el gráfico II.8). Alcanzar la paridad 
es todavía un desafío, pues con esta tendencia se está aún 
muy lejos de la equidad de género.

La persistencia de la presencia masculina 
mayoritaria en los parlamentos revela el desafío 
de seguir generando mecanismos para reducir los 
arraigados obstáculos que impiden el liderazgo político 
de las mujeres, que a todas luces no llegan a representar 
la mitad de la participación política de los hombres. 
En 2009, en 5 de los 33 países con datos disponibles se 
registró una representación femenina en los parlamentos 
inferior al 10% y en solo 4 de ellos era superior al 30% 
(la Argentina, Costa Rica, Cuba y Guyana). Solamente 
la Argentina y Cuba superan el umbral del 40% (véase el 
gráfico II.9), siendo este último país uno de los primeros 
del mundo en cuanto a representación femenina en el 
parlamento (43%). Aún más contundente resulta señalar 
que el 54% de los países de la región se ubica por debajo 
del promedio mundial (CEPAL, 2010b).
35	 Ibid.
36	 A pesar de que la información de Costa Rica aún no se encuentra 

en línea en el Observatorio de igualdad de género de América 
Latina y el Caribe, en la actualidad, bajo la presidencia de 
Laura Chinchilla, hay un 43% de representación femenina en 
las carteras ministeriales, según lo informado por el país ante 
la undécima Conferencia Regional sobre la Mujer de América 
Latina y el Caribe. 
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Gráfico II.8 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVOLUCIÓN DE 

LOS PUESTOS OCUPADOS POR MUJERES EN LOS 
PARLAMENTOS NACIONALES 
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Fuente:	Naciones Unidas, Base de datos de indicadores de los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio [en línea] http://millenniumindicators.un.org, 2009.

Gráfico II.9 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: PROPORCIÓN DE 
MUJERES EN EL PRINCIPAL ÓRGANO LEGISLATIVO 

NACIONAL, alrededor de 2009
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Fuente:	Observatorio de igualdad de género de América Latina y el Caribe [en 
línea] http://www.cepal.org/oig/, 2009; Naciones Unidas, Base de datos 
de indicadores de los Objetivos de Desarrollo del Milenio [en línea] http://
millenniumindicators.un.org, 2009.

c)	 La legislación de cuotas

A partir de 1991 se promulgaron varias leyes de 
cuotas en la región. En la Argentina, se promulgó la 
primera ley de cuotas, llamada Ley de Cupo Femenino, 
que establece una serie de modificaciones a la legislación 
electoral. En 2008 se creó la comisión especial del 
Senado Banca de la Mujer que, entre otras cosas, tiene 
la facultad y atribución de incluir la dimensión de género 
en la elaboración y sanción de los proyectos legislativos. 
En la actualidad, 13 países latinoamericanos cuentan con 
legislación que determina las cuotas para la inscripción 

de candidatas a los parlamentos nacionales. Sin embargo, 
en solo 6 países se tipifica el mandato de posición en 
las listas y en 10 países se explicita la sanción, pero no 
siempre quedan claras las atribuciones de los organismos 
electorales para aplicarla.

En las leyes de cuotas de América Latina se adopta 
una legislación que define el porcentaje de mujeres que 
deben inscribirse como candidatas y con posibilidades 
de ser electas. Además, se obliga a los partidos a hacer 
modificaciones en sus estatutos para aplicar la normativa 
en las listas de candidatos a cuerpos colegiados y en sus 
directivas. De esta manera, en cada país el aumento de las 
mujeres en los ámbitos de toma de decisiones se debe a la 
obligación de los partidos políticos de inscribir entre un 
20%, como es el caso del Paraguay, y un 50%, en el caso 
del Ecuador, que ha legislado la paridad. En este país, 
además, entre las leyes más relevantes aprobadas por la 
Asamblea Nacional en 2009 se encuentra la Ley Orgánica 
Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del 
Ecuador, que regula no solo la aplicación del principio de 
paridad sino también el impedimento para ser candidato 
o candidata en caso de haber ejercido violencia de género 
e incumplido con los pagos de alimentos de hijos e hijas.

Resulta interesante constatar que las distintas 
iniciativas legales tuvieron lugar en los años noventa y 
que durante la década de 2000 varios países incorporaron 
cambios en forma paulatina a su legislación electoral. Tal es 
el caso del Uruguay, que en 2009 sancionó una legislación 
de cuotas que se aplicará por primera vez en 2014, y 
de la República Bolivariana de Venezuela, donde una 
normativa del Poder Electoral estableció la incorporación 
de un 50% de candidatas para las elecciones de los 
consejos legislativos regionales realizados en noviembre 
de 2008. En el Estado Plurinacional de Bolivia, el artículo 
278 de la Constitución Política del Estado establece que 
se deberán tomar en cuenta la paridad y alternancia de 
género. En el Ecuador, la Constitución establece, en sus 
artículos 61 y 65, el principio de paridad en los cargos 
de nominación o designación de la función pública. En 
Colombia, la Ley de Cuotas ha permitido incrementar 
la participación de mujeres tanto en el gabinete nacional 
como en los gabinetes departamentales y municipales. 
En Costa Rica, la Ley Nº 8.765 estableció en 2009 la 
participación política a partir del principio de paridad. 
En Panamá se incorporó al Foro Nacional de Mujeres de 
Partidos Políticos la Comisión de Reformas del Código 
Electoral para el seguimiento y monitoreo de la cuota 
electoral de las mujeres en los partidos políticos y para 
reiterar la paridad política en los espacios de votación 
popular, de acuerdo con la reforma electoral de 2006, que 
establece el 30% como cuota mínima para la postulación 
de mujeres en las candidaturas a cargos dentro del partido 
o la postulación a cargos de elección popular.

El efecto de estas reformas se aprecia en el aumento 
de la presencia de legisladoras en los parlamentos, de 
más de 30 puntos porcentuales entre 1990 y 2009 en la 
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Argentina y de 20 puntos porcentuales en Costa Rica, 
seguidos por el Ecuador con un 21%, México con un 24% 
y el Perú con un 18% de representación parlamentaria 
femenina (véase el gráfico II.10).

Gráfico II.10 
AMÉRICA LATINA (11 PAÍSES): DIFERENCIA EN  
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base 
de información consignada en el Observatorio de igualdad de género de 
América Latina y el Caribe, marzo de 2010.

d)	 Poder judicial

Al observar la participación de las mujeres en el 
máximo organismo del poder judicial en la última década, 
se destaca el aumento de un 8% a un 19%, cifra en que 
se estanca el crecimiento en los últimos cuatro años. 
Este antecedente es significativo, dada la composición de 
las cortes supremas, ya que en varios países los jueces 
cambian con lentitud y tras largos períodos de mandatos a 
los que están sujetos sus miembros, que en algunos casos 
son vitalicios37. En Suriname, en 1998 había 1 mujer y 10  
hombres en la corte suprema, mientras que en 2010 hay 
10 mujeres y 9 hombres.

e) 	 Gobiernos locales

Con relación a la participación de las mujeres en 
los gobiernos locales, el porcentaje medio de alcaldesas 
electas se elevó del 5,1% al 7,8% entre 1998 y 2009, 

37	 CEPAL, sobre la base de información entregada por los gobiernos 
al Observatorio de igualdad de género de América Latina y el 
Caribe [en línea] http://www.cepal.org/oig.

lo que significa un aumento leve durante la década y 
muestra un panorama poco alentador. Al analizar las 
cifras por países, se observa un pequeño incremento 
en 11 países que no supera los 4 puntos porcentuales, 
con nula variación en el Perú y el Uruguay, así como 
un descenso en el caso de Honduras y Panamá. Solo 
en el caso de la República Dominicana y la República 
Bolivariana de Venezuela se registra un aumento de 
10 puntos (véase el gráfico II.11).

Gráfico II.11 
EVOLUCIÓN DE LA PROPORCIÓN DE MUJERES 

ALCALDESAS, 1998-2009
(En porcentajes sobre el total de cargos)
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base 
de información del Instituto Internacional de Investigaciones y Capacitación 
de las Naciones Unidas para la Promoción de la Mujer (INSTRAW) para el 
Observatorio de igualdad de género de América Latina y el Caribe.

La brecha entre el número de alcaldesas y el de 
concejalas se mantiene en el mismo nivel en todos los 
países, con un número menor de mujeres en el nivel 
más alto de toma de decisiones, lo que obedecería a 
que las alcaldías concentran mayores recursos y poder 
de decisión, mientras que las concejalías son cargos de 
mucha menor influencia. Cabe señalar además que en 
algunos países el aumento de la presencia de mujeres 
en las concejalías ha sido consecuencia de las diversas 
acciones afirmativas aplicadas en ese nivel.

Como se ha señalado, a pesar de que en la mayoría de 
los países existe una baja representación de las mujeres en 
los puestos de toma de decisiones, se registró un aumento en 
algunos cargos en algunos países de la región. El impacto 
de las cuotas en la década de 1990 no solo ha sido solo 
cuantitativo, sino también simbólico, hecho que se refleja 
aún más con la presencia de las dos Presidentas del Cono 
Sur y, recientemente, con la elección de la Presidenta de 
Costa Rica. No obstante, los hombres siguen siendo mayoría 
en los cargos de poder y no puede garantizarse que la actual 
presencia de mujeres se mantenga en el tiempo.
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Capítulo III 
El trabajo remunerado de las mujeres

Durante la década de 1990, los países de América Latina y 
el Caribe se integraron a los procesos de globalización de 
los mercados mediante la liberalización de sus economías 
y la reducción de la intervención del Estado. Esto ocurrió 
en respuesta a los hechos que marcaron los años ochenta 
y sirvieron para imponer el paradigma de libre mercado: 
la deuda externa, los procesos hiperinflacionarios y la 
inestabilidad macroeconómica. No obstante, si bien se 
consiguió controlar la hiperinflación y se registraron notables 
mejoras en la gestión del presupuesto público y el ahorro 
fiscal, no se lograron los avances sociales esperados.

Entre 1990 y 2009, las economías de la región sufrieron 
choques externos provocados por las variaciones cíclicas de 
los flujos de capitales debido a una “liberalización prematura, 
indiscriminada, mal secuenciada” (CEPAL, 2010a, pág. 70). 
Junto con la escasez de capitales, la inestabilidad, reforzada 
por las políticas macroeconómicas procíclicas, ha jugado 
un importante papel en el escaso dinamismo de la inversión 
productiva respecto de los niveles logrados por la tasa de 
formación de capital en los años setenta (un 18,4% en 
1990 frente a un 23,5% en 2008) y, por ende, en el relativo 
estancamiento de la productividad global de buena parte de 
las economías latinoamericanas y caribeñas.

A largo plazo, también se evidencia la falta de políticas 
industriales, que no permitió modificar la profunda 
heterogeneidad estructural que supone la existencia de 
brechas de productividad como rasgo estructural de los 
procesos de desarrollo latinoamericanos de los años sesenta 
en adelante1.

1	 La heterogeneidad estructural tiene dos vertientes 
interrelacionadas, una interna y otra externa. La brecha interna 
abarca las notorias diferencias de productividad que existen 
entre los distintos sectores de actividad y dentro de cada uno de 

Estas “brechas de productividad reflejan, y a la vez 
refuerzan, las brechas de las capacidades, de incorporación 
de progreso técnico, de poder de negociación, de acceso 
a redes de protección social y de opciones de movilidad 
ocupacional ascendente a lo largo de la vida laboral” 
(CEPAL, 2010a, pág. 92). Son, por lo tanto, determinantes 
de la configuración y el dinamismo del mercado laboral 
asalariado y del trabajo independiente.

De hecho, entre 1990 y 2008, los sectores de baja 
productividad de la región —agricultura, construcción, 
comercio y servicios comunales y personales— han 
absorbido a la mayoría de la población ocupada (71,5%), 
mientras que en los sectores de alta productividad —minería, 
energía y finanzas— participa aproximadamente un 7,5% 
de esta población. Por su parte, los empleos en los sectores 
de mediana productividad —industria y transporte— 
representan el 20,8% del empleo total (CEPAL, 2010a).

La productividad de las empresas tiene implicancias 
en términos de remuneración, de condiciones de trabajo y 
de acceso a la protección social. En los sectores de baja 
productividad, los salarios, así como las ganancias de los 
trabajadores independientes, son menores que en los de 
alta productividad. 

En las últimas décadas, la tasa de participación de 
las mujeres se relaciona más directamente con los años 
de estudio que la de los hombres. Cuanto más elevado es 
el nivel de escolaridad de las mujeres, mayor es su tasa 
de participación y menor es la diferencia con la población 
económicamente activa (PEA) masculina. En 2008, la 

ellos, así como entre las empresas. La brecha externa se refiere 
a las asimetrías en las capacidades tecnológicas de la región con 
respecto a las economías desarrolladas.
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PEA femenina alcanzó su máximo con 13 años o más de 
estudio, pero aún se ubicaba 13 puntos porcentuales por 
debajo de la masculina. Esto subraya la importancia que 
tiene la educación para el acceso de las mujeres al trabajo 
remunerado, situación que no afecta de la misma forma a 
los hombres (véase el gráfico III.1).

Gráfico III.1 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE DE PAÍSES): TASA 

DE PARTICIPACIÓN DE HOMBRES Y MUJERES EN  
LA ACTIVIDAD ECONÓMICA, SEGÚN NÚMERO  

DE AÑOS DE INSTRUCCIÓN, ZONAS  
URBANAS, 1994-2008 a
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base 
de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos 
países [en línea] www.cepal.org/mujer. 

a	 En cada año, el promedio se calculó de la siguiente manera: 15 países para 1994, 16 
países para 1999, 17 países para 2002, 16 países para 2005 y 14 países para 2008.

Desde el punto de vista de los derechos de las 
trabajadoras, la tendencia fue avanzar en la conquista 
del trabajo asalariado —limitada por las características 
del desarrollo en la región— y en la protección de la 
maternidad como condición mínimamente necesaria para 
su inserción en el mundo laboral público. La importancia 
de ambas conquistas es innegable, aunque es necesario 
subrayar las distorsiones que han sufrido debido a la 
estructura del mercado de trabajo, a la naturaleza de las 
instituciones laborales y a la persistencia del trabajo no 
remunerado como tarea principalmente femenina. La 
mayoría de las mujeres trabajan en la informalidad y para 
muchas la maternidad puede ser un obstáculo.

Algunos países impulsaron medidas y programas 
orientados a mejorar la situación laboral de las mujeres. 
Tal es el caso de la Argentina con la Comisión Tripartita 
de Igualdad de Oportunidades entre Varones y Mujeres en 
el Mundo Laboral, aprobada en 1999 y relanzada en 2009, 
y de Colombia con el subsidio de desempleo, las acciones 
afirmativas para la generación de empleo y el desarrollo 
empresarial, el Programa de la mujer empresaria y la 
agenda para la igualdad laboral. 

La incorporación de las mujeres al mercado laboral 
se ha gestado en medio de cambios demográficos (menos 
hijos, envejecimiento de la población), una oferta estatal 
deficiente en materia de servicios públicos de cuidado, altos 
costos de la oferta mercantil y menor disponibilidad de 

redes sociales y familiares para el cuidado. Esto las relega 
a las ocupaciones más flexibles e informales, como los 
empleos a tiempo parcial (el 28% de las mujeres ocupadas 
frente al 16% de los hombres ocupados) o los empleos a 
domicilio, en los que suelen ser sometidas a las cadenas de 
subcontratación. La falta de oportunidades de empleo en 
estas circunstancias dificulta el acceso a ingresos, lo que, a 
su vez, obstaculiza el acceso a los servicios de cuidado que 
permitirían la conciliación de la vida laboral y familiar, 
que resulta tan compleja para las mujeres. 

Aún persiste una gran brecha entre hombres y 
mujeres con respecto a las oportunidades de trabajo y 
en la región se constata que las diferencias en las tasas 
de desempleo han ido sistemáticamente en aumento. 
En 1990 esta diferencia era de 1,6 puntos porcentuales 
más para las mujeres y en 2008 se había incrementado 
a 2,6 puntos porcentuales (véase el gráfico III.2). 
El desempleo femenino tampoco ha mostrado una 
disminución importante, pues los niveles continúan sobre 
el 8%, mientras los hombres registran las tasas más bajas 
del período 1990-2008 con menos del 6%.

Gráfico III.2 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE DE PAÍSES): 
EVOLUCIÓN DE LA TASA DE DESEMPLEO URBANA,  

1990-2008 a
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países.

a	 En cada año, el promedio se calculó de la siguiente manera: 14 países para 1990, 
15 países para 1994, 16 países para 1999, 17 países para 2002, 16 países para 2005 
y 14 países para 2008.
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Recuadro III.2 
EQUIDAD DE GÉNERO EN LAS EMPRESAS

Las empresas pueden jugar un papel importante en 
la promoción de nuevas modalidades de articulación 
entre la vida laboral y familiar, así como en el acceso al 
empleo y la participación igualitaria. A este respecto, en 
los últimos años se han puesto en práctica interesantes 
experiencias impulsadas por los mecanismos de género 
en varios países de la región. La integración de la equidad 
de género en los diferentes ámbitos de la organización se 
reconoce cada vez más como un aporte a la calidad de 
la gestión, amparado, en algunos casos, por el sistema 
ISO de certificación de calidad. El proceso realizado 
en las empresas es reconocido públicamente por una 
certificación o sello de equidad y calidad entregado por 
el gobierno.

Entre estas experiencias pueden mencionarse:

Argentina: Programa Piloto de Certificación de Empresas •	
en Equidad de Género (Modelo de Equidad de Género 
para la Argentina, 2009)
Brasil: Programa Pro-Equidad de Género•	
Costa Rica: Sistema de Gestión en Igualdad y Equidad •	
de Género
Chile: Sello Iguala de buenas prácticas laborales con •	
equidad 
España: Distintivo “Igualdad de Oportunidades en la •	
Empresa”, Real Decreto 1615/2009 Igualdad en la empresa
México: Modelo de Equidad de Género•	
República Dominicana: Programa Piloto de Certificación •	
de Empresas en Equidad de Género
Uruguay: Programa de Gestión de la Calidad con Equidad •	

de Género.

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).

Recuadro III.1
EL EMPODERAMIENTO ECONÓMICO DE LA MUJER

Recordando que, en sus conclusiones convenidas sobre 
la financiación para la igualdad entre los géneros y el 
empoderamiento de la mujer, aprobadas en 2008, y sobre la 
erradicación de la pobreza, incluso mediante la potenciación 
de las mujeres durante todo su ciclo vital, en un mundo 
globalizado, aprobadas en 2002, la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer observó que existían crecientes 
indicios de que la inversión en las mujeres y las niñas tiene 
un efecto multiplicador en la productividad, la eficiencia y el 
crecimiento económico sostenido y de que el fomento del 
empoderamiento económico de la mujer es fundamental 
para el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, en 
particular para la erradicación de la pobreza,

2. Exhorta también a los Estados a que adopten y apliquen 
un enfoque sistemático en todas las esferas y a todos los 
niveles para acelerar la plena participación de la mujer en los 
procesos de adopción de decisiones económicas a todos 
los niveles y se aseguren de que la perspectiva de género 
se incorpora a la aplicación y evaluación de las políticas 
económicas y de desarrollo, las redes de seguridad social y 
los programas de erradicación de la pobreza, así como a que 
promuevan y refuercen la capacidad de los Estados y otros 
interesados directos para llevar a cabo una gestión pública 
en la que se tengan en cuenta las cuestiones de género y que 
incluya, entre otras cosas, la elaboración de presupuestos 
con una perspectiva de género;

4. Exhorta a los Estados a que emprendan reformas 
legislativas y administrativas para que las mujeres tengan 
acceso pleno en igualdad de condiciones a los recursos 
económicos, incluidos los derechos a la herencia y la 
posesión de tierras y otras propiedades, el crédito, los 
recursos naturales y las tecnologías apropiadas;

13. Exhorta también a los Estados a que adopten y 
apliquen medidas eficaces, incluidas medidas legislativas, 
para garantizar la aplicación del principio de igualdad de 

remuneración entre la mano de obra masculina y femenina 
por igual trabajo o por trabajo de igual valor, promover la 
igualdad de oportunidades y de trato entre hombres y 
mujeres en materia de empleo y ocupación, y posibilitar que 
las personas que tienen responsabilidades familiares y que 
están empleadas o deseen emplearse ejerzan su derecho a 
hacerlo,

14 f) Adopten y alienten medidas, en particular, según 
proceda, la formulación, promoción y aplicación de medidas 
jurídicas y administrativas, para facilitar la conciliación de la 
vida laboral y personal y/o familiar, como el cuidado de los 
hijos u otros familiares a cargo, las licencias por paternidad 
y maternidad y otras formas de licencia y planes de trabajo 
flexibles para hombres y mujeres y, según proceda, jornadas 
de trabajo reducidas, y diseñar, aplicar y promover políticas y 
servicios de apoyo a la familia, incluidos servicios asequibles, 
accesibles y de calidad para el cuidado de los hijos y otros 
familiares a cargo, planes de licencia de paternidad o 
maternidad y otras formas de licencia, y campañas para 
sensibilizar a la opinión pública y a otros actores pertinentes 
respecto del reparto equitativo de las responsabilidades 
laborales y familiares entre mujeres y hombres y hacer 
hincapié en las responsabilidades de los hombres con 
respecto a las tareas del hogar;

25. Exhorta a los Estados de origen, tránsito y destino a que 
incorporen una perspectiva de género en todas las políticas 
y programas sobre migración, promuevan el pleno goce de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales por 
las mujeres migrantes, combatan la discriminación, todas las 
formas de explotación y maltrato, las condiciones peligrosas 
de trabajo y la violencia, incluida la violencia sexual y la trata 
de mujeres y niñas, y faciliten la reunificación familiar de 
forma rápida y eficaz, teniendo debidamente en cuenta las 
leyes aplicables, puesto que la reunificación tiene un efecto 
positivo en la integración de los migrantes.

Fuente: Naciones Unidas, resolución 54/4 de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, Informe del 54º período de sesiones de la Comisión de la 
Condición Jurídica y Social de la Mujer (E/2010/27), Nueva York, 2010.
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A.	 La segmentación horizontal y vertical del empleo de las mujeres

Otra particularidad del mercado laboral, cuyos 
cambios han sido pocos y lentos, es la concentración 
de las personas en ocupaciones caracterizadas como 
“masculinas” o “femeninas”. La segmentación horizontal 
forma parte de un problema de naturaleza sistémica que 
se reproduce en tres ámbitos: a)  la familia, a través de 
la socialización, considerando que el éxito de las niñas 
sigue proyectándose como una combinación de profesión 
y maternidad, b)  la escuela, donde la reproducción de 
estereotipos explica, en buena parte, la concentración 
de las jóvenes en estudios compatibles con la vida 
familiar, y c) la oferta laboral, que demanda en la vida 
pública capacidades semejantes a las valoradas en la 
vida familiar. Entonces, no es casual que las mujeres 
predominen entre los trabajadores de los servicios 
de educación y salud, los servicios a las personas y el 
comercio (entre 1994 y 2008, más del 40% de las mujeres 
estaban ocupadas en los servicios sociales, comunales y 
personales). Si se agregan las que trabajan en el área de 
los servicios financieros, cuyo peso aumentó en 2005, se 
puede ver que casi la mitad de las mujeres que realizan 
trabajos remunerados lo hace en el sector de los servicios 
(véase el gráfico III.3).

Gráfico III.3 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE de 14 países): 

OCUPADOS DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN RAMA DE 
ACTIVIDAD, ZONAS URBANAS, ALREDEDOR  

DE 1994 A 2008
(En porcentajes)

0

5

10

15

20

25

30

35

40

45

50

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

19
94

19
99

20
02

20
05

20
08

Minería Electricidad,
gas y agua

Construcción Transporte y
comunicaciones

Agricultura y
pesca

Servicios
financieros e
inmobiliarios

 Industria Comercio,
hoteles y

restaurantes

Servicios
sociales,

comunales y
personales

Hombres Mujeres

Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países.

Las trabajadoras del sector financiero despiertan 
especial interés porque son una muestra de la capacidad 
excepcional de algunos grupos de mujeres de superar el 
estigma que equipara empleo femenino con precariedad 
y bajos salarios. Aunque sus salarios o ganancias 
son tendencialmente mayores que en otras ramas de 

mediana o alta productividad, estas mujeres enfrentan 
el desafío crítico de la segmentación vertical, ya que 
encuentran mayores obstáculos para desarrollar su 
carrera profesional2.

El hecho de que la proporción de mujeres entre los 
graduados universitarios alcance a poco más del 60% 
y las estudiantes estén sobrerrepresentadas en carreras 
relacionadas con las ciencias sociales, las humanidades 
y las artes, la salud y el bienestar y, sobre todo, la 
educación, prueba que aún existen marcadas diferencias 
de género en la educación terciaria. Entre los campos de 
estudio donde las mujeres están muy subrepresentadas 
se encuentran las carreras de ingeniería, manufactura 
y construcción, y agricultura (véase el gráfico III.4). 
Es de notar que en el caso de Cuba, las mujeres 
representan el 46,7% de la fuerza laboral del país y 
existen categorías ocupacionales feminizadas, como la 
judicatura, la medicina y la educación. En particular, 
las mujeres tienen un 53,3% de participación en las 
ciencias, la innovación y la tecnología. Por último, 
debe destacarse que en Cuba las mujeres gozan del 
derecho de igual salario por trabajo de igual valor3.

A la precariedad del empleo se suma que, en la 
mayoría de los servicios, las mujeres se concentran en 
los puestos jerárquicos más bajos y de menor autoridad 
de la pirámide o ejercen oficios que requieren menor 
calificación. A esta segmentación vertical se debería el 
fenómeno conocido como “techo de cristal”, en alusión 
a las barreras de poder invisibles que impiden a las 
mujeres ascender en las empresas. Del total de personas 
ocupadas que se desempeñan en puestos directivos 
o como funcionarios públicos superiores (4,7%), las 
mujeres representan el 1,7% y los hombres el 3% (véase 
el gráfico III.5). Por otra parte, solo un 3,9% del total 
de las mujeres ocupadas llega a puestos directivos, 
en comparación con el 5,2% de los hombres. Esto 
muestra claramente cómo la discriminación se traduce 
en ineficiencia que impide a la sociedad capitalizar la 
inversión social en la educación de niñas y mujeres.

Entre las barreras que constituyen el techo de cristal 
pueden mencionarse los estereotipos y prejuicios, las 
culturas empresariales hostiles que excluyen tácitamente 
a las mujeres de las redes de comunicación informales y la 
falta de oportunidades para ganar experiencia en puestos 

 

2	 Al respecto pueden consultarse los estudios de la División de 
Asuntos de Género de la CEPAL, en particular Aguirre, García 
Sainz y Carrasco (2005) y Montaño y Milosavljevic (2010). 

3	 Véase el informe de país preparado para la undécima Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. 
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gerenciales. Las políticas laborales que tradicionalmente 
vinculan a las mujeres con el trabajo de cuidado de 
familiares dependientes, como correlato de su obligación 
con las responsabilidades familiares, en parte también 
son responsables de esta situación.

Mientras el techo de cristal describe la experiencia 
en el extremo superior de la estructura jerárquica, lo 
que algunas autoras llaman el “piso pegajoso” muestra 

la situación de las mujeres en el extremo inferior de 
la jerarquía salarial, a quienes les cuesta salir de los 
empleos con baja remuneración y menores perspectivas 
de movilidad. Las mayores dificultades con que 
tropiezan se asocian también con la carencia de servicios 
de cuidado accesibles y la falta de oportunidades de 
capacitación en el trabajo (Harlan y Bertheide, 1994; 
Albelda y Tilly, 1997).

Gráfico III.4 
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): MUJERES EN EL TOTAL DE GRADUADOS  

DE LA EDUCACIÓN TERCIARIA, POR CAMPO DE ESTUDIO, 2003-2008
(En porcentajes)
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Fuente:	Instituto de Estadística de la UNESCO (ISU), Data Centre [en línea] http://stats.uis.unesco.org/unesco/tableviewer/document.aspx?ReportId=143.
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Gráfico III.5 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE DE 15 PAÍSES): ESTRUCTURA DE LA POBLACIÓN OCUPADA POR GRUPOS 

OCUPACIONALES, ZONAS URBANAS, ALREDEDOR DE 2008
(En porcentajes)
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos 
países.

B.	 El mercado de trabajo asalariado

El modelo de desarrollo prevaleciente alentó la 
desregulación y la flexibilización del mercado laboral 
a partir del supuesto generalizado de que esta era un 
obstáculo para la generación de empleo. Según Weller 
(2009), dos rasgos caracterizaron las políticas laborales 
en América Latina en los años noventa: la ampliación del 
abanico de contratos de trabajo y el abaratamiento del 
despido. Aparte de los contratos de trabajo de duración 
indeterminada, surgieron varios tipos de contratos de 
duración determinada, con diversas condiciones en 
cuanto al período de prueba o la subcontratación, y la 
protección contra el desempleo quedó en manos de los 
propios trabajadores a través, por ejemplo, de cuentas 
individuales. Las personas subcontratadas no cuentan 
con cobertura social ni tienen licencias por maternidad o 
enfermedad, trabajan sin horarios ni estabilidad temporal 
y son remuneradas a destajo.

Aunque en algunos países se introdujeron medidas 
de protección en la institucionalidad laboral, estas no 
abarcan al conjunto de los trabajadores asalariados y 
no incluyen a las pequeñas empresas ni a las empresas 
informales, donde predominan las mujeres4. Las reformas 
no cumplieron con las expectativas planteadas respecto 
de la generación de empleo (Stallings y Peres, 2000), pero 
la flexibilización sí ha marcado las estrategias de gestión 

4	 Las instituciones laborales abarcan la legislación sobre las 
relaciones (individuales o colectivas), las políticas del mercado de 
trabajo (destinadas a favorecer, entre otras cosas, la creación de 
empleo y la capacitación de los que ofrecen su fuerza de trabajo) 
y los seguros de desempleo. Estas instituciones establecen las 
reglas de relacionamiento entre empresas y trabajadores y 
delimitan el papel del Estado en cada país.

de la mano de obra de las empresas con consecuencias 
importantes para los trabajadores, sobre todo los menos 
calificados o los que cuentan con menor capital humano, 
que obtienen contratos de duración limitada o puestos en 
las cadenas de subcontratación. 

1.	 Las ganadoras débiles de  
la apertura comercial

El impacto de las políticas de liberalización sobre el 
crecimiento económico ha sido ampliamente estudiado 
y, en general, se observa que los resultados son mixtos. 
Así como el impacto del crecimiento económico sobre 
las mujeres puede ser diverso, este también depende 
mucho de las características de la estrategia económica 
que promueve y sostiene dicho crecimiento, así como de 
las políticas sectoriales específicas que lo acompañan. 

La apertura comercial como estrategia de 
integración internacional de los países y los flujos de 
inversión extranjera directa que la acompañaron han 
abierto oportunidades de empleo para las mujeres 
en la región. Sin embargo, el empleo creado ha sido 
principalmente precario y las oportunidades generadas 
pueden no ser sostenibles en el mediano y largo plazo, 
como lo demuestra el caso de la producción de banano 
en Santa Lucía (véase el recuadro III.5). La evidencia 
muestra que las inversiones realizadas tienden a formas 
más intensivas de capital o a requerir una fuerza laboral 
más calificada. Asimismo, se verifica un proceso 
de relocalización territorial de las inversiones y de 
reubicación de empleos desde el sector formal hacia el 
sector informal del mercado laboral. 
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Recuadro III.3 
SEGUIMIENTO Y FISCALIZACIÓN DE LAS POLÍTICAS DE IGUALDAD DE GÉNERO EN EL ESTADO

Una nueva generación de políticas de igualdad de género está 

naciendo en América Latina sobre la base de programas de 

seguimiento y fiscalización obligatoria. Entre las experiencias 

pioneras se destacan el Sistema de Equidad de Género del 

Programa de Mejoramiento de la Gestión y las Metas de 

Eficiencia Institucional del Gobierno de Chile, la Norma 

Mexicana NMX-025-SCFI-2009 de la Secretaría de Trabajo 

y Previsión Social de México, una norma implementada en 

dependencias y entidades públicas, empresas privadas y 

sindicatos, que permite a cualquier organización pública, 

privada o social certificarse voluntariamente al incorporar, 

en su cultura organizacional, prácticas que respeten en 

todos los ámbitos la igualdad entre mujeres y hombres, y 

el Plan Nacional de Igualdad y Equidad de Género II, 2007-

2017 de la República Dominicana, que incluye un sistema 

de indicadores y seguimiento de la aplicación de políticas 

públicas ejecutadas por los diferentes actores del Estado 

y la sociedad.

Sin haber desarrollado todavía un sistema formal 

de fiscalización, otros países están establecimiento 

mecanismos de seguimiento de las políticas de igualdad por 

parte del poder ejecutivo con distintas iniciativas orientadas 

a fortalecer la transversalidad de la institucionalidad para 

la igualdad y la equidad de género. Este es el caso de la 

Política de Estado para la Igualdad y la Equidad de Género 

de Costa Rica, el Plan de Acción Nacional de Cuba de 

seguimiento a la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer 

y la Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral 

de las Mujeres y el Plan de Equidad de Oportunidades 

2008-2023 de Guatemala, que incluye un manual para la 

institucionalización de la perspectiva de género y étnica en 

el organismo ejecutivo. 

Por su parte, el Ecuador está preparando una propuesta 

de ley orgánica de igualdad que establece principios de 

actuación de los poderes públicos, regula derechos y 

deberes de las personas naturales y jurídicas, tanto públicas 

como privadas, y prevé medidas destinadas a prevenir, 

eliminar y corregir toda forma de discriminación en el marco 

del principio y el el derecho de igualdad y no discriminación 

de todas las personas (mujeres y hombres), grupos, 

comunidades, pueblos y nacionalidades. En el Paraguay, el 

principio de igualdad sustentado en la Constitución Nacional 

y en la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer se incorporó en el documento 

“Paraguay para todos y todas: propuesta de política pública 

para el desarrollo social, 2010-2020”, cuya formulación 

coordina el Gabinete Social del Poder Ejecutivo. 

En Colombia, con el fin de erradicar la discriminación 

laboral y salarial, la Consejería Presidencial para la Equidad 

de la Mujer elaboró una estrategia con los gremios y la 

empresa privada denominada Agenda por la igualdad laboral 

suscrita por 18 presidentes de gremios en marzo de 2009.

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de los informes nacionales presentados por los gobiernos de América Latina 
ante la undécima Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. 

Recuadro III.4 
LA INDUSTRIA DEL TURISMO EN BARBADOS

A partir de la década de 1950, el Gobierno de Barbados 
impulsó el desarrollo de la industria del turismo y dejó de lado 
la producción de azúcar. Actualmente, el liderazgo de esta 
industria es indiscutible y ha transformado la inserción laboral 
de las mujeres, que hoy se desempeñan en el turismo y los 
servicios conexos como mucamas y mozas, organizadoras de 
eventos, bailarinas, cosmetólogas y niñeras, así como en las 
áreas de producción y venta de artesanías y comercio sexual, 
entre otras. Según datos de 2004, el 59% de las personas 
empleadas en el sector son mujeres. Este porcentaje esconde 

que las mujeres son las que ocupan los puestos más bajos 
del mercado y quedan relegadas a los trabajos de temporada 
o a esquemas de tiempo parcial. Esta situación ha generado 
hechos positivos, como el empoderamiento de las mujeres y 
el aumento de la capacidad de negociación con sus parejas 
por el hecho de estar empleadas y de proveer un ingreso 
al hogar. El sector del turismo ha generado una oferta de 
capacitación a la que se han incorporado sobre todo mujeres 
que no han podido resolver los problemas de segmentación 

horizontal y vertical que presenta el mercado.

Fuente:	Secretaría del Commonwealth, “Gender and Trade 2010” [en línea] http://www.thecommonwealth.org/gtinformation/164419/164437/caribbean/.

Recuadro III.5 
EL MONOCULTIVO EN SANTA LUCÍA

A comienzos de los años sesenta, en Santa Lucía se registró 
un cambio en la producción de alimentos que trajo esperanzas 
a la población: el pasaje de la producción de caña de azúcar 
a las plantaciones de banano, un cultivo que garantizaba un 
buen retorno a los grandes productores y especialmente 
a los pequeños productores y las mujeres. Este oro verde 
demandaba menos mano de obra y estaba exento de la 
reminiscencia de las condiciones de producción de la 
esclavitud. El intercambio positivo de este producto con el 

Reino Unido se mantuvo hasta 1993, cuando la globalización 
introdujo cambios y las condiciones del mercado europeo 
dejaron fuera a la producción de Santa Lucía debido a que 
su capacidad exportadora no alcanzaba a satisfacer la 
demanda generada en el viejo continente. Los productores 
bananeros quedaron fuera del mercado y sin la capacidad 
de generar ingresos por otra vía debido a la ausencia de un 
cultivo sustituto y a que sus bajos niveles educativos no les 

permiten ingresar a otra área del mercado de trabajo.

Fuente:	Secretaría del Commonwealth, “Gender and Trade 2010” [en línea] http://www.thecommonwealth.org/gtinformation/164419/164437/caribbean/.
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Según Giosa y Rodríguez (2010), en el período 
2000-2006 las mujeres representaban entre el 40% y el 
80% de la fuerza de trabajo total ocupada en las empresas 
maquiladoras —figura emblemática de la apertura 
comercial en términos de empleo, especialmente en la 
rama textil y de confección— en Costa Rica, El Salvador, 
Honduras, México, Nicaragua y la República Dominicana. 
Sin embargo, estas oportunidades presentan diversos 
problemas. Por una parte, el fenómeno del techo de cristal 
es muy marcado en las plantas de maquila: solo el 0,4% 
de las mujeres que trabajan en la maquila ocupan puestos 
de dirección (frente al 1,6% de los hombres) y el 34% son 
empleadas administrativas o realizan tareas calificadas 
(en comparación con el 43% de los hombres) (Brown y 
Domínguez, 2007, citado por Giosa y Rodríguez, 2010, 
pág. 44). Por otra parte, para la mayoría de las mujeres 
que se desempeñan como asalariadas con poca o ninguna 
calificación, el empleo se caracteriza por carencias en 
la protección social y en las normas de trabajo, largas 
jornadas laborales que se extienden por el cumplimiento 
imperativo de horas extras, una disciplina laboral con un 
control minucioso de todos los tiempos (de trabajo y de 
pausa), políticas de remuneración destinadas a aumentar 
la productividad a costa de la calidad de vida de las 
mujeres, bajos salarios y riesgos para la salud. 

Además, “ante la negativa a cumplir horas 
extras, o la necesidad de tomarse permisos médicos o 
personales, ausentarse por causas de enfermedad, o ante 
el embarazo, el rechazo al acoso sexual, o la promoción 
de la organización de sindicatos, los supervisores y 
empresarios acuden fácilmente al despido, a sabiendas de 
que encontrarán fácilmente mano de obra sustituta en el 
mercado. El resultado es una elevada tasa de rotación, y 
un entorno de elevada inestabilidad y vulnerabilidad para 
las trabajadoras” (Giosa y Rodríguez, 2010, pág. 47). 

El efecto de la liberalización comercial en los precios 
internos de los productos tiene un impacto negativo en el 
empleo en los sectores cuya producción es reemplazada 
por importaciones. Por otro lado, la liberalización del 
comercio de alimentos ha tenido un efecto particularmente 
negativo en la vida de las personas, en especial de las 
mujeres campesinas. El cambio del cultivo doméstico de 
productos agrícolas a la agricultura para exportación en los 
países en desarrollo —y en varios de América Latina—, 
así como la creciente relevancia de los mercados globales 
de alimentos, ha llevado a un aumento de la inseguridad 
alimentaria, manifestado en la volatilidad de los precios de 
los alimentos y en la reducción de las reservas mundiales 
(Naciones Unidas, 2009b).

En definitiva, las mujeres de sectores como la 
maquila, la agroexportación y el turismo podrían ser 
calificadas como “ganadoras débiles” (Kabeer, 2000) de la 
globalización, ya que, al incorporarse al mercado laboral, 
ganan o tienden a ganar autonomía, poder de decisión y 
capacidad de elegir, pero todavía siguen desempeñándose 
en empleos precarios.

La brecha de ingresos salariales entre hombres y 
mujeres ha ido disminuyendo con el tiempo: mientras 
en 1990 las mujeres ganaban el equivalente al 69% del 
ingreso de los hombres, en 2008 —casi 20 años después— 
la brecha se ha reducido 10 puntos porcentuales, es decir 
que las mujeres ganan hoy el equivalente al 79% del 
ingreso de los hombres (CEPAL, 2009d)5. 

La brecha salarial sintetiza los efectos de 
múltiples desigualdades: menos horas de trabajo 
remunerado, sobrerrepresentación en ocupaciones de 
baja productividad, subrepresentación en posiciones 
jerárquicas y persistencia de salarios más bajos por 
trabajos de igual valor6. Este último factor proviene de la 
debilidad o ausencia de leyes que garanticen la igualdad 
salarial entre 1990 y 2008 y de las barreras culturales que 
se mantuvieron pese a la inscripción de este principio en 
las leyes de algunos países, como Cuba y Chile. En el 
Código Sustantivo del Trabajo de Colombia se prohíbe 
establecer diferencias en el salario por sexo. 

2.	 El trabajo doméstico remunerado 
dentro y fuera de la frontera nacional

Sin duda, el servicio doméstico es el ejemplo más claro 
de precariedad laboral, tanto en el ámbito nacional como 
internacional. En 2008, 1 de cada 10 mujeres (11,9%) que 
trabajaban por ingresos lo hacían en el servicio doméstico 
remunerado (véase el gráfico III.6). Entre las migrantes, 
este sigue siendo el nicho privilegiado para insertarse 
en el mercado de trabajo aunque, en algunos casos, 
se destacan otras profesiones como las enfermeras7. 
Estas migrantes son un eslabón central en las “cadenas 
globales de cuidado”, pero también son la expresión más 
crítica del carácter discriminatorio del mercado global 
que, por una parte, promueve la constitución de familias 
extendidas transnacionales y, por la otra, limita, desde 
el punto de vista legal, el tránsito de las personas y deja 
a muchas mujeres que emigran sin posibilidades de 
reunificación familiar. La paradoja de esta nueva forma 
 
 

5	 Cuando se excluye a quienes trabajan en el servicio doméstico, el 
ingreso salarial medio de las mujeres pasa del 72% al 85% del de 
los hombres en el mismo período (CEPAL, 2009d). 

6	 Cabe recordar que el hecho de que las mujeres trabajen menos 
que los hombres para el mercado responde a una elección 
condicionada por el entorno cultural, social y económico, y, en la 
mayoría de los casos, no puede considerarse una opción libre de 
las trabajadoras.

7	 La región exporta mano de obra que no puede ser absorbida 
por los sistemas de empleo nacionales y esto lleva a muchas 
mujeres a dejar sus casas y países. Si se diferencia por sexo, 
se observa que la mayoría de los hombres migra a los Estados 
Unidos, mientras que las mujeres se mueven dentro de la región. 
Martínez (2003) ha calificado este fenómeno como feminización 
cuantitativa de la migración intrarregional. Este es el caso de las 
corrientes originadas en Honduras, el Paraguay y la República 
Dominicana, en las que la movilidad de las mujeres está 
vinculada a motivaciones laborales más que al acompañamiento 
de las parejas o a la reunificación familiar.
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 de encadenamiento es que, a diferencia de otros trabajos, 
hace prácticamente imposible la conciliación entre la 
vida familiar y laboral, lo que tiene como contrapartida la 
pérdida de calidad en el cuidado de los hijos e hijas de las 

cuidadoras migrantes. Las remesas que estas trabajadoras 
envían a sus hogares de origen se han incrementado en los 
últimos años y con frecuencia representan un aporte no 
reconocido al desarrollo (Sassen, 2008).

Recuadro III.6 
LAS TEMPORERAS: DÍA TRABAJADO, DÍA PAGADO

El caso de las temporeras que trabajan en el sector de la 

agroexportación en Chile muestra cómo la implementación 

del modelo agroexportador ha conducido a una ampliación 

del empleo de carácter temporal, a un proceso de salarización 

femenina y a la instalación de mecanismos de flexibilización, 

subcontratación e intermediación laboral. El porcentaje de 

asalariadas temporales en el sector agrícola de Chile creció 

del 45,7% en 2000 al 54,5% en 2003 y 2006. Por su parte, 

los hombres tienen una participación superior a la de las 

mujeres en el empleo permanente (un 51,9% de hombres 

frente a un 23,6% de mujeres en 2006). 

Si bien estas mujeres están con más frecuencia ligadas a 

las empresas de agroexportación por un contrato de trabajo 

firmado (el 65,6% frente al 46,9% de los hombres en 2006), sobre 

todo en las actividades de empaque de las medianas y grandes 

empresas susceptibles de fiscalización, las condiciones de 

trabajo y los modos de remuneración se enmarcan en procesos 

de flexibilización. Esta se manifiesta por el excesivo uso de 

contratos por faena pese a la existencia de una relación laboral 

estable, por la extensión del sistema de pago a trato por unidad 

de trabajo realizado, por la flexibilidad en la periodicidad del 

pago y por el reemplazo del derecho a “semana corrida” por el 

concepto de “día trabajado, día pagado”. 

Fuente:	Angélica Willson y Pamela Caro, “Temporeras de la agro exportación en Chile: tensiones y desafíos asociados a la relación entre la vida laboral y familiar”, 
serie Mujer y desarrollo, Nº 94 (LC/L.3117-P), Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2010. Publicación de las 
Naciones Unidas, Nº de venta: S.09.II.G.96. 

Gráfico III.6 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE DE 18 PAÍSES): 

DISTRIBUCIÓN DE LOS OCUPADOS, SEGÚN  
CATEGORÍA OCUPACIONAL, ZONAS URBANAS,  
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países.

La mala calidad de estos empleos se agrava por 
la vulneración de los derechos de las trabajadoras 
del servicio doméstico (Pautassi, 2005), a quienes las 
regulaciones especiales de la mayoría de los países de 
la región tratan como sujetos de regulación de menor 
rango y las leyes migratorias consideran ciudadanas 
de segunda. Estas trabajadoras perciben bajas 
remuneraciones, carecen de aguinaldos o gratificaciones 

—y cuando los reciben muchas veces es en especie—, 
trabajan horas extraordinarias como parte habitual de la 
jornada laboral, tienen descansos diarios y semanales 
insuficientes y están sujetas a contratos inestables con 
muy escasa cobertura de seguridad social. Además, la 
unión del lugar de trabajo y la vivienda en el caso de las 
trabajadoras residentes afecta su privacidad y propicia 
relaciones laborales que se aproximan a la servidumbre 
(Arriagada, 1997)8.

Recientemente, algunos países como Costa Rica y 
el Ecuador introdujeron reformas legales en áreas como 
la regulación de la jornada de trabajo o el acceso a la 
previsión social. En el Paraguay el tema se instaló en 
la agenda nacional en 2008, con diversas iniciativas 
legales y programáticas.  

8	 Las migrantes se emplean como asalariadas en ramas de 
actividad afines a las descritas en el ámbito nacional, aunque 
cuando salen de sus países algunas terminan trabajando como 
trabajadoras sexuales y a menudo son víctimas de la trata de 
personas. En 2001, el 44% de las inmigrantes nicaragüenses en 
Costa Rica se ubicaban en los servicios sociales y personales, 
incluido el servicio doméstico (Loria Bolaños, 2002), y del total 
de dominicanas que vivían en España, el 40,5% eran empleadas 
del hogar.
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Recuadro III.7 
ENFERMERAS DE EXPORTACIÓN

La escasez de enfermeras que experimentan los países 
desarrollados ha motivado el reclutamiento de este tipo de 
recursos humanos en los países del Caribe. No obstante, 
esta corriente migratoria de mano de obra calificada y 
demandada en los países desarrollados no está exenta de 

políticas inadecuadas de salarios y beneficios, condiciones 
desfavorables de trabajo y un nivel insuficiente de entrenamiento 
y desarrollo profesional. Los Estados Unidos y el Reino Unido 

han tratado de poner freno a esta situación.

Fuente:	Secretaría del Commonwealth, “Gender and Trade 2010” [en línea] http://www.thecommonwealth.org/gtinformation/164419/164437/caribbean/.

Recuadro III.8 
TRABAJO DOMÉSTICO EN JAMAICA

El sector del trabajo doméstico esta dominado por mujeres 
pobres y sin capacitación, la mayoría de las cuales son 
jefas de hogar. Se trata de un mercado que crece cuando 
la economía atraviesa un ciclo negativo, signado por la falta 
de inversión extranjera y de oportunidades de empleo en 

otros sectores. La organización Jamaica Household Workers 
Association (JHWA) ha intervenido en este escenario en 
representación de sus asociadas, dio a conocer la situación 
y limitó la migración en la Comunidad del Caribe (CARICOM) 

para llevar a cabo este tipo de trabajo.

Fuente:	Secretaría del Commonwealth, “Gender and Trade 2010” [en línea] http://www.thecommonwealth.org/gtinformation/164419/164437/caribbean/.

C.	 El trabajo independiente

Los programas de apoyo a las microempresas han sido una 
de las respuestas más importantes a la informalización 
de los sistemas de empleo, promovida por la creencia 
de que estas podrían desarrollarse si sorteaban dos 
obstáculos principales: la superación de reglamentaciones 
legales complejas, costosas o inadecuadas y la falta 
de financiamiento (Weller, 2007). Esta práctica se ha 
extendido en cierta medida a las áreas rurales (CEPAL/
FAO/IICA, 2009) donde, en muchos casos, la acción de 
organismos no gubernamentales juega un papel relevante.

Las políticas destinadas a extender la formalización 
de las microempresas con medidas que faciliten su 
registro han tenido como objetivo el fomento de la 
generación de empleos independientes o de nuevos 
empleos dentro de las microempresas existentes. Son 
muchos los programas que han impulsado la capacitación 
de los trabajadores independientes y el financiamiento de 
sus pequeñas empresas. 

1.	 Las empleadoras y las trabajadoras 
por cuenta propia

El trabajo independiente absorbe alrededor de un cuarto 
de la población ocupada y los ingresos procedentes de 
este trabajo constituyen la segunda fuente de ingresos de 
los ocupados de ambos sexos. Un análisis detallado de 
las encuestas de hogares de América Latina (alrededor de 
2005) mostró que aquí también existían desigualdades de 
género, ya que, si se analizan todas las fuentes de ingresos, 
se observa que mientras que para los hombres los ingresos 
derivados del trabajo equivalen a poco más de un tercio 
(33%), en el caso de las mujeres, estos apenas llegan a una 
quinta parte (21%) (Pérez, 2010)9. 

9	 Los ingresos monetarios individuales se obtienen de la suma de 
las siguientes fuentes de ingresos: sueldos, salarios y ganancias 
de los trabajadores independientes provenientes del mercado de 
trabajo; jubilaciones y pensiones; transferencias entre hogares y 

En 2008, las mujeres representaban un 41% del total 
de trabajadores independientes del área urbana y un 33,1% 
del área rural. Las mujeres constituyen una notable mayoría 
(80%) entre los trabajadores por cuenta propia que, a su 
vez, representan más del 80% de los trabajadores y las 
trabajadoras independientes (véase el gráfico III.7). 

Gráfico III.7 
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): EMPLEADORAS Y 
TRABAJADORAS POR CUENTA PROPIA, TOTAL 
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países [en línea] www.cepal.org.mujer.

Si se analizan las tareas realizadas por los trabajadores 
y las trabajadoras independientes a nivel nacional, se 
observa que mientras las cuentapropistas se especializan 
en el comercio, los hombres no se especializan en ninguna 
rama en particular, aunque tengan una presencia un poco 
más marcada en el transporte y los servicios financieros 
(véase el gráfico III.8). 

provenientes del exterior, y compensaciones sociales otorgadas 
por el gobierno. También se consideran las inversiones a plazo 
fijo y la renta de la propiedad, el alquiler imputado y otras 
percepciones de ingresos.
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Recuadro III.9 

INSTITUCIONALIDAD PARA LA IGUALDAD EN COLOMBIA

En Colombia, el acuerdo nacional para la equidad entre 
hombres y mujeres, suscrito por el gobierno, el Congreso, las 
altas cortes y varios gremios, busca consolidar la equidad y la 
igualdad de género como una política de Estado. A partir de 
este acuerdo se creó la Mesa interinstitucional para erradicar 

la violencia contra la mujer, la agenda por la igualdad laboral y 
la Mesa de género intergremial. Debe destacarse, asimismo, 
la alianza entre la Consejería Presidencial para la Equidad 
de la Mujer y la Federación Nacional de Cafeteros para 

transversalizar la perspectiva de género en esta última.

Fuente: Gobierno de Colombia, Informe de país preparado para la undécima Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, 2010. 

Otro dato relevante es que, en la mayoría de los casos, 
las trabajadoras independientes se desempeñan desde su 
hogar, mientras que esto es menos frecuente en el caso de 
los hombres. Asimismo, como ya se ha señalado, el hecho 
de que los hombres trabajen desde su hogar no incide en 
su participación en las tareas de cuidado.

En síntesis, el diagnóstico de la situación laboral de 
las mujeres reafirma lo que señala la literatura aplicada 
al análisis del desarrollo desde la perspectiva de género: 
i)  no es posible comprender los procesos que permiten 
el desarrollo, y sus implicancias en la vida real de las 
personas, sin considerar las relaciones de género que los 
atraviesan; ii)  la globalización y la feminización de la 

fuerza de trabajo han avanzado en forma paralela a los 
procesos de desregulación y flexibilización del mercado 
laboral y, por consiguiente, se asocian al deterioro de 
las condiciones de trabajo en la búsqueda de reducir los 
costos de producción; iii)  las oportunidades abiertas 
a las mujeres por las estrategias de desarrollo de los 
países presentan tendencias complejas, y con frecuencia 
contradictorias, que no modifican la segregación y las 
brechas de ingresos, y iv)  la organización global de la 
reproducción social sigue imponiendo restricciones a 
la participación y autonomía económica de las mujeres 
puesto que se mantienen las dificultades para conciliar el 
trabajo productivo y reproductivo.

Recuadro III.10 
MUJERES Y MICRONEGOCIOS NO AGROPECUARIOS EN MÉXICO

Casi la mitad (47%) de los microempresarios de México son 
mujeres. Ocho de cada diez microemprendedoras crean su 
propio negocio sin ayuda pública, la mitad con sus ahorros 
(54%) y casi un tercio con la ayuda financiera de familiares y 
amigos, para completar en un 53% de las veces el ingreso 
familiar. En el caso de los hombres, cuando crean su propio 
negocio un 62% lo hace con sus ahorros y un 17% con apoyo 
financiero de familiares y amigos, y para completar el ingreso 
familiar en un 13,7% de los casos. 

La mitad de las mujeres son cuentapropistas, con niveles 
educativos inferiores a los de los hombres (el 27% tiene la 
primaria incompleta frente al 17% de los hombres). Ellas se 

concentran en el comercio (el 52% en comparación con el 
28,4% de los hombres) y los servicios (30%) y tienden a trabajar 
en su vivienda (el 55,4% de sus micronegocios carecen de 
local en comparación con el 26% de los emprendimientos 
de los hombres). Sus empresas son de pequeño tamaño (el 
47% nunca han tenido empleados en comparación con el 
39% de los hombres) y no llevan ningún registro contable (un 
71% frente a un 61% de los hombres). Trabajan en promedio 
menos horas que los hombres cuando son cuentapropistas 
y casi el mismo número cuando son empleadoras, y sus 
ganancias son menores en prácticamente todas las ramas 

de actividad, incluso en el comercio. 

Fuente:	México, Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS), Encuesta Nacional de Micronegocios 2008, México, D.F., Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI), 2009.

Gráfico III.8 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE de 16 países): DISTRIBUCIÓN DE LOS TRABAJADORES POR CUENTA PROPIA  

POR RAMA DE ACTIVIDAD ECONÓMICA, TOTAL NACIONAL, ALREDEDOR DE 2008 a
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a	 Países incluidos en el promedio: Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, 

Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay.
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2.	 Los activos: tierra, redes y otros 
activos físicos

La vida en los hogares se desarrolla gracias a la 
disponibilidad de varios activos y recursos, que pueden 
ser individuales o colectivos, públicos o privados, y 
se movilizan para generar ingresos, ya sea a través 
de los procesos de producción de bienes y servicios, 
de la venta de la fuerza de trabajo o de las redes de 
solidaridad entre hogares10.

Los activos influyen en el tipo de estrategia de 
generación de ingresos, en el nivel de estos ingresos y, 
en muchos casos, en la capacidad de garantizar umbrales 
mínimos de seguridad alimentaria. En especial en 
las zonas rurales, también inciden en la capacidad de 
crecimiento de las microempresas11. El acceso a los 
activos influye en el nivel de vulnerabilidad de los 
hogares y de las empresas frente a posibles choques que 
pueden precipitarlos a la pobreza o a situaciones en que 
la rentabilidad de la unidad económica se vea seriamente 
comprometida. En el caso de las mujeres, esto podría 
afectar su autonomía económica.

Es característico el acceso desfavorable de las 
mujeres a los activos, con diferencias aún más marcadas 
en los casos de los grupos poblacionales minoritarios y 
las jóvenes.

En el mundo rural, la tierra es una fuente de identidad 
cultural y de poder político y es fundamental para la 
producción de alimentos y la generación de ingresos. 
En el caso de las mujeres, el acceso a la tierra representa 
la posibilidad de mejorar su capacidad de negociación 
dentro del hogar y de asegurar su vejez, y se asocia a una 
menor incidencia de violencia doméstica (Deere y León, 
2003). No obstante, como ocurre en otros ámbitos, la 
distribución, la administración y el usufructo de la tierra 
se han repartido de manera desigual en la región (Deere y 
León, 2000 y 2003; FAO, 2010 y SACAD/FAMV, 1993), lo 
que explica parcialmente la poca presencia de las mujeres 
entre los trabajadores independientes involucrados en las 
actividades agrícolas.

El acceso a la propiedad de la tierra depende de 
la lógica de reproducción de las unidades agrícolas 
y de los hogares, la que se estructura a partir de la 
organización familiar en torno a los roles de género y a 
la socialización de los hombres y las mujeres, el derecho 
consuetudinario, las leyes de familia y la herencia 
como vector de la continuidad intergeneracional de la 
unidad agrícola y de la comunidad. También influye 

10	 Se refiere a activos naturales, como la tierra y el agua, activos 
físicos, como los equipos, la maquinaria y la infraestructura, 
activos financieros, el “capital humano” y el “capital social”.

11	 El potencial de crecimiento de una empresa depende, entre otras 
cosas, del tipo de bienes y servicios que produce, de la estructura 
del mercado y de su posicionamiento en dicho mercado 
(capacidad de control sobre la formación de precios), así como de 
las características de la demanda según el nivel socioeconómico 
de los consumidores.

el tipo de relaciones entre las comunidades y las leyes 
y regulaciones del Estado y el mercado en contextos 
económicos y sociodemográficos cambiantes. 

En varios países de América Latina se dieron 
procesos de apertura hacia las mujeres en el ámbito del 
derecho público —como las reformas o contrarreformas 
agrarias y los programas de titulación de tierras—, ya 
sea por iniciativa del Estado, en cumplimiento de los 
acuerdos internacionales sobre los derechos de la mujer, 
por la acción de organismos internacionales (Deere y 
León, 2000) o como respuesta a las reivindicaciones de 
las luchas campesinas e indígenas en torno a los derechos 
a la tierra. 

Los derechos a la propiedad por parte de las 
mujeres son independientes de la relación conyugal 
en varios países, como el Brasil, Costa Rica, el Estado 
Plurinacional de Bolivia y Nicaragua. Algunos países, 
como El Salvador, reconocen la “titulación conjunta 
y obligatoria de la pareja” y otros la toman como 
opción, lo que, en general, no favorece el acceso de 
las mujeres a la propiedad. En cuanto a la herencia, los 
códigos civiles han incorporado a lo largo del tiempo 
normas igualitarias que abren camino a los derechos 
de las hijas a los legados. En el Paraguay, por ejemplo, 
el acceso a la tierra para las mujeres está garantizado 
por la Constitución Nacional del año 1992, que declara 
la necesidad de “promover el acceso de la mujer a la 
propiedad de la tierra, garantizando su arraigo a través 
del acceso al título de propiedad” (art. 2b). No obstante, 
los datos del Instituto Nacional de Desarrollo Rural y 
de la Tierra (INDERT) muestran un aumento muy poco 
significativo, de un punto porcentual, de las mujeres con 
título de propiedad de 10 hectáreas entre 2007 y 2009 
(del 33,03% al 34,13%). Esto deja entrever la presencia 
de potentes barreras culturales y administrativas que 
interfieren en el proceso de regularización y recuperación 
de las tierras fiscales emprendido por el gobierno en el 
marco de la Reforma Agraria (Paraguay, 2010).

Aún se advierten amplias discrepancias entre las 
normas de la mayor parte de los códigos civiles o de los 
códigos agrarios y las prácticas efectivas que rigen los 
derechos a la propiedad de la tierra. En gran medida, esto 
se explica por los usos y costumbres que privilegian al 
varón como poseedor de los activos familiares. Los casos 
de coexistencia entre el derecho consuetudinario y el 
derecho escrito son muy comunes en la región y sirven 
para resolver conflictos sobre la tenencia de la tierra. 

La escasez de tierras productivas y la presión 
demográfica llevan a distintas estrategias de adaptación. 
Mientras que en algunos países se produce un cambio de 
un sistema de herencia equitativa a la concentración de la 
tierra en la línea masculina, en otros esta misma presión 
insta a las familias a realizar múltiples actividades, con 
lo que dejan de depender de la producción agropecuaria. 
Este proceso resulta en una herencia de la tierra que tiende 
a ser más equitativa. 
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Si bien la evidencia estadística sobre el acceso de 
las mujeres rurales a la propiedad y al control de la tierra 
sigue siendo escasa, Deere y León (2003) destacan que 
la herencia es el principal medio de acceso a la tierra al 
menos en seis países de la región: Brasil, Chile, Ecuador, 
México, Nicaragua y Perú. 

El acceso se da de forma desigual y, por lo 
general, el tamaño medio de los predios de mujeres  
—ya sean heredados u obtenidos por otros medios— 
es menor que el de los hombres. Este hecho podría 
relacionarse con varios factores, ya que cuando la 
mujer es mayor y hereda junto a sus hijos, la tierra debe 
repartirse, y cuando es menor, suele recibir menos porque 

se cree que su cónyuge tiene la obligación de mantenerla.
Esto ocurre en un contexto de deterioro de la 

agricultura campesina, disminución del valor económico 
de las tierras y liberalización de los mercados de tierras, 
cosa que, paradójicamente, se da en el preciso momento 
en que las mujeres comienzan a tener acceso a este bien.

En las zonas urbanas el escenario es diferente, ya 
que no existe tierra para heredar. El valor simbólico de la 
herencia de la tierra se traslada al legado de la educación, 
que es el resultado de la inversión y el sacrificio de los 
padres. Aquí cobran importancia otros activos físicos y el 
capital social para que las mujeres puedan beneficiarse de 
las oportunidades económicas. 

Recuadro III.11 
MUJERES NICARAGÜENSES PROPIETARIAS DE NEGOCIOS EN EL MEDIO URBANO

El acceso de las mujeres a la propiedad de los activos 

requeridos para emprender o asegurar la continuidad de 

una actividad económica como trabajadoras independientes 

se encuentra, en general, poco documentado en las 

encuestas de hogares. La mejor fuente de información son 

las encuestas sobre las microempresas y las pequeñas y 

medianas empresas. Sin embargo, se están dando pasos 

importantes para subsanar las falencias observadas en las 

encuestas de hogares y 11 países de América Latina ya han 

levantado información individual sobre propiedad de activos 

en las encuestas de medición del nivel de vida. 

En el caso de Nicaragua, único país que disponía de 

suficiente información sobre distintos activos y sus valores 

sobre la base de una encuesta de 2001, se encontró que 

las mujeres poseen entre el 36% y el 41% de la riqueza 

física de los hogares, es decir del conjunto de activos, como 

la vivienda, la tierra, el ganado, los bienes de consumo 

durables, los ahorros y los negocios.

En cuanto a los negocios identificados en los hogares, 

la encuesta indica que la mayoría de los propietarios 

(55,2%) y de los encargados de tomar las decisiones eran 

mujeres. Además, en el 15,8% de los hogares “propietarios” 

de negocios se identificaron casos de copropiedad entre 

hombres y mujeres. En contrapartida, el papel de la persona 

encargada de la toma de decisiones en el medio rural es 

asumido por las mujeres en la agricultura en el 8,8% de los 

hogares, mientras que se encuentran mujeres propietarias de 

tierras en el 21% de los hogares (incluso como copropietarias 

en el 4,1% de los casos).

Sin embargo, cuando se considera el valor medio de 

los negocios propiedad de hombres y mujeres, las mujeres 

que son únicas propietarias de sus negocios están en clara 

desventaja (el negocio medio de una mujer vale el 30% del 

negocio medio de un hombre). En los casos de propiedad 

conjunta, el negocio medio representa el 91% del valor del 

negocio medio de un hombre. 

Fuente:	Carmen Diana Deere, Gina E. Alvarado y Jennifer Twyman, Poverty, Headship and Gender Inequality in Asset Ownership in Latin America, Center for Latin 
American Studies, Universidad de Florida, enero de 2010.

En varios estudios sobre fuentes de financiamiento 
inicial para microempresas se muestran las realidades 
diferenciadas por sexo. Las mujeres tienden, más que 
los hombres, a movilizar sus ahorros personales y las 
redes de parientes o amigos. Dado que los ingresos de 
las mujeres son menores, el financiamiento inicial sobre 
la base de los ahorros probablemente también sea menor 
y esto determina un acceso desigual de las mujeres a los 
activos de los micronegocios.

3.	 Los servicios financieros
Los servicios financieros disponibles para la población 
de menores ingresos son limitados (Naciones Unidas, 
2009b). Si bien esto afecta a la mayoría de las pequeñas y 
medianas empresas, el sistema financiero formal ha sido 
especialmente excluyente con las mujeres como sujetos 
de crédito y solo en la última década ha comenzado a 
considerarlas un segmento de mercado. No obstante, 
aun cuando existen algunas experiencias de banca para 

mujeres, en general los servicios financieros exigen 
requisitos y garantías inexistentes y tienden a preferir a 
propietarios de bienes o a miembros de hogares con altos 
niveles de ingresos y a grandes empresas, lo que lleva a 
las mujeres a ser objeto de prácticas discriminatorias, 
incluso cuando su perfil financiero es el mismo que el de 
los hombres (Heller, 2010).

Los programas de microfinanzas surgen debido 
a la incapacidad del sector financiero formal de dar 
respuesta a la población de menores recursos. Por 
una parte, están las entidades orientadas a los pobres 
que proveen préstamos que suelen estar subsidiados 
por la cooperación internacional. Por la otra, están 
las instituciones que funcionan bajo la lógica de la 
sostenibilidad financiera y ofrecen paquetes de servicios 
financieros a la población pobre a la que se considera 
posible bancarizar. Este segundo grupo de instituciones 
promueve el desarrollo de emprendimientos pequeños  
y medianos. 
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En los últimos años, la disminución de la 
cooperación internacional para el apoyo a estas entidades 
y la posibilidad de movilizar los ahorros de la población 
pobre en el mundo han alimentado una tendencia a la 
comercialización de los servicios de microfinanzas 
(Naciones Unidas, 2009b), lo que puede favorecer un 
creciente desplazamiento de las mujeres como clientas 
(Frank, 2008). A pesar de esto, un rasgo característico 
del sector microfinanciero es la asignación frecuente de 
préstamos a las mujeres con el argumento de que son 
mejores pagadoras.

Hoy existe un importante debate en torno al impacto 
de las microfinanzas, tanto respecto de su capacidad para 
facilitar el acceso y control de los recursos económicos, 
como de la efectiva promoción de la autonomía económica 
y el empoderamiento económico de las mujeres (Naciones 
Unidas, 2009b). 

La evidencia señala que el acceso a servicios 
microfinancieros ha aumentado el poder de toma de 
decisión de las mujeres, incrementado su autoestima y 
promovido su incorporación a redes sociales vinculadas 
con las actividades productivas que desarrollan. Estos 
recursos también les han permitido a ellas y a sus entornos 
familiares evitar someterse a prestadores usureros y 
reducir su participación en empleos en condiciones 
extremadamente precarias.

Por el contrario, algunos análisis han concluido 
que, en ciertos casos, los préstamos a las mujeres 
pueden incrementar la tensión y la violencia doméstica, 
hacer que los hombres reduzcan su participación en el 
presupuesto familiar, agregar peso a la carga de trabajo 
de las mujeres, incrementar su endeudamiento y producir 
una saturación en los segmentos de mercado donde se 
ubican estas mujeres.

D.	 Los servicios de cuidado

La oferta de servicios públicos de cuidado infantil es 
deficiente en la región, aunque algunos países cuentan 
con cierta cobertura diferenciada según el grupo etario 
u orientada a determinados segmentos de la población12. 
En respuesta a esta necesidad, México creó un Programa 
de guarderías y estancias infantiles para apoyar a madres 
trabajadoras y el Estado Plurinacional de Bolivia, a través 
de la política pública de igualdad de oportunidades, propone 
la redistribución de las tareas de cuidado en los hogares. En 
el marco del programa Chile Crece Contigo, en este país 
se incrementó la oferta pública de salas cuna en un 240% 
respecto de 1990. Por su parte, el Gobierno de Suriname 
ofrece centros de cuidado diarios y el Gobierno de Trinidad 
y Tabago asigna una disminución en el pago de tasas a 
las empresas que proveen servicios de cuidado infantil 
(CEPAL, 2009c). Aunque existen disposiciones legales para 
organizar el cuidado dentro de las empresas, entre las que se 
incluye el derecho de las madres trabajadoras a contar con 
una sala cuna, la evidencia muestra que el cumplimiento de 
estas disposiciones es muy bajo en varios países.

Es interesante observar que en algunos países, 
como Costa Rica, el Ecuador, Jamaica y Suriname, las 
necesidades de cuidado se están perfilando como un 
campo específico de las políticas públicas. En Costa 
Rica, el objetivo número uno de la Política Nacional 
para la Igualdad y Equidad de Género corresponde al 
cuidado como corresponsabilidad social, con especial 
atención al aumento de la infraestructura de cuidado 

12	 Un estudio realizado entre trabajadoras temporales de la 
agroexportación en Chile (Wilson y Caro, 2009) muestra que 
las estrategias de cuidado infantil no son de larga duración. Se 
destacan las siguientes modalidades: i)  las redes femeninas de 
parentesco; ii)  las ayudas informales pagadas; iii)  la tutela de 
la hija mayor, y iv) los centros estacionales de cuidado infantil 
coordinados por organismos públicos, con cobertura limitada. 
La figura masculina como cuidador aparece como marginal. 

y a la promoción de cambios culturales a favor de la 
corresponsabilidad entre hombres y mujeres13. En 
Jamaica se está revisando la legislación respecto del fuero 
maternal para ofrecer mayor protección a las mujeres 
embarazadas mediante el aumento del costo de las multas 
a los empleadores que incurren en falta14. En Suriname 
se agregó al código civil el fuero maternal pagado15. 

En este ámbito también se constata la diferencia 
entre mujeres, ya que quienes cuentan con mayores 
niveles de ingreso en general acceden a servicios 
mercantiles de cuidado y con ello liberan tiempo para el 
trabajo remunerado. A su vez, esto les permite sostener el 
nivel de ingresos necesario para adquirir servicios que les 
permitan conciliar la vida laboral y familiar.

Lo contrario sucede con las mujeres pobres y de 
sectores medios, ya que la falta o debilidad de servicios 
públicos hace que les resulte prácticamente imposible 
poder conciliar su vida laboral y familiar, lo que las 
excluye de las oportunidades de trabajo. 

Por ahora, ni el mercado ni el Estado ofrecen 
opciones para conciliar la vida familiar y laboral, a lo que 
se agrega la mínima participación de los hombres en las 
responsabilidades familiares. Una importante medida que 
se está implementando en varios países es el otorgamiento 
de licencias por paternidad que, sobre la base de la 
experiencia recogida en otras regiones, buscan promover 
las responsabilidades compartidas en los hogares (véase 
el recuadro III.12). Debido al carácter reciente de esta 
medida, aún no se cuenta con evaluaciones que permitan 
identificar el cumplimiento de las normas. 

13	 Véase el Informe de Costa Rica presentado ante la undécima 
Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe.

14	 Véase el Informe de Jamaica presentado ante la undécima Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe.

15	 Véase el Informe de Suriname presentado ante la undécima 
Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. 
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Recuadro III.12
LOS PERMISOS DE PATERNIDAD Y LA IGUALDAD DE GÉNERO a

Es preciso que los gobiernos conciban, codo a codo con los 
interlocutores sociales, políticas adecuadas que propicien 
un mayor equilibrio entre las responsabilidades familiares y 
las laborales de las mujeres y los hombres a fin de que tales 
responsabilidades se compartan de manera más equitativa. 
Dichas políticas deberían incluir licencias parentales y/o de 
paternidad (que contengan incentivos para los hombres que 
las utilizan, dado que, cuando existen, a menudo los hombres 
no las aprovechan) (OIT, 2009, párr. 42). En Colombia, la 
madre puede ceder al padre 1 de las 12 semanas de su 
licencia por maternidad.

Trece países ya han implementado licencias por 
paternidad en el caso de un hijo recién nacido o adoptado, 

pero estas varían de 2 días en la Argentina y el Paraguay 
a 15 días en Costa Rica. Por su parte, el Ecuador apoya 
las responsabilidades familiares con una licencia de ocho 
días para empleados públicos por “calamidad doméstica”, 
entendiendo como tal, entre otras cosas, la enfermedad 
grave del cónyuge, del conviviente o de cualquier pariente 
hasta el segundo grado de consanguinidad (Ley de Servicio 
Civil). En el Caribe, las Bahamas, Belice, Dominica y las Islas 
Caimán otorgan algún tipo de licencia familiar a los padres. 
En Cuba, la ley permite al padre compartir la licencia de 
maternidad hasta por seis meses, sin pérdida de su puesto 

de trabajo y con retribución salarial. 

Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de los informes de países presentados en la undécima Conferencia Regional 
sobre la Mujer de América Latina y el Caribe; Examen y evaluación de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing y el documento final del vigésimo 
tercer período extraordinario de sesiones de la Asamblea General (2000) en países de América Latina y el Caribe, Santiago de Chile (LC/L.3175) [en línea] 
http://www.eclac.cl/mujer/noticias/paginas/8/36338/CEPALBeijing15.pdf.; Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Dominica, 2009, 
y Observatorio de igualdad de género de América Latina y el Caribe [en línea] http://www.cepal.org/oig/, 2009.

a	 Al respecto puede consultarse Naciones Unidas (2009b).

Recuadro III.13 
HACIA LA IGUALDAD SALARIAL ENTRE MUJERES Y HOMBRES EN AMÉRICA LATINA

Desde la aprobación del Consenso de Quito, algunos 
países han empezado a establecer explícitamente en 
su legislación, constitución política y código laboral la 
obligación de los empleadores de no discriminar por 
razón de sexo y de respetar el principio de igualdad 
de remuneraciones entre hombres y mujeres que 
desempeñan una misma función. Entre ellos se destacan 
las siguientes medidas:

Chile: Ley núm. 20.348 de igualdad salarial entre hombres •	
y mujeres que rige para los empleados del sector privado 
y público, ya que modifica el Estatuto Administrativo y lo 
vuelve aplicable a los funcionarios que contrata del Estado.

Colombia: Código Sustantivo del Trabajo y sus decretos •	
reglamentarios con disposiciones relacionadas, entre 
otras cosas, con la prohibición de establecer diferencias 
en el salario por razones de sexo.
España: Realización de una campaña específica de •	
inspección a cargo de la Dirección General de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, dentro del Plan de Actuaciones 
2008–2010 de vigilancia del cumplimiento en las empresas 
de la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.
República Dominicana: Reconocimiento de la igualdad •	
salarial por igual trabajo en el texto de la nueva 
Constitución política proclamada el 26 de enero de 2010.

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de los informes nacionales presentados por los gobiernos de América Latina 
ante la undécima Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, 2010; Gobierno de Chile, Dirección del Trabajo, “En vigencia la ley de 
igualdad salarial entre hombres y mujeres en Chile”, 21 diciembre de 2009, Inspección del Trabajo en línea [en línea] http://www.dt.gob.cl/1601/w3-article-
97404.html. 

E.	 Las brechas de ingresos laborales

1.	 Los ingresos salariales

La brecha de ingresos salariales entre hombres y mujeres 
ha ido disminuyendo con el tiempo y el ingreso salarial 
medio de las mujeres pasó de ser el 69% del de los hombres 
en 1990 a ser el 79% en 200816. 

La vigencia de esta brecha es consecuencia del 
efecto simultáneo de un promedio de menos horas 
trabajadas por las mujeres, de su sobrerrepresentación 
en ocupaciones con menor nivel de remuneración y su 

16	 Cuando se excluye a las mujeres y los hombres que se desempeñan 
como empleados domésticos, el ingreso salarial medio de las 
mujeres pasa del 72% al 85% del de los hombres en el mismo 
período (CEPAL, 2009d). 

subrepresentación en posiciones de alto nivel jerárquico 
y de la persistencia de salarios menores para un trabajo 
de igual valor que el de los hombres17. Este último factor 
se vincula no solo con el hecho de que en algunos países 
el principio de igualdad salarial entre hombres y mujeres 
no tuvo fuerza de ley entre 1990 y 2008, sino también con 
las barreras culturales que se impusieron a pesar de la 
inscripción de este principio en las leyes de otros países. 

17	 Cabe recordar que el hecho de que las mujeres trabajen menos 
que los hombres para el mercado responde a una circunstancia 
condicionada por el entorno cultural, social y económico, y no 
puede considerarse, en la mayoría de los casos, como una opción 
libre de las mujeres.
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2.	 Los ingresos de los trabajadores 
independientes

Las trabajadoras independientes tienden a ganar menos 
que los hombres que desempeñan la misma labor. En el 
caso que nos ocupa, los empleadores además se diferencian 
de los trabajadores por cuenta propia, entre otros factores, 
por el tamaño de la inversión, el valor de sus activos fijos, 
el número de personas ocupadas, su nivel educacional 
y tecnológico, y el volumen de la demanda. El análisis 
por sexo de las brechas entre empleadores muestra 
cómo se articulan múltiples desigualdades que afectan 
sistemáticamente en forma adversa a las mujeres.

Más llamativa aún es la brecha por sexo entre 
trabajadores por cuenta propia. En este segmento, en 
2008 las mujeres percibían ganancias equivalentes al 55% 
de las que recibían los hombres, mientras que en el caso 
de los empleadores, las mujeres obtenían el 70% de las 
ganancias de los hombres. La brecha entre las ganancias 
de los empleadores y de los trabajadores por cuenta propia 
se ha ensanchado: de 8 puntos porcentuales en 1990 llegó 
al punto máximo de 21 puntos porcentuales en 2002 y 
posteriormente disminuyó, aunque sin volver al valor de 
1990 (véase el gráfico III.9).

Gráfico III.9 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE): RELACIÓN ENTRE EL INGRESO MEDIO LABORAL DE LAS MUJERES  

Y LOS HOMBRES, POBLACIÓN ECONÓMICAMENTE ACTIVA OCUPADA
(En porcentajes)
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países. 

Las ganancias a que pueden acceder las trabajadoras 
independientes están condicionadas por su nivel 
educativo, su acceso a recursos productivos y su inserción 
en sectores de actividad que generalmente enfrentan 
problemas de mercado y presentan menor productividad 
y rentabilidad, además de una línea (más) porosa entre el 
negocio y el presupuesto del hogar. 

Aunque el trabajo independiente suele ser visto como 
una forma de compatibilizar la generación de ingresos con 

las labores reproductivas, estas también son un obstáculo 
al emprendimiento y al desempeño de las trabajadoras 
independientes. Si bien estas mujeres tienen, a priori, 
mayores márgenes de maniobra —ya que no se encuentran 
sometidas a una relación de subordinación como las 
asalariadas—, las responsabilidades de cuidado también 
recaen sobre sus hombros. Además, están excluidas de los 
ya escasos servicios de cuidado disponibles para algunos 
segmentos formales de la población laboral. 
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Esta es una de las razones fundamentales por 
las que las trabajadoras independientes, en particular 
las cuentapropistas, tenderían a ejercer su actividad 
en su vivienda con más frecuencia que los hombres. 
Se trata de una manera precaria de compatibilizar el 
trabajo de cuidado y la actividad remunerada a pesar 
de las desventajas tanto para las empresas como para la 
autonomía de las mujeres. Una de estas desventajas es el 
aislamiento respecto de las redes que son esenciales para 
conocer el mercado y posicionarse en él.

La carga de las labores reproductivas explica también 
que las trabajadoras independientes dediquen un promedio 
de horas menor al trabajo remunerado que los hombres. 
Esto ocurre, por ejemplo, en México, con las trabajadoras 
por cuenta propia, mientras que las empleadoras trabajan 
casi el mismo número de horas que los empleadores y 
tienden a ganar más que las cuentapropistas. Es razonable 
entonces pensar que las empleadoras puedan recurrir, en 
mayor medida, a servicios de cuidado18.

Recuadro III.14 
LAS DESVENTAJAS DE TRABAJAR EN LA VIVIENDA

El trabajo en la vivienda se caracteriza por un mayor grado 

de aislamiento, pues, a las dificultades para poner un 

límite claro entre el tiempo de trabajo y el de descanso, se 

suman la falta de condiciones apropiadas para trabajar, 

lo que puede causar problemas de salud y seguridad a la 

microempresaria y su familia y limitar el desarrollo de la 

microempresa. Las mujeres enfrentan, además, problemas 

asociados a la falta de separación entre las actividades 

propias de la microempresa y la vida doméstica, lo que 

puede incidir negativamente en ambos espacios. En el 

caso de los hombres que trabajan en la vivienda, el horario 

de trabajo suele responder a sus propias decisiones y 

a la naturaleza de su labor. La jornada de las mujeres, en 

cambio, se estructura a partir de la jornada de los niños y 

de las necesidades del resto de la familia (cocinar, servir 

la comida y limpiar, entre otras). Esto puede repercutir en 

forma negativa en su desempeño como microempresaria, 

por las frecuentes interrupciones de la jornada de trabajo 

para cumplir con labores domésticas. Otra desventaja que 

enfrentan las mujeres es que, al desempeñar el trabajo en la 

vivienda, se tiende a invisibilizar su aporte económico. Como 

consecuencia, se dificulta el proceso de negociación en el 

grupo familiar tendiente a lograr que se compartan las tareas 

domésticas y a mejorar la posición de la mujer en general.

Fuente:	María Elena Valenzuela y Silvia Venegas, Mitos y realidades de la microempresa en Chile. Un análisis de género, Santiago de Chile, Centro de Estudios de la 
Mujer (CEM), 2001.

F.	 El empleo, la protección social y la pobreza

1.	 Los sesgos de género de la 
protección social

Las instituciones de protección social se configuraron en 
la región principalmente en torno a la relación salarial y 
se orientaron a proteger al trabajador formal y a su familia 
contra riesgos de enfermedad, desempleo y vejez y en 
caso de eventos vitales como el nacimiento y la muerte 
(CEPAL, 2006). Aunque el modelo de trabajador hombre 
y proveedor se ha debilitado, aún sigue funcionando como 
el supuesto básico del sistema, y es a través de ellos que 
las esposas y familias pueden acceder a beneficios como 
previsión, salud y vivienda19. En ese modelo, las mujeres 
no son sujetos autónomos de derecho, salvo que cuenten 
con un empleo formal. 

18	 También es probable que la estructura demográfica de las 
dos poblaciones —mujeres cuentapropistas y empleadoras— 
difiera. La edad media de las segundas es mayor que la de las 
primeras, lo cual podría representar menores cargas de cuidado 
para las empleadoras.

19	 En los últimos años, algunos países han reformado las leyes 
de familia y eliminaron la exigencia del matrimonio legal para 
acceder a estos derechos (CEPAL, 2006).

Por otra parte, si bien la asistencia social pública, 
sobre todo en salud, cuenta con una larga trayectoria en 
nuestro continente, es con el paradigma neoliberal de 
los años ochenta que se constituye en un pilar básico de 
las políticas sociales. En ese momento, los Estados se 
proponen focalizar el gasto público social en la población 
más desfavorecida y perfeccionan mecanismos de 
subsidios y servicios básicos a los que se accede bajo la 
condición de pobreza o de vulnerabilidad social. En este 
marco, las mujeres son las que canalizan los beneficios de 
la asistencia pública hacia los hogares. 

En las dos últimas décadas, la protección social 
se configuró como un sistema mixto, con participación 
del Estado y del mercado, que combina modalidades 
de acceso a servicios a través de la relación salarial 
o de la certificación de pobreza o vulnerabilidad 
social, cada una de las cuales presenta sesgos de 
género específicos. Durante los años noventa, estos 
sistemas fueron objeto de reformas que establecieron 
“sistemas de capitalización individual y contribución 
definida en reemplazo o complemento del sistema de 
reparto y beneficio definido” (Marco, 2004, pág. 241) y 
“fueron diseñadas considerando a un destinatario tipo: 
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varón, trabajador del sector formal, con remuneraciones 
suficientes y estables”20.

La capacidad de recaudación y gasto del Estado ocupó 
el centro de los debates y las decisiones sobre las reformas 
al conjunto de políticas e instituciones involucradas en la 
protección social, en el marco de un debate mayor sobre 
el papel del Estado, las empresas y otros actores en la 
distribución de la riqueza y de los riesgos. Un estudio 
comparativo de las políticas fiscales y la igualdad de 
género en Chile, el Ecuador, España y Guatemala (Pazos 
y Rodríguez, 2010) muestra que, más allá de la diferencia 
en el peso del gasto social en estos países, los sistemas 
de protección social de América Latina son débiles por 
la limitada capacidad financiera del Estado a causa de la 
baja carga fiscal, la recaudación regresiva de impuestos y 
el paupérrimo nivel de cotizaciones fiscales. 

La política fiscal constituye un instrumento crucial 
de la intervención del Estado en la economía. A través de 
la política de gasto público, el Estado puede proveer a la 
población los recursos, bienes y servicios necesarios para 
garantizar estándares básicos de vida. 

Esta opera también sobre un campo desigual, ya que 
la estructura y dinámica del sistema económico ubica en 
posiciones diferentes a hombres y mujeres. Las implicancias 
de las acciones en política fiscal tienen, por tanto, un impacto 
de género diferenciado. Por lo mismo, pueden tanto contribuir 
a reducir la inequidad de género, como a potenciarla.

Para evaluar la política fiscal desde la perspectiva 
de la equidad de género hay que tener en cuenta sus 
implicancias en dos aspectos: i) cómo afecta el acceso y 
control de recursos económicos de los hombres y mujeres; 
ii) cómo afecta las decisiones de hombres y mujeres 
respecto de la distribución del trabajo total, productivo y 
reproductivo.

Una política fiscal favorable a la equidad de género, 
será aquella que: i)  mejora la distribución de recursos 
económicos; ii)  amplía el campo de oportunidades 
económicas para hombres y mujeres; iii) genera incentivos 
positivos a la inserción laboral de las mujeres; iv) remueve 
las barreras que impiden una plena inserción laboral 
de las mujeres, en particular las vinculadas con las 
responsabilidades de cuidado; v) promueve la incorporación 
de los hombres a las tareas de cuidado; vi)  mejora las 
condiciones para que todas las personas puedan conciliar 
vida laboral y familiar sin tener que recurrir a empleos de 
segunda categoría, y vii) distribuye de manera progresiva 
el peso del financiamiento de las políticas públicas.

La aplicación del principio de igualdad de género 
al sistema de impuestos y prestaciones no entra en 
contradicción con el principio de eficiencia económica. Al 

20	 Los sistemas de capitalización individual y contribución definida 
se implementaron en la Argentina, el Brasil, Colombia, Costa Rica, 
Chile, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia, México, 
Nicaragua, el Perú, la República Dominicana y el Uruguay. De 
este grupo, solo en el Brasil se recurrió a una combinación de 
ambos sistemas.

contrario, como se explicó anteriormente, la desigualdad 
de género es ineficiente. Los principios de la actuación 
de los poderes públicos son totalmente compatibles y 
complementarios si se aplican de forma coherente y sin 
tomar como restricción el mantenimiento de la división 
sexual del trabajo. Por ejemplo, la desprotección de las 
familias monoparentales es, en primer lugar, contraria al 
principio de equidad horizontal. Basta considerar que las 
familias monoparentales son, en muchas ocasiones, objeto 
de menores desgravaciones que los matrimonios. Sin 
embargo, al mismo ingreso bruto, la capacidad de pago de 
una madre sola con un hijo a cargo es menor que la de un 
matrimonio sin hijos con un solo perceptor de rentas, pues 
mientras que un hijo origina gastos, un ama de casa produce 
bienes y servicios para el hogar. El tradicional olvido del 
trabajo doméstico hace que este extremo no se tenga en 
cuenta, y así se considera a una mujer mayor carga económica 
que un hijo o hija. El principio de equidad vertical también 
se encuentra afectado, ya que las tasas de pobreza de estas 
familias son mayores que las de las familias biparentales. 
Finalmente, la desprotección de las familias monoparentales 
es la principal causa de pobreza infantil y este fenómeno 
es una gran fuente de ineficiencias y externalidades, dado 
que el bienestar y la atención a la infancia es clave para la 
formación del capital humano (Pazos, 2010).

La articulación entre capacidad fiscal limitada, 
políticas focalizadas y supuestos de género en el diseño 
de la protección social se ha manifestado de diversas 
formas en las políticas sociales en la última década, de las 
que analizaremos dos casos emblemáticos: las reformas 
previsionales y las transferencias condicionadas.

La desigualdad de los ingresos de las mujeres respecto 
de los hombres, las trayectorias laborales interrumpidas 
por la maternidad, las tasas de desempleo más elevadas y la 
mayor dificultad para reingresar al mercado laboral cuando 
están desocupadas (Weller, 2007) inciden negativamente 
en la previsión de las mujeres, que registran una densidad 
y un volumen de aportes previsionales inferiores a los de 
los hombres.

En un análisis comparativo realizado sobre los 
tránsitos a corto plazo entre distintas condiciones de 
actividad según sexo y grupos de edad en algunos países 
de la región se observó que “los hombres se mantienen 
ocupados en forma más estable que las mujeres y cuando 
salen del empleo se ubican principalmente en el desempleo, 
lo que refleja su preferencia para quedar ocupado de manera 
continua. En el caso de las mujeres se registran mayores 
tasas de salida de la ocupación y un flujo mayor hacia la 
inactividad económica” (Weller, 2007, págs. 39-40). En 
el Ecuador, por ejemplo, el seguimiento de un grupo de 
personas desocupadas (es decir, que buscaban empleo) 
adultas de ambos sexos mostró que, transcurrido un mes, 
el 32,7% de los hombres se había vuelto a ocupar y el 6,7% 
había pasado a la inactividad. En cambio, solo un 16,4% 
de las mujeres estaba ocupada en el mismo plazo, mientras 
que el 25,7% había pasado a la inactividad. 
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En los tránsitos de mediano plazo (de 24 a 36 meses) 
observados en el Ecuador y el Perú (Weller, 2007, pág. 
41) también se registran grandes diferencias entre las 
trayectorias de hombres y mujeres, adultos y jóvenes. Los 
hombres adultos son los que claramente tienen el vínculo más 
permanente con el mercado y en el Ecuador, por ejemplo, 
la mayoría siempre están ocupados (85%). Eso no ocurre 
con las mujeres (solo un 38% están siempre ocupadas), que 
salen más frecuentemente del mercado de trabajo hacia la 
inactividad (el 26,8% frente al 5,2% de los hombres) por su 
dedicación a las responsabilidades del hogar.

Estos ejemplos sugieren que las discriminaciones 
y menores oportunidades que encuentran las mujeres 
en el mercado se combinan con las interrupciones por 

maternidad o por el trabajo de cuidado, lo que resulta en 
una historia laboral discontinuada que se traduce en una 
situación previsional desfavorecida respecto de los hombres, 
independientemente de que esta también sea insuficiente.

Un factor crítico en los sistemas de capitalización 
individual es el uso de tablas de vida diferenciadas por 
sexo, donde, debido a su mayor esperanza de vida, se 
observa que las pensiones de las mujeres son de un nivel 
considerablemente menor al de los hombres que hayan 
reunido un fondo similar de jubilación. Este modelo excluye 
a quienes no cuentan con un empleo formal y a quienes, 
aun teniéndolo, no logran acumular un fondo suficiente 
para acceder a una pensión básica, situaciones que son más 
frecuentes en las mujeres. 

Recuadro III.15 
REFORMAS PREVISIONALES CON CARA DE MUJER

Uno de los objetivos explícitos de la reforma previsional 
chilena (ley Nº 20.255 de 2008) era reducir la brecha entre 
las pensiones de vejez de hombres y mujeres. Entre los 
beneficios establecidos se encuentran la pensión básica 
solidaria de vejez, que en 2011 abarcará al 60% más 
vulnerable de la población que no tenga acceso a otra forma 
de previsión, principalmente mujeres, y el aporte previsional 
solidario de vejez, que complementa las pensiones más 
bajas, recibidas usualmente por mujeres, que se convierten 
así en las principales beneficiadas por la reforma. Además, 
al cumplir los 65 años se entrega a todas las mujeres un 
bono por hijo nacido vivo que se agrega al fondo previsional 
de cada una.

Otro caso destacable es el del Uruguay, que con la ley 
Nº 18.395 de 2008 flexibiliza las condiciones de acceso a 
las jubilaciones y pensiones, lo que contribuye a la inclusión 
de más mujeres. A la vez, para el cómputo de años de 
trabajo remunerado, les reconoce un año por hijo biológico o 
adoptivo. Por otra parte, se aplicaron aumentos diferenciales 
para mejorar las jubilaciones y pensiones más sumergidas, 
en las que están incluidas mayoritariamente las mujeres.

Otras medidas que mejoran el derecho a previsión de las 
mujeres son las pensiones no contributivas establecidas en la 
Argentina, Barbados, México y Suriname, los subsidios para 
adultos mayores como el de Colombia y la renta universal de 
vejez (“renta dignidad”) del Estado Plurinacional de Bolivia.

Fuente:	Sonia Yáñez, “La dimensión de género en la reforma previsional chilena (Ley Nº 20.255 de reforma de pensiones)”, serie Mujer y desarrollo, Nº 101 (LC/L.3199-P), 
Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2010. Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta: S.10.II.G.11; Rosario 
Aguirre y Lucía Scuro Somma, “Panorama del sistema previsional y género en Uruguay. Avances y desafíos”, serie Mujer y desarrollo, Nº 100 (LC/L.3190-P), 
Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2010. Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta:S.10.II.G.17 y CEPAL, 
Examen y evaluación de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing y el documento final del vigésimo tercer período extraordinario de sesiones de la 
Asamblea General (2000) en países de América Latina y el Caribe, Santiago de Chile (LC/L.3175) [en línea] http://www.eclac.cl/mujer/noticias/paginas/8/36338/
CEPALBeijing15.pdf, 2009.

Sobre la base de la necesidad de reconocimiento 
político de estas desigualdades, en diversos acuerdos 
internacionales de los gobiernos, tanto de nivel mundial 
como regional, se han incluido compromisos tendientes 
a implementar sistemas de seguridad social que brinden 
beneficios adecuados a las mujeres. Los cambios 
consignados contienen avances importantes desde el punto 
de vista del género. 

Los beneficios por maternidad pueden considerarse 
una compensación, aunque insuficiente, por la trayectoria 
laboral perdida, mientras que las medidas que elevan las 
pensiones compensan los menores ingresos laborales de las 
mujeres. Por otra parte, las pensiones universales por vejez 
—aunque no llegan a representar un ingreso adecuado— 
desligan el derecho a pensión de la trayectoria laboral, lo 
que puede considerarse un reconocimiento social a las 
mujeres que trabajaron toda su vida en el cuidado de su 
familia y un avance hacia un concepto universal del derecho 
a previsión. Los desafíos que persisten se relacionan con la 
capacidad fiscal para asegurar ingresos suficientes a toda 
la población mayor. 

2.	 Las transferencias condicionadas: 
¿empoderamiento de las mujeres?

La persistencia de la pobreza en la región ha mantenido 
el tema en el centro de la preocupación de los gobiernos. 
La modalidad de intervención más extendida desde 
mediados de la década de 1990 han sido los programas 
de transferencias condicionadas. Al menos 17 gobiernos 
implementan este tipo de programas, cuya característica 
distintiva es la transferencia periódica de dinero a las 
familias, a condición de que cumplan con determinadas 
obligaciones, como la asistencia escolar o los controles 
periódicos de salud de los niños y las niñas21. En la 
mayoría de los casos, las mujeres son elegidas para recibir 
el beneficio y se ven obligadas a asumir los compromisos 
que demanda el programa.

21	 Los 17 países son: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, 
Honduras, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana y Trinidad y Tabago (CEPAL, 2009c).
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Recuadro III.16 
EL IMPUESTO A LA RENTA EN CHILE

El sujeto de imposición es la persona individual, y no existe 

posibilidad de optar por la tributación conjunta en el caso 

de personas convivientes en matrimonios legalmente 

constituidos. Esto constituye un primer punto positivo 

del sistema chileno debido a que: i)  evita la frecuente 

discriminación en los sistemas de tributación conjunta que 

supone la imposición de una tasa marginal mayor para el 

ingreso secundario del hogar, que, dadas las inequidades de 

género en el mercado laboral y en la distribución del trabajo 

(remunerado y no remunerado), suele ser el de la mujer; ii) por 

lo anterior, no impone desincentivos a la oferta de fuerza de 

trabajo de las mujeres casadas, y iii) no impone condiciones 

de tributación diferentes para distintos tipos de hogares, por 

lo que no promueve ningún arreglo familiar particular (elimina 

cualquier motivación fiscal para el matrimonio o cualquier 

penalización para hogares monoparentales).

Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).

Según se informa en el Panorama social de 
América Latina (CEPAL, 2009d), estos programas 
alcanzan en la actualidad al 17% de la población de 
América Latina y el Caribe con un financiamiento 
equivalente al 2,3% del gasto público social total y al 
0,25% del PIB de la región.

Entre las experiencias más consolidadas, y a la vez 
exitosas en la reducción de la pobreza, corresponde citar 
a los programas Bolsa familia del Brasil y Oportunidades 
de México. En ambos casos, las transferencias implican 
un 0,41% y un 0,43% del PIB, casi al punto de duplicar 
el promedio regional. El programa Bolsa familia (2003) 
atiende a más de 11 millones de familias y llega a más 
de 40 millones de personas. El 94% de las receptoras 
son mujeres y el 69% de las familias que se benefician 
están compuestas por negros y pardos. Como resultado 
de este y otros programas, la pobreza cayó 10 puntos 
entre 2002 y 2007.

En México, el Programa de Desarrollo Humano 
Oportunidades (2002), un rediseño del Programa de 
Educación, Salud y Alimentación (Progresa), atiende 
en la actualidad a cinco millones de familias que viven 
en localidades rurales o semiurbanas y ha contribuido 
al descenso de 11 puntos de la pobreza entre 2002 y 
2006. Otros países han instrumentado programas de 
transferencias en contextos diferenciados y considerando 
grupos objetivos más focalizados. Tal es el caso de la 
Argentina con la Asignación Universal por Hijo de 2009, 
que consiste en una prestación monetaria no retributiva 
de carácter mensual que se abona a uno de los padres, 
tutor, cuidador o pariente por cada menor de 18 años 
que se encuentre a su cargo. La condicionalidad es 
el cumplimiento de los controles sanitarios y el plan 
de vacunación obligatorio. Esta asignación ha tenido 
repercusiones en el comercio y la industria locales22. En 
Guatemala, el programa Mi Familia Progresa entrega 
transferencias monetarias condicionadas como principal 
herramienta de protección social para aliviar la pobreza 

22	 Para más información véase el informe de la Argentina preparado 
para la undécima Conferencia Regional sobre la Mujer de 
América Latina y el Caribe, 2010. 

y la pobreza extrema23. Las evaluaciones que se han 
realizado de estos programas hacen hincapié en su 
impacto positivo en el nivel y la estabilidad de ingresos 
de los hogares más vulnerables, así como en la efectiva 
mejora de las condiciones de asistencia escolar y control 
sanitario de los niños y las niñas24. 

En cambio, los beneficios en términos de la 
situación específica de las mujeres, pueden considerarse 
ambivalentes. Por una parte en todos los países donde 
se aplica, se ha ofrecido a las mujeres un cierto nivel 
de ingresos que favorece su autonomía y capacidad de 
negociación en los hogares. Por la otra, se argumenta que 
las contraprestaciones exigidas y la propia gestión del 
programa —como el simple hecho de cobrar el beneficio— 
comprometen el tiempo de las mujeres. Además, las 
transferencias pueden desincentivar la inserción laboral 
porque muchas veces los beneficios desaparecen si se 
consigue otra fuente de ingreso (Pazos y Rodríguez, 
2009). En ese sentido, aún nos encontramos a medio 
camino entre un modelo de programa maternalista y otro 
asistencial, que refuerza la permanencia de las mujeres en 
tareas de cuidado en el hogar, al tiempo que otorga ingresos 
monetarios25. El gran desafío es evitar la dependencia de 
las mujeres más pobres de un proveedor, que esta vez es 
el Estado, y tender puentes hacia la inserción laboral.

Transitar hacia un sistema de transferencias 
más universal, que no discrimine entre personas y no 
desincentive la participación en el mercado laboral, sería 
una variación necesaria para potenciar positivamente las 
implicancias de género de las transferencias fiscales.

23	 Véase el informe de Guatemala preparado para la undécima 
Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el 
Caribe, 2010. 

24	 Véanse Veras Soares, Perez Ribas y Guerreiro Osório (2007), 
Arriagada y Mathivet (2007) y Hernández y Hernández (2004). 

25	 Se entiende por políticas sociales maternalistas a aquellas que 
parten del elogio y la valoración de la maternidad como experiencia 
femenina y de las aportaciones de las mujeres a la sociedad, que, en 
algunos casos, suelen ir unidas a una crítica sobre las condiciones 
e instituciones de la maternidad buscando compensar sus 
deficiencias. Un maternalismo más autoritario es el que plantea la 
maternidad como una imposición donde se hacen valer los deberes 
de las madres y no sus derechos (Bock y Thane, 1991).
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3.	 La brecha de transferencias

Dentro de los ingresos monetarios, las familias reciben 
transferencias26 que son parte de los ingresos y que, 
en algunos casos, remplazan la falta de seguridad 
social de corto o largo plazo27. Una aproximación a 
las fuentes de transferencias muestra que la mayoría 
de los perceptores de ingresos monetarios por este 
medio son mujeres (un 61% en comparación con un 
39% de hombres)28. Si se mira desde el punto de vista 
de la jefatura de hogar, se aprecia que el porcentaje 
de mujeres (47,5%) duplica al de hombres (20,5%).

26	 Bajo la denominación de transferencias se identifican ingresos 
primarios y secundarios, cuya suma representa el ingreso total 
a nivel de personas. Los ingresos primarios se dividen en cuatro 
corrientes: sueldos y salarios, ganancias, intereses y rentas. 
Las transferencias entre hogares o provenientes del Estado se 
consideran ingresos secundarios, ya sean en dinero o en especie: 
jubilaciones y pensiones, subsidios, asignaciones familiares y por 
vivienda, indemnizaciones, transferencias entre hogares, pensiones 
alimenticias y premios de juegos de azar, entre otras.

27	 Si bien la información proporcionada por las encuestas de hogares 
de 13 países no es del todo uniforme, en el gráfico III.10 se incluyen 
aquellos en que se podían homologar los ingresos. Sin embargo, 
los ingresos por transferencias son difíciles de comparar, ya que 
no todos los países miden las mismas variables. Lo que sí se mide 
en todos son los ingresos por jubilaciones y pensiones. El hecho 
de que en cada país se hagan mediciones muy distintas de estas 
variables dificulta la descripción de su comportamiento, por lo que 
se hace necesario la inserción de un módulo más homogéneo en 
las encuestas de hogares que pregunte acerca de los ingresos por 
transferencias.

28	 Esta información corresponde a tabulaciones especiales de las 
encuestas de hogares de los respectivos países, alrededor de 
2008.

Se estima que el 62% de las transferencias 
recibidas por los hombres corresponden a jubilaciones, 
mientras que estas solo benefician al 44% de las 
mujeres29. En general, las transferencias monetarias 
representan para las mujeres el 21,7% de sus ingresos, 
mientras que para los hombres representan el 9,7%30. 
No obstante, el monto medio que perciben las mujeres 
equivale solo al 71% del que reciben los hombres 
(véase el gráfico III.10).

29	 Se estima que las remesas representan el segundo rubro, luego 
de las jubilaciones, en la composición de las transferencias 
recibidas por las mujeres (Pérez, 2010). Cabe recordar que existe 
una gran variedad entre las encuestas de hogares en lo que se 
refiere a la definición y la composición de los ingresos y una 
gran diversidad de formas de captar y consignar el dato sobre 
los ingresos no laborales.

30	 Las transferencias a las mujeres equivalen a 2 veces la línea de 
pobreza, mientras que las de los hombres equivalen a 2,8 veces 
la línea de pobreza (Pérez, 2010).

28	 Esta información corresponde a tabulaciones especiales de las 
encuestas de hogares de los respectivos países, alrededor de 
2008.

Gráfico III.10 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE de 13 países): DISTRIBUCIÓN DE LAS PRINCIPALES CORRIENTES DE INGRESO 

SOBRE EL INGRESO TOTAL, POBLACIÓN DE 15 AÑOS Y MÁS, TotAL NACIONAL, ALREDEDOR DE 2008 a
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), División de Asuntos de Género, encuestas de hogares alrededor de 2008.
a	 El promedio simple incluye a los siguientes países: Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, Panamá, 

Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay.
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G.	 La pobreza

1.	 La contribución de las mujeres a la 
superación de la pobreza

Aún existen muchas mujeres sin ninguna oportunidad 
de obtener ingresos propios derivados del trabajo. La 
incidencia de la pobreza monetaria sigue siendo elevada 
entre ellas, tanto a nivel individual como del hogar cuando 
el jefe de hogar es una mujer. En Colombia, a partir del 
enfoque diferencial de género en el ámbito laboral, se 
modifica la Ley de mujer cabeza de familia y se fomenta, 
entre otras cosas, la promoción de la actividad empresarial 
y la empleabilidad.

Sin el aporte de las mujeres, la magnitud de la 
pobreza se incrementaría un promedio de 10 y de 6 puntos 
porcentuales en los hogares biparentales urbanos y 
rurales, respectivamente. En el gráfico III.11 se observa 
la incidencia de la pobreza con y sin el aporte de las 
mujeres en las zonas urbanas y rurales de varios países. 
Más allá de las variaciones, la contribución de las mujeres 
a la superación de la pobreza es más importante en el 
Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala y 
el Paraguay, cuatro de los países más pobres de América 
Latina (véase el gráfico III.11). 

Gráfico III.11 
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): MAGNITUD DE LA 

POBREZA EN HOGARES BIPARENTALES SIN Y CON 
APORTE DE LAS CÓNYUGES AL INGRESO FAMILIAR, 
ZONAS URBANAS Y RURALES, ALREDEDOR DE 2008
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países. 

El aspecto mas visible de la falta de autonomía 
económica de las mujeres es la pobreza, que va 
acompañada de la falta de libertad y de tiempo para 
desplazarse, así como de la exclusión de la protección 
social que las convierte en sujetos de asistencia y con 
menor disponibilidad de recursos para ejercer sus 
derechos dentro de la familia y la comunidad. La mayoría 

de las mujeres sin ingresos propios (73%) queda excluida 
del empleo junto con las desocupadas (11%), pese a tener 
la potencialidad de sumarse a este, y de la protección 
social (Montaño y Milosavljevic, 2009)31.

2.	 Más mujeres pobres

La pobreza afecta en mayor medida a las mujeres que 
a los hombres y la mayoría de los países de la región 
presenta un índice de feminidad entre los pobres 
superior a 100. La información para 2008 muestra que 
hay más mujeres que hombres en situación de pobreza e 
indigencia, incluso tras haber aumentado en 7 y 12 puntos 
porcentuales, respectivamente, la distancia con relación a 
los años noventa (véase el gráfico III.12). “Es importante 

Gráfico III.12 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE): ÍNDICE DE 

FEMINIDAD DE LA POBREZA Y LA INDIGENCIA, 
POBLACIÓN ADULTA DE 20 A 59 AÑOS, ZONAS  

URBANAS, ALREDEDOR DE 1990 A 2008 a
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países.

a	 El índice de feminidad representa al número de mujeres por cada 100 hombres 
que viven en situación de pobreza o indigencia. El índice se presenta ya ajustado 
según la estructura por sexo de la población.

	 Países que participan en el promedio de cada período:
	 1990: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Estado Plurinacional 

de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, República Bolivariana 
de Venezuela y Uruguay.

	 1994: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 
Plurinacional de Bolivia, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, República 
Bolivariana de Venezuela y Uruguay.

	 1997: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 
Plurinacional de Bolivia, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay.

	 1999: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 
Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 
Paraguay, Perú y Uruguay.

	 2002: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 
Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 
Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay.

	 2004: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 
Plurinacional de Bolivia, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana y Uruguay.

	 2005: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 
Plurinacional de Bolivia, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Dominicana y Uruguay.

	 2006: Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, Honduras, México, Nicaragua, 
Panamá y República Dominicana.

	 2008: Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, Estado Plurinacional de Bolivia, 
Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana 
y Uruguay.

31	 CEPAL, sobre la base de tabulaciones especiales de las 
encuestas de hogares de los respectivos países. Véase también 
Milosavljevic (2008).
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destacar que las diferencias en la exposición de mujeres y 
hombres a la pobreza no alcanzan a ser captadas en toda 
su magnitud en estas cifras. El método más común para 
medir la pobreza utiliza el ingreso per cápita del hogar 
como indicador de bienestar de las personas, y por tanto 
no tiene en cuenta la asignación de recursos en el interior 
del hogar” (CEPAL, 2009d).

Es preciso subrayar el aumento del índice de 
feminidad de las poblaciones pobres o indigentes durante 
el período del auge de crecimiento (2004-2008) registrado 
en la región (CEPAL, 2010b). Si bien la disminución de 
este índice podría estar vinculada, en cierta medida, a 
la redistribución de los frutos del crecimiento —por lo 
menos los salarios reales se incrementaron un 1,5% anual 
(CEPAL 2010a)—, esta redistribución no fue suficiente 
para volver a los niveles de 1990. 

La proporción de hogares encabezados por una mujer 
que se encuentran en situación de pobreza o indigencia 
monetaria también ha aumentado de manera significativa. 
El aumento de 13 puntos porcentuales de los hogares 
indigentes encabezados por una mujer contrasta con el 
alza de solo 9 puntos porcentuales en el total de hogares 
urbanos con jefatura femenina en el mismo período (véase 
el gráfico III.13).

Gráfico III.13 
AMÉRICA LATINA (PROMEDIO SIMPLE): HOGARES 
ENCABEZADOS POR MUJERES, ZONAS URBANAS, 

ALREDEDOR DE 1990, 2002, 2005 y 2008 a
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Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre 
la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 
respectivos países. 

a	 Países incluidos en el promedio:
	 1990: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 

Plurinacional de Bolivia, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay y 
Uruguay.

	 2002: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 
Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Dominicana y Uruguay.

	 2005: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado 
Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Dominicana y Uruguay.

	 2008: Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, Estado Plurinacional de Bolivia, 
Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y 
Uruguay.

Para concluir, se pueden señalar varias tendencias. En 
América Latina y el Caribe, el avance hacia la autonomía 
económica de las mujeres es aún limitado, situación 
que se origina en las rigideces de la distribución del 
trabajo reproductivo y se potencia por la heterogeneidad 
estructural y la extrema desigualdad social que imperan 
en la región.

A esto se suma que las mujeres insertas en el mercado 
de trabajo remunerado se concentran en los sectores de 
menor productividad, tanto en el trabajo remunerado 
dependiente como independiente, perciben menores 
ingresos, tienen condiciones laborales más desventajosas 
y gozan de escasa protección social.

La globalización de la economía ha configurado 
flujos de mano de obra y capital que condicionaron 
fuertemente las modalidades de inserción laboral de 
las mujeres, con oportunidades de empleo de signo 
contradictorio en sus países y en el extranjero. Estas 
mujeres aportan ingresos y recursos a sus hogares y 
países a través de las remesas, aunque en condiciones 
laborales precarias.

La flexibilización laboral ha recaído sobre las 
mujeres y tuvo un impacto negativo en la calidad 
del empleo. En el caso de las trabajadoras por cuenta 
propia, la inestabilidad macroeconómica ha favorecido 
su inserción en las ramas de más baja productividad 
y de mayor competencia. En cualquier modalidad 
o sector de inserción laboral, y en todos los grupos 
socioeconómicos, zonas urbanas y rurales, las mujeres 
soportan una carga de trabajo total mayor que la de 
los hombres. Las demandas de cuidado en el hogar 
obstaculizan el ingreso de las mujeres al mercado de 
trabajo remunerado, potenciadas por la escasa presencia 
de servicios públicos y la falta de distribución del 
cuidado entre los hogares, el Estado y el mercado, así 
como entre mujeres y hombres en los hogares.

Por último, cabe destacar que las políticas 
sociales han estado orientadas a mejorar el acceso 
de las mujeres a la protección social y a combatir la 
pobreza, con persistentes sesgos de género, mientras 
que las políticas laborales y la escasa institucionalidad 
del mercado de trabajo remunerado han favorecido la 
flexibilización de la mano de obra femenina. Si bien se 
han registrado algunos avances, aún no se han abordado 
las causas y las estructuras del trabajo remunerado y 
no remunerado. 
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Capítulo IV
Conclusiones y propuestas

A.	 Tiempo para trabajar

Como se ha planteado a lo largo del documento, el factor 
clave para acabar con la desigualdad primera entre 
hombres y mujeres radica en cambiar las bases sociales, 
políticas, culturales y, en este caso, económicas que 
sostienen la división sexual del trabajo1. Queda claro que 
el trabajo abarca mucho más que las tareas que se realizan 
por un salario o una remuneración en el mercado, por eso 
se apela a la necesidad de superar el silencio estratégico 
sobre el trabajo no remunerado, injustamente cargado 
sobre los hombros de las mujeres, sin que estas reciban 
reconocimiento ni compensación. De este modo, el 
tiempo adquiere el valor de un recurso estratégico para 
las personas, sin cuya redistribución será imposible la 
igualdad en el trabajo remunerado como principal fuente 
de ingresos de las personas y las familias.

Las principales propuestas que se derivan del análisis 
de este estudio son las siguientes:

Reformar, mediante las políticas públicas, los •	
vínculos entre las instituciones fundamentales 
de la sociedad: el Estado, la familia y el mercado. 
Estas deben articularse sobre un nuevo pacto social 
de redistribución del trabajo total entre hombres 
y mujeres, a fin de facilitar el acceso de estas al 
mercado laboral en el marco internacional de los 
derechos humanos. Como se analiza en La hora de 
la igualdad: brechas por cerrar, caminos por abrir 
(CEPAL, 2010a) es necesario generar un pacto fiscal 
que permita dotar al Estado de mayor capacidad para 
redistribuir los recursos y desempeñar un papel más 

1	 Izquierdo (1998) se refiere a la desigualdad primera como la primera 
fuente de diferenciación entre los sexos (la diferencia sexual).

activo en la promoción de la igualdad. Tanto desde el 
punto de vista del gasto social como de la recaudación 
de recursos para solventarlo, y especialmente de la 
estructura tributaria, hay márgenes significativos 
para avanzar y fortalecer el rol redistributivo del 
Estado. En esta redistribución deben tenerse en 
cuenta las necesidades diferenciadas de la población 
y deben asignarse recursos financieros y técnicos 
para que la igualdad pase a ser el núcleo central de 
las políticas públicas. Se requiere de un pacto fiscal 
redistributivo para proveer a las ciudadanas y los 
ciudadanos de una seguridad social universal.
Tomar todas las medidas necesarias desde el Estado, •	
ya sean legislativas, institucionales, educativas, de 
salud, fiscales o de participación de las mujeres en la 
toma de decisiones con la finalidad de eliminar los 
sesgos de género en el mercado laboral y superar la 
brecha salarial, la segmentación y la discriminación.
Garantizar los derechos de las mujeres en el mercado •	
laboral y las familias, de manera que cuenten con 
todas las condiciones necesarias para conquistar la 
autonomía económica, física y en todas las esferas 
de la toma de decisiones.
Una institucionalidad sólida y con capacidad •	
normativa.

1.	 Una nueva ecuación para un  
nuevo trato

Para que el Estado pueda cumplir con esta misión, no 
necesita convertirse en un ente filantrópico, ni dar todo 
el poder al mercado. Mediante la nueva ecuación que 
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se postula —entre el Estado, el mercado y la familia— 
se trata de cambiar el énfasis de las políticas hacia la 
creación de empleos productivos y estables y de proveer 
recursos e infraestructura social para que se materialice 
el derecho de cada ciudadano y ciudadana a recibir 
cuidado. Tal como señala la CEPAL, el territorio importa 
y esta dimensión debe servir para ordenar el nuevo pacto 
social y económico. Bajo este concepto, la problemática 
del cuidado dejaría de estar referida a las mujeres —como 
el problema a solucionar para que ellas puedan trabajar— 
para centrarse en el portador o la portadora del derecho: 
un niño, una niña, una persona enferma o discapacitada.

De este modo, la pregunta ¿Qué Estado para qué 
igualdad? se responde proponiendo al Estado como 
responsable de la igualdad de oportunidades en el 
mercado y la democratización en la familia.

2. 	 Las políticas laborales y de 
protección social

Para que el empleo en general y el de las mujeres en 
particular sea una fuente de dignidad, es imprescindible 
contar con un marco de políticas de desarrollo 
productivo y territorial y el consiguiente pacto fiscal 
para aplicarlas. A tal fin, se requiere promover un pacto 
fiscal que permita dotar al Estado de mayor capacidad 
para redistribuir recursos y desempeñar un papel más 
activo en la promoción de la igualdad, evitando sesgos 
de género (CEPAL, 2010a). Las políticas de igualdad 
deben estar en el centro de estas preocupaciones, lo 
que implica superar la tendencia hacia su vinculación 
exclusiva con el área social.

En el presente estudio se plantea el cuidado como 
un trabajo socialmente necesario que no puede librarse a 
la negociación interna de los hogares y debe fomentarse 
desde el Estado por medio de políticas que incluyan 
medidas para debilitar la representación de la mujer como 
responsable privilegiada de la reproducción y favorecer 
la construcción de una nueva identidad de los hombres 
como padres activos, apuntando a un contrato social que 
reconozca los vínculos subyacentes a la desigualdad, 
como la falta de autonomía física, política y económica 
de las mujeres.

Lo expuesto plantea la necesidad imperiosa de 
promover políticas públicas con un papel activo del Estado 
para que más mujeres accedan a empleos productivos y 
bien remunerados, con la libertad de elegir el tiempo y 
el lugar de trabajo. Los programas asistenciales que se 
orientan en particular a las mujeres deben ser transitorios 
para evitar que se conviertan en espacios destinados a 
atender a los pobres sin darles la posibilidad de desarrollar 
trayectorias laborales autónomas.

Las políticas de cuidado, entendidas como la 
interacción de los sistemas de protección social, el sistema 
educativo y de salud, entre otros, deben formularse 
como parte de la inversión de la infraestructura social 
indispensable para el desarrollo económico y productivo. 

Desde ese punto de vista, además de valorizar el aporte 
no monetario de las mujeres al trabajo y a la protección 
social, es necesario eliminar los estereotipos culturales 
que sirven para justificar la dedicación de las mujeres al 
trabajo de cuidado.

La elaboración de una nueva agenda de redistribución 
del trabajo de cuidado y su proceso de transversalización 
requiere de condiciones que permitan canalizar la naturaleza 
disruptiva de sus propuestas —que suelen desafiar el sentido 
común— y las culturas institucionales. El solo hecho de 
plantear las interconexiones entre el ámbito público y el privado 
constituye un quiebre con respecto a la tradicional esfera de 
las políticas. El enfoque sistémico de la transversalización 
altera la práctica de las políticas sectoriales, ya que para 
obtener resultados es necesario cambiar las normas, las 
prácticas y muchos valores culturales.

3.	 Habilitar a las mujeres para el 
ejercicio de la igualdad

Entre los obstáculos que se oponen a una participación 
equitativa, se encuentran varias discriminaciones que 
sufren las mujeres. Entre ellas, la violencia que se inscribe 
en sus cuerpos, la negación de sus derechos reproductivos 
y su limitada presencia en todas las esferas de la toma 
de decisiones. Para lograr la igualdad se requiere de 
una comprensión holística de la economía, basada en el 
reconocimiento de que el trabajo es también un producto 
histórico y cultural —una construcción donde intervienen 
los cuerpos y la subjetividad de las personas— en lugar 
de un simple factor de producción. Los factores de 
producción, es decir, las personas, nacen, se alimentan y 
se cuidan en gran medida gracias al trabajo no remunerado 
de las mujeres.

Las políticas orientadas a eliminar las barreras que 
impiden el ingreso al mercado de trabajo en igualdad de 
oportunidades son fundamentales; es también necesario 
que la voz pública de las mujeres se escuche en el 
mercado y que las mujeres estén representadas en todos 
los espacios de la toma de decisiones, incluidos el poder 
legislativo, el poder judicial, las empresas, los sindicatos 
y los poderes locales. Los indicadores relativos a cada una 
de estas esferas ponen en evidencia cuán profundas son 
las raíces de los obstáculos que no permiten a las mujeres 
ejercer su autonomía en esos ámbitos. 

4.	 La institucionalidad
El cambio que se propone requiere del alineamiento 
virtuoso y estratégico de fuerzas sociales y políticas 
capaces de aprovechar las ventanas de oportunidad, 
como el bono demográfico, la apertura del mercado y la 
educación de las mujeres, y las capacidades productivas 
de toda la población. 

Como lo demuestra la evaluación de la Plataforma 
de Acción de Beijing a 15 años de su adopción, los 
países han dado pasos importantes en la formulación 
e implementación de políticas. Esto ha sido posible 



¿Qué Estado para qué igualdad?

71 

Recuadro IV.1 
INTEGRALIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES

La integralidad, indivisibilidad e interdependencia de los 

derechos humanos es un principio internacionalmente 

reconocido. Ese concepto se ha puesto de manifiesto a lo 

largo de la historia reciente de la conquista de los derechos 

de las mujeres y en las respuestas otorgadas por los Estados, 

que han efectuado reformas constitucionales para incorporar 

la prohibición de la discriminación por orientación sexual —el 

Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia y la República 

Bolivariana de Venezuela—, así como el reconocimiento 

legal de los derechos de las parejas del mismo sexo, como 

la unión civil en la ciudad de Buenos Aires, el matrimonio o 

unión entre personas del mismo sexo que incluye el derecho 

a la adopción, tanto en México, D.F. como en el Uruguay, y 

el reconocimiento de los derechos y deberes de las parejas 

heterosexuales y las del mismo sexo no casadas a.

También se han aprobado leyes específicas sobre salud 

sexual y reproductiva o leyes de salud más amplias. Lo 

notable de estos cambios es que han dado lugar, como 

en ningún otro caso, a debates políticos y sociales de gran 

repercusión mediática en los parlamentos y en los poderes 

ejecutivos y judiciales. En algunos casos, los presidentes han 

vetado leyes aprobadas por los parlamentos y, en otros, no 

han encontrado respaldo parlamentario a sus iniciativas. La 

autonomía física es un campo de debate crítico en la mayoría 

de los países. En Colombia, por ejemplo, se despenalizó el 

aborto en tres circunstancias (violación, riesgo de vida y salud 

y malformación fetal) y en España se aprobó la Ley Orgánica 

2/2010 de salud sexual y reproductiva y de la interrupción 

voluntaria del embarazo, que persigue adecuar la legislación 

española a las legislaciones de los Estados europeos.

Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).
a 	 La agenda pública estatal de los derechos sexuales y reproductivos, plasmada especialmente en el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la 

Población y el Desarrollo (El Cairo), precedida por un número significativo de tratados internacionales y reforzada por la Plataforma de Acción de Beijing, ha sido 
el resultado de acuerdos intergubernamentales, impulsados y respaldados por la sociedad civil y la cooperación internacional.

Los estudios, los análisis de género, las estadísticas, 
los proyectos de ley, los programas de capacitación, 
los sistemas de rendición de cuentas, las bancadas 
transversales de los parlamentos, las asociaciones de 
juezas y alcaldesas y una gama amplia de mecanismos 
secundarios han creado un tejido institucional que 
favoreció la diseminación del análisis de género y muchos 
de los logros obtenidos, incluso en condiciones sociales y 
políticas adversas a la agenda de género (Fernós, 2010).

En cuanto al conocimiento, la atención que se prestó 
en las décadas pasadas a los temas sociales, la pobreza, la 
vulnerabilidad y los derechos humanos cedió el paso a una 
sólida evidencia y a reflexiones teóricas que permitieron 
abrir nuevos caminos en la economía feminista y elaborar 
nuevos enfoques económicos, desafiando las bases 
epistemológicas que inspiran los estudios convencionales, 
sobre todo en el campo de la economía del cuidado2. Estos 

2	 Entre los estudios más destacados se puede mencionar, además 
del Estudio mundial sobre el papel de la mujer en el desarrollo 
(Naciones Unidas, 2009b), los de la International Association for 
Feminist Economics (IAFFE) (véase [en línea] http://www.iaffe.
org), los centros de estudio económico y redes como el Grupo de 
Género y Macroeconomía de América Latina y el Caribe (GEM-
LAC), así como los documentos del Instituto de Investigación 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo Social (UNRISD), 
especialmente en el marco del proyecto Economía política y 
social del cuidado (véase [en línea] http://www.unrisd.org).

trabajos aportan nuevos argumentos que deben rescatarse 
para alimentar la formulación y la implementación de las 
políticas de redistribución del trabajo total y, sobre todo, 
del trabajo de cuidado. Los éxitos han sido proporcionales 
al grado de articulación y eficacia de la constelación 
política de los actores involucrados.

Esos cambios no dependen solo de la fuerza del 
movimiento social de las mujeres, pero si este no es 
capaz de instalar una agenda política, el proceso será 
más lento y fragmentado. Tampoco depende únicamente 
de la importancia que asigne un gobierno a los planes de 
igualdad, pero sin duda la voluntad política es un factor 
determinante3. No depende de los recursos materiales 
disponibles, pero sí es necesario poder financiar las 
políticas. No basta con el conocimiento, aunque sea 
esencial, ya que existen redes, a veces simplemente 
simbólicas, que le otorgan sentido al conocimiento, a 
los presupuestos y a las instituciones. Las políticas de 
género requieren que el Estado vuelva a tener un enfoque 
multidimensional en el que se combinen aspectos de la 
democracia, la gobernanza y la capacidad para ejecutar 
las políticas públicas (Montaño, 2010).

3	 Todos los países cuentan con algún tipo de plan de igualdad, 
pero solo unos pocos lo han convertido en ley y cuentan con 
presupuesto suficiente para llevarlo a cabo.

gracias a la fuerza de una constelación virtuosa: el 
movimiento social de las mujeres en alianza con los 
mecanismos para el adelanto de las mujeres, que han 
aportado fuerza política, conocimiento y capacidad 
propositiva aprovechando los espacios abiertos por la 

voluntad política de los gobiernos. En este sentido, los 
mecanismos para el adelanto de las mujeres juegan un 
papel articulador relevante, en algunos casos, como 
entes rectores de políticas y en otros, como espacios de 
incidencia política.
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Si hubiera que aislar un factor decisivo para el 
éxito de las políticas de igualdad, no cabe duda que la 
voluntad política es el factor determinante. Si bien es 
cierto que en la experiencia concreta tiene que producirse 
un entramado entre la incorporación de la agenda de 
igualdad de género, la creación de conocimiento, la 
incidencia en la formulación de políticas públicas y una 
asignación de recursos y ejecución adecuadas, nada de 
esto prospera cuando no se logra quebrar las resistencias 
político-culturales. Por el contrario, cuando los países 
alcanzan el compromiso político de los jefes de Estado 
y otras autoridades, es posible dar saltos cualitativos. Se 
produce entonces una constelación virtuosa favorable a la 
formulación de políticas de igualdad. 

Los gobiernos deben fortalecer los mecanismos 
para el adelanto de la mujer y brindarles mayor jerarquía 
dotándolos de recursos y capacidad para ejecutar con 
eficacia la transversalización de la perspectiva de género, 
especialmente en las políticas económicas. Deben también 
superar su reducción a la esfera social y familiar abriendo 
el diálogo intersectorial, interinstitucional y social sobre 
la participación de las mujeres. Se trata de reconocer el 
estatuto normativo de los mecanismos para el adelanto 
de la mujer, estableciendo canales institucionales para 
que la transversalización de las políticas de igualdad 
sea el resultado de políticas públicas de largo plazo y 
se cuente con presupuesto, capacidad técnica y poder 
político suficiente para coordinar en pie de igualdad 
todos los organismos del Estado involucrados. Con 
relación al fortalecimiento de los mecanismos de género 
en la región, cabe considerar asimismo la necesidad de 
ingresar a la corriente principal de los Estados de manera 
estructural. Es decir, establecer canales institucionales 

para que la transversalización de las políticas de igualdad 
sea el resultado de políticas públicas de largo plazo y 
se cuente con presupuesto, capacidad técnica y poder 
político suficiente.

Este documento coincide con las conclusiones 
contenidas en el estudio de las Naciones Unidas (2009b) 
que señala que los supuestos que inspiraron las políticas 
de libre mercado y reducción del papel del Estado en el 
pasado reciente no se han traducido en una asignación 
más eficiente de recursos en todos los países. La crisis 
desencadenada en 2008 ha exacerbado las desigualdades 
y pone en riesgo los avances de las décadas pasadas y, en 
general, las políticas para enfrentarla siguen reproduciendo 
los sesgos de género porque privilegian la distribución 
asistencial de recursos y el microcrédito entre las mujeres 
y no se orientan a modificar la segmentación laboral 
que refleja la división sexual del trabajo. Las políticas 
educativas tampoco facilitan ese cambio.

En resumen, se postula un Estado abierto, 
democrático, participativo e igualitario y una igualdad 
que se deriva del ejercicio pleno de los derechos, es decir, 
de la titularidad de los mismos. Se plantea un Estado 
donde la voz de las mujeres forme parte de los procesos 
de la toma de decisiones, lo que entraña justicia y el 
reconocimiento de las necesidades y capacidades de todas 
las personas, especialmente aquellas relacionadas con el 
cuidado. Solo bajo esas circunstancias será posible que su 
ingreso al mercado laboral no se produzca en condiciones 
de sobreexplotación y pobreza de tiempo. 

Este es el desafío que se presenta para las sociedades 
contemporáneas y es también el motivo por el cual los 
Estados, como expresión de la democracia, deben velar por 
la incorporación de la igualdad como eje del desarrollo.
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Anexo 1 
FLUJO CIRCULAR DE LA RENTA AMPLIADO
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Fuente:	A. Picchio, “Un enfoque macroeconómico ampliado de las condiciones de vida”, La organización del cuidado de niños y niñas en Argentina y Uruguay, serie Mujer y 
desarrollo, N˚ 90 (LC/L.2844-P/E), Corina Rodríguez, Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2007.
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Anexo 2 
RECOMENDACIONES DEL ESTUDIO MUNDIAL SOBRE EL PAPEL DE LA MUJER EN EL DESARROLLO  

INFORME DEL SECRETARIO GENERAL 1

1	 A/64/93, junio de 2009.

Para asegurar el acceso equitativo de la mujer a los 
recursos económicos y financieros y al control sobre 
ellos, los Estados Miembros deben cumplir plenamente 
el compromiso de lograr la igualdad entre los géneros 
y el empoderamiento de la mujer contemplados en la 
Plataforma de Acción de Beijing, en las conclusiones del 
vigésimo tercer período extraordinario de sesiones de la 
Asamblea General y en los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio. Los Estados partes en la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer deben cumplir plenamente las obligaciones 
establecidas en virtud de la Convención.

Con ese fin, los Estados Miembros, las organizaciones 
internacionales, incluidas las Naciones Unidas, el sector 
privado, las organizaciones no gubernamentales, los 
sindicatos y otras partes interesadas, quizás deseen 
adoptar también las medidas siguientes:

a)	 En el contexto macroeconómico:

Intensificar los esfuerzos tendientes a aplicar la i)	
estrategia de incorporación de las cuestiones de 
género, identificando y abordando las perspectivas 
de género en relación con todos los recursos 
económicos y financieros, incluso mediante el 
empleo del análisis de género, la evaluación del 
impacto en función del género y los procesos de 
preparación de presupuestos que tengan en cuenta 
las cuestiones de género; 
Emprender y difundir el análisis, en función del ii)	
género, de políticas y programas relacionados con la 
estabilidad macroeconómica, la reforma estructural, 
los impuestos, las inversiones, incluida la inversión 
directa extranjera y todos los sectores pertinentes 
de la economía; 
Vincular las políticas de desarrollo económico iii)	
y social para asegurar que todas las personas, 
incluidos los pobres y los grupos vulnerables, 
se beneficien por el crecimiento económico y el 
desarrollo de conformidad con los objetivos del 
Consenso de Monterrey;
Desarrollar y aplicar estrategias de crecimiento iv)	
centradas en el empleo que tengan en cuenta el 
género, basadas en el empleo pleno y productivo y en 
el trabajo decente para todos, mujeres y hombres;
Adoptar medidas apropiadas para identificar y v)	
abordar los aspectos negativos que produce la crisis 
económica y financiera en las mujeres y las niñas y 
mantener niveles adecuados de financiamiento de 
la igualdad entre los géneros y el empoderamiento 
de la mujer;

Diseñar conjuntos de estímulos en respuesta vi)	
a la crisis financiera, que aporten inversiones 
sensibles a las cuestiones de género tanto en la 
infraestructura física como social y en el empleo, 
y que tengan cuenta tanto el trabajo remunerado 
como el no remunerado y la situación de los 
grupos especialmente vulnerables, como el de las 
mujeres migrantes;
Realizar y difundir un análisis de ingresos y gastos, vii)	
desde el punto de vista del género, en todas las 
esferas de política, e incorporar los resultados en la 
movilización de los recursos y en la planificación, 
asignación y evaluación de los presupuestos;
Seguir desarrollando metodologías, instrumentos viii)	
y aptitudes para los procesos de preparación de 
presupuestos que tengan en cuenta las cuestiones de 
género, a fin de asegurar la incorporación sistemática 
de las perspectivas de género en todos los procesos 
de preparación de presupuestos y de planificación;
Desarrollar sistemas impositivos progresivos que ix)	
compensen los sesgos de género en los sistemas de 
recaudación de ingresos y que mejoren los ingresos 
por impuestos mediante una recaudación más 
eficaz, ampliando la base impositiva y combatiendo 
eficazmente la evasión;
Asegurar que los planes nacionales de desarrollo, x)	
las estrategias de reducción de la pobreza, las 
estrategias para la aplicación de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio y de otros instrumentos y 
procesos de planificación a macronivel consideren 
adecuadamente el fortalecimiento del acceso de la 
mujer a los recursos económicos y financieros y al 
control sobre ellos;
Intensificar el enfoque y el efecto de la asistencia xi)	
para el desarrollo orientándola hacia la igualdad 
entre los géneros y al empoderamiento de las 
mujeres y las niñas, mediante la incorporación 
de la perspectiva de género y la financiación de 
las actividades objeto de la asistencia, así como 
también mejorando el diálogo entre donantes y 
asociados y fortaleciendo los mecanismos para 
medir eficazmente los recursos asignados a la 
incorporación de las perspectivas de género en todas 
las esferas de la asistencia para el desarrollo;
Adoptar medidas para reducir el costo de xii)	
las transferencias de remesas estimulando la 
competencia; exigiendo que las compañías que 
realizan transferencias brinden información 
exacta sobre las comisiones y los tipos de cambio; 
supervisando la protección y la seguridad de las 
transferencias; e instruyendo sobre el vocabulario 
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financiero tanto a las mujeres migrantes que envían 
remesas como a las que las reciben;
Adoptar medidas para asegurar la igualdad xiii)	
de representación de la mujer en todas las 
esferas de la adopción de decisiones del ámbito 
económico, incluyendo los más altos niveles 
de los ministerios pertinentes de Gobierno, 
organizaciones internacionales, directorios de 
empresas y el sector bancario;
Mejorar la reunión, compilación y utilización de la xiv)	
información sobre la participación de la mujer en 
los órganos encargados de la adopción de decisiones 
del ámbito económico;

b) 	 En el ámbito del trabajo: 

Adoptar y aplicar los principios del trabajo decente i)	
en los sectores regulados y no regulados, como se 
establece en los Convenios de la OIT Nos. 100, 111, 
156 y 183, considerando debidamente en su aplicación 
las perspectivas de igualdad entre los géneros;
Desarrollar y aplicar adecuadamente políticas ii)	
activas en el mercado de trabajo, sobre empleo pleno 
y productivo y sobre trabajo decente para todos, 
incluida la plena participación de la mujer y el hombre 
tanto en las zonas rurales como en las urbanas;
Iniciar un análisis de las leyes y normas laborales iii)	
nacionales teniendo en cuenta el género y 
establecer políticas y directrices relativas a las 
prácticas de empleo sensibles a las cuestiones de 
género, incluyendo a las empresas transnacionales, 
con particular atención en las zonas francas de 
elaboración de productos para la exportación, 
basándose en los instrumentos multilaterales, 
incluidos la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer 
y los convenios de la OIT;
Aprobar y/o revisar, y aplicar en su totalidad, leyes y iv)	
políticas que tengan en cuenta las cuestiones de género 
que reduzcan, con medidas específicamente dirigidas, 
la segregación ocupacional horizontal y vertical y las 
diferencias de salarios basadas en el género;
Hacer cumplir normas sobre salarios mínimos, v)	
tanto en los sectores regulados como en los no 
regulados, y garantizar un salario igual por un 
trabajo de igual valor;
Desarrollar y mantener instrumentos estadísticos vi)	
para medir, en términos cuantitativos y cualitativos, 
el trabajo no remunerado que no figura en las 
cuentas nacionales, para reflejar mejor su valor en 
las políticas, estrategias, planes y presupuestos de 
todos los sectores pertinentes;
Reforzar la capacidad de las oficinas nacionales vii)	
de estadística para que emprendan una amplia 
reunión de estadísticas sobre todas las categorías de 
actividades, incluida la aplicación de encuestas sobre 

el uso del tiempo, para fundamentar el desarrollo de 
políticas que faciliten la distribución del trabajo no 
remunerado entre mujeres y hombres;
Promover el reconocimiento de que la prestación viii)	
de cuidados debe ser compartida entre el Estado, 
el sector privado, la sociedad civil y las familias, 
así como también entre mujeres y hombres; y 
fortalecer el diálogo y la coordinación entre todas 
las partes interesadas;
Desarrollar y/o extender la provisión de servicios de ix)	
calidad y asequibles de atención a niños, ancianos, 
enfermos y personas con discapacidades y con  
VIH/SIDA; y asegurar que dichos servicios satisfagan 
las necesidades tanto de quienes los prestan como 
de los que los reciben, desde el punto de vista de la 
proximidad, horas de apertura y costo;
Aprobar y aplicar leyes y políticas para promover x)	
la conciliación del trabajo con las obligaciones 
familiares, incluso mediante una mayor flexibilidad 
en las modalidades laborales, como el trabajo a 
tiempo parcial; y asegurar que tanto mujeres como 
hombres tengan derecho a licencia de maternidad, 
paternidad, para atención de los hijos y de otro 
tipo, y que no se los discrimine cuando hacen uso 
de esos beneficios;
Alentar a los hombres, mediante la capacitación, xi)	
la educación y los programas entre iguales, a que 
participen plenamente en el cuidado y apoyo a 
otras personas, incluidas las de edad avanzada, 
las personas con discapacidad, las que padecen 
VIH/SIDA, los enfermos, los niños y otros 
dependientes;
Intensificar los esfuerzos para proteger los derechos xii)	
y asegurar condiciones de trabajo decente de los 
trabajadores domésticos, incluidas las mujeres 
migrantes, en relación —entre otras cosas— con las 
horas de trabajo, las condiciones y los salarios, el 
acceso a los servicios de atención de la salud y otros 
beneficios sociales y económicos;
Tomar medidas específicas con respecto a los xiii)	
estereotipos relacionados con el empleo de mujeres 
y hombres, incluso mediante la concienciación 
y la promoción e identificación de modelos de  
roles positivos;
Tomar medidas apropiadas para reducir la xiv)	
desigualdad en la educación, en todos los niveles, 
especialmente en el secundario, para abordar las 
restricciones a la plena participación de la mujer 
en el mercado de trabajo, en particular en relación 
con el acceso a la educación y la capacitación en 
ciencia y tecnología, incluidas las tecnologías de la 
información y la comunicación;
Promover el aprendizaje durante toda la vida y la xv)	
igualdad de acceso de la mujer a los programas 
de educación y capacitación profesional y en el 
lugar de trabajo, y a los programas innovadores de 
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tecnologías de la información y la comunicación, 
incluyendo esferas no tradicionales y programas de 
desarrollo de la capacidad de dirección y de gestión, 
con particular atención en las mujeres desempleadas 
y en las que reingresan al mercado de trabajo;
Estimular la participación de la mujer en esferas de xvi)	
estudio y empleo y capacitación en que predomina 
el hombre, y la participación del hombre en campos 
en los que predomina la mujer;
Salvaguardar y promover el derecho a organizar y xvii)	
negociar colectivamente; facilitar la participación y 
representación de la mujer en los diálogos sociales; 
e incluir las cuestiones relativas a la igualdad entre 
los géneros en los programas de diálogo social;
Adoptar políticas y apoyar mecanismos que creen xviii)	
un entorno favorable a las organizaciones y redes 
de mujeres, incluidos los grupos de autoayuda y 
organizaciones y cooperativas de trabajadoras, en 
particular a los grupos que apoyan las oportunidades 
de educación y empleo de grupos vulnerables como 
las mujeres migrantes, las indígenas y las que 
padecen discapacidades; 

c)	 En el acceso a la propiedad de la tierra,  
la vivienda y otros recursos productivos: 

Aprobar y/o revisar la legislación y las políticas i)	
para asegurar la igualdad de acceso de la mujer a la 
tierra, la vivienda y otros bienes y al control sobre 
ellos, incluso mediante la herencia, programas de 
reforma agravia y los mercados de tierras, y prestar 
la debida atención a su cumplimiento;
Tomar medidas para facilitar el acceso equitativo ii)	
a la tierra y a los derechos de propiedad, mediante 
una capacitación orientada a que el sistema judicial 
y administrativo tenga más en cuenta las cuestiones 
relativas a la igualdad entre los géneros; proporcionando 
asesoramiento jurídico a las mujeres que tratan de 
reclamar sus derechos; apoyando los esfuerzos de los 
grupos y redes de mujeres; y realizando campañas de 
concienciación sobre la igualdad de derechos de la 
mujer a la tierra y otros bienes;
Desarrollar, documentar y difundir enfoques iii)	
innovadores para asegurar a la mujer igual acceso a la 
tierra, la vivienda y otros bienes, incluidos el crédito 
subsidiado y el apoyo a sus esfuerzos colectivos;
Tomar medidas para abordar los elementos iv)	
discriminatorios del derecho consuetudinario en 
relación con la tierra y los derechos de propiedad y 
basarse en los aspectos progresistas y los que tienen 
en cuenta el género;
Intensificar los esfuerzos y la inversión para v)	
aumentar la productividad del trabajo de las 
mujeres rurales, mejorando el acceso al crédito y el 
ahorro; a la infraestructura y los servicios críticos 
como el transporte, la energía, el agua y la sanidad, 

los servicios de extensión y los mercados; y a las 
tecnologías apropiadas, incluidas las de información 
y la comunicación;
Reconocer y proteger, con medidas apropiadas, el vi)	
actual acceso de la mujer a los recursos comunales, 
incluidos los bosques, humedales y bienes comunes;
Aumentar la inversión en programas de vii)	
suministro de agua y sanidad a las zonas rurales 
y a los barrios bajos urbanos, mediante procesos 
consultivos y participativos, para mejorar la 
salud y aumentar el bienestar, aliviar la carga de 
trabajo de mujeres y niñas y liberar su tiempo y 
energía para que los dediquen a otras actividades 
productivas, incluida la empresarial;
Tomar medidas para asegurar la plena participación viii)	
de la mujer en la planificación y adopción de 
decisiones sobre la gestión de los bosques y el agua, 
y para que un mayor número de mujeres participen 
en programas de capacitación;
Asegurar la participación activa de las mujeres en ix)	
grupos de usuarios establecidos en relación con los 
recursos productivos esenciales, como el agua y los 
bosques, mediante la fijación de metas, programas 
de capacitación y otros incentivos, para asegurar 
la participación de la mujer en la adopción de 
decisiones críticas sobre asignación de recursos;
Revisar políticas y estrategias agrícolas para x)	
asegurar que se reconozca y considere el papel 
decisivo de la mujer en materia de seguridad 
alimentaria, como parte integral de las respuestas a 
corto y largo plazo a la crisis de alimentos;
Tomar medidas para integrar a la mujer, en un pie de xi)	
igualdad con el hombre, en la planificación y adopción 
de decisiones y en la aplicación de iniciativas de 
adaptación y mitigación en los esfuerzos contra el 
cambio climático, y asegurar su acceso a los recursos 
financieros y las tecnologías conexos;
Desarrollar estrategias para aumentar la asignación de xii)	
recursos a las actividades no agrícolas de la mujer, de 
generación de recursos, incluso mediante el acceso a 
los servicios financieros y las tecnologías mejoradas;
Promover y facilitar la igualdad de acceso de las xiii)	
mujeres y las niñas a las tecnologías de la información 
y la comunicación, incluyendo a las que viven en 
zonas rurales, por ejemplo mediante telecentros que 
respondan a las prioridades y necesidades de mujeres 
y hombres; la educación y capacitación en el uso de 
esas tecnologías para el trabajo en redes; la promoción, 
el intercambio de información y las actividades 
comerciales y educativas; y las oportunidades para 
desarrollar materias apropiadas;
Intensificar los esfuerzos y aumentar las asignaciones xiv)	
de recursos para satisfacer necesidades básicas de 
vivienda, mediante programas accesibles basados 
en procesos consultivos y participativos que 
comprendan a hombres y mujeres;
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Tomar medidas para revisar leyes y abolir prácticas xv)	
que discriminan contra la mujer y le niegan la 
seguridad de tenencia y la igualdad de acceso a la 
vivienda adecuada;
Aumentar las consultas con mujeres y la xvi)	
participación de éstas en todas las decisiones sobre 
asignación de recursos públicos y el desarrollo de 
infraestructura y servicios fundamentales como el 
transporte y el agua, especialmente en los barrios 
bajos urbanos y en zonas rurales, para asegurar 
que cumplan las prioridades y satisfagan las 
necesidades de hombres y mujeres;
Apoyar la investigación y la reunión de información xvii)	
sobre el acceso de la mujer a la tierra, la vivienda, 
la propiedad y otros recursos productivos y al 
control sobre ellos, para que inspiren la política y la 
estrategia de desarrollo;

d)	 En el acceso a los servicios financieros: 

Promover la incorporación de la perspectiva de i)	
género en todas las políticas y los programas 
del sector financiero mediante el uso sistemático 
de análisis que tengan en cuenta el género y 
evaluaciones de sus efectos;
Identificar y abordar la cuestión de las limitaciones ii)	
específicas que enfrentan las mujeres para tener 
acceso a los servicios financieros regulados, incluidos 
los de ahorro, crédito, seguros y transferencias  
de dinero;
Tomar todas las medidas apropiadas para identificar y iii)	
abordar la cuestión de la discriminación contra la mujer 
en el otorgamiento y control de préstamos bancarios, 
hipotecas y otras formas de crédito financiero, con 
especial atención en las mujeres pobres;
Tomar las medidas apropiadas para asegurar que iv)	
los mandatos de organización, los objetivos y los 
arreglos institucionales de todos los proveedores 
de crédito tengan un compromiso explícito de 
cumplimiento de la igualdad entre los géneros y 
de que la mujer reciba todos los beneficios de la 
ampliación de los servicios;
Reforzar la capacidad de las instituciones de v)	
microcrédito existentes y en formación para llegar a 
las mujeres pobres, tanto de zonas rurales como de 
barrios bajos urbanos;
Asegurar que los programas de microfinanciación vi)	
estén orientados a desarrollar productos de ahorro 
que sean seguros, convenientes y accesibles para 
las mujeres, y que las apoyen en sus esfuerzos por 
conservar el control de sus ahorros;
Desarrollar metodologías e instrumentos, incluidos vii)	
los indicadores, para asegurar una vigilancia 
más sistemática y eficaz de los efectos de la 
microfinanciación, tanto por medio de canales 

formales como informales, incluso sobre el ingreso, 
el bienestar y otros indicadores sociales;
Evaluar el efecto de la creciente comercialización viii)	
de la microfinanciación en el acceso de la mujer a 
los recursos financieros y al control sobre ellos;
Crear un ámbito conducente al aumento del número ix)	
de mujeres empresarias y del tamaño de sus 
negocios, mejorando su acceso a los instrumentos 
financieros, proporcionando capacitación y 
servicios de asesoramiento, facilitando el trabajo en 
red y compartiendo información, y aumentando su 
participación en juntas consultivas y otros foros para 
que puedan contribuir a la formulación y el examen 
de las políticas y los programas que elaboren las 
instituciones financieras;
Promover la igualdad de representación de la mujer x)	
en la adopción de decisiones, en todos los niveles, 
tanto en las instituciones financieras reguladas 
como en las no reguladas;
Apoyar la investigación y la reunión de datos, y xi)	
la difusión eficaz de las conclusiones sobre las 
necesidades y prioridades de la mujer, el acceso 
a los servicios financieros, tanto regulados 
como no regulados, y el efecto e idoneidad de  
dichos servicios;

e)	 En la protección social: 

Aumentar la parte del gasto público asignado a i)	
la seguridad social básica para hacer frente a las 
situaciones de vulnerabilidad relacionadas con la 
niñez, la vejez, la mala salud, la discapacidad y el 
desempleo y otras circunstancias difíciles de la vida;
Elaborar y mejorar planes de protección social ii)	
adecuados, sostenibles y sensibles a las cuestiones 
de género, incluidos los de seguro social, pensiones 
y ahorro, que satisfagan las necesidades mínimas 
básicas durante todo el ciclo de vida, y que en el 
cálculo de los respectivos beneficios se prevean 
períodos de licencia para cuidar de otras personas;
Asegurar que las medidas de protección social, como el iii)	
seguro de salud y las asignaciones por hijo y familiares, 
así como la información sobre estas prestaciones, 
estén a disposición de todos los trabajadores, incluidos 
los trabajadores migrantes y las mujeres del sector no 
regulado, y que estas medidas no acentúen los sesgos 
relacionados con el género;
Revisar, reforzar y ampliar la protección social para iv)	
que satisfaga adecuadamente las necesidades de 
los que viven en la pobreza, tomando en cuenta las 
necesidades y prioridades específicas de las mujeres 
relacionadas con la distribución desigual del trabajo 
no remunerado;
Asegurar que el desarrollo de políticas y programas v)	
de garantía del empleo, así como los programas de 
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transferencia de dinero en efectivo a las familias, 
estén basados en un análisis de género que tenga en 
cuenta las necesidades y prioridades de las mujeres 
y los hombres y no refuercen sesgos de género;
Tomar medidas para asegurar que las mujeres de vi)	
edad avanzada y las que padecen discapacidades 
tengan igual acceso a los servicios sociales básicos, 
a las medidas apropiadas de protección social/
seguridad social, con particular atención en las 
mujeres que viven en la pobreza en zonas rurales y 
barrios bajos urbanos, para que puedan llevar vidas 
independientes y saludables;
Establecer pensiones mínimas independientes de los vii)	
años de aporte, para asegurar la satisfacción de las 
necesidades mínimas básicas y, en el cálculo de los 
beneficios de pensión, reconocer períodos de licencia 
para el cuidado de otras personas;

Asegurar el acceso universal, sobre la base de la igualdad viii)	
entre mujeres y hombres, a servicios de atención de la 
salud apropiados, accesibles y de calidad para las 
mujeres y las niñas durante todo el ciclo de vida;
Tomar medidas innovadoras, según sea necesario, ix)	
para extender a todas las personas la cobertura del 
seguro básico de salud;
Aumentar la asistencia bilateral y multilateral para x)	
asegurar la provisión de servicios sociales básicos 
que tengan en cuenta el género;
Mejorar la reunión, compilación y difusión en xi)	
forma oportuna, fidedigna y comparable, de datos 
desglosados por sexo y edad, y continuar con la 
elaboración de índices cuantitativos y cualitativos 
para aumentar la capacidad de medición del 
acceso a las medidas de protección durante el ciclo  
de vida y el efecto que producen esas medidas. 
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Anexo 3 
ESTADO DE LA INFORMACIÓN

Los indicadores cuantitativos que se presentan en este 
informe provienen de fuentes estadísticas oficiales de los 
países y, en algunos casos, de organismos internacionales 
que recaban y sistematizan datos nacionales.

En su mayoría, los datos corresponden a la 
información más reciente que se encuentra disponible, 
la desactualización o atraso que se advierte respecto del 
período actual se debe principalmente al lapso de tiempo 
que transcurre entre la captación de la información y 
la preparación de las bases de datos para las fases de 
procesamiento y análisis. En algunos indicadores se 
utilizan datos anteriores, considerando la importancia de 
ilustrar la magnitud de un problema que sigue vigente y 
a fin de poner en evidencia que los sistemas estadísticos 
nacionales aún no recogen o no actualizan la información.

En muchos de los gráficos se muestran cifras 
agregadas a nivel regional (promedio simple de los países) 
a fin de ilustrar un fenómeno común a los países, que no 
necesariamente representa la situación particular de cada 
país. Para consultar un país determinado se recomienda 
acceder a la base de datos estadísticos CEPALSTAT de 
la CEPAL1.

No siempre ha sido posible reflejar la situación 
particular de cada país de la región, así como captar 
la diversidad de situaciones que afectan a grupos de 
población específicos desagregando la información 
ya que no se cuenta con una recolección sistemática, 
periódica y confiable de información relativa a ciertos 
tópicos o que represente a grupos de población con 
determinadas características comunes. Sin embargo, 
debe destacarse que los países de la región comienzan a 
crear sistemas de información de datos desagregados por 
sexo para medir las diferencias entre hombres y mujeres 
en la sociedad. A fines de 2009, en el Paraguay se creó la 
Unidad de Género de la Dirección General de Encuestas, 
Estadísticas y Censos2. Durante el mismo año, la CEPAL 
firmó un convenio con el Ministerio Público del Perú para 
establecer buenas prácticas con relación a la recopilación 
de información sobre violencia contra las mujeres. 

A continuación se hace una breve reseña de las 
fuentes consultadas para algunos de los indicadores 
clave del Observatorio de igualdad de género de América 
Latina y el Caribe.

Encuestas de hogares

Los indicadores de empleo, pobreza e ingresos, situación 
de los hogares y familias provienen de las encuestas 
de hogares de los países para los cuales se dispone de 

1	 Véase Observatorio de igualdad de género de América Latina y el 
Caribe [en línea] http://websie.eclac.cl/sisgen/ConsultaIntegrada.
asp?idAplicacion=17&idTema=222&idIndicador=1345.

2	 Véase el informe del Paraguay presentado en la undécima  
Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe.

información en las bases de datos de la CEPAL y cuyo 
procesamiento fue posible gracias a la aplicación de 
algoritmos de homologación. Respecto de los países del 
Caribe, la baja cobertura de encuestas de este tipo se refleja 
en la escasa información en comparación con el resto 
de países de la región y, en otros casos, la información 
existente no estuvo disponible para el procesamiento 
a esta fecha. En el cuadro 1 se resumen los censos y 
encuestas de hogares que se realizan regularmente en 
cada una de las subregiones.

Cuadro 1  
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (41 PAÍSES): 

DISPONIBILIDAD DE INFORMACIÓN 
ESTADÍSTICA, 2008 a

Total

Países con censos 
realizados en los 
últimos 10 años 

Disponibilidad de un 
programa regular de 
encuestas de empleo 
o propósitos múltiples 

Número Porcentaje 
del total Número Porcentaje 

del total

El Caribe 21 21 100 8 38

América Latina b 20 19 95 16 80

América Latina 
y el Caribe 41 40 98 24 58

Fuente:	Naciones Unidas, Comisión Económica para América Latina y el Caribe: 
desarrollo de estadísticas oficiales en la región. Informe del Secretario General 
(E/CN.3/2010/16), Nueva York, diciembre de 2009 e información oficial de 
los países.

a	 Muchos países del Caribe han realizado por lo menos una encuesta de propósitos 
múltiples, encuesta de empleo o encuesta de condiciones de vida en los últimos 
años, aunque solo tres de ellos llevan a cabo programas regulares de encuestas 
de hogares. 

b	 Incluye a Haití.

Encuestas de uso del tiempo

Para medir el uso del tiempo destinado tanto a las labores 
domésticas no remuneradas como al trabajo remunerado y 
estimar así la carga de trabajo total que tienen las personas, 
se optó por consultar las publicaciones realizadas por 
cada país sobre estos indicadores comunes, y en el caso 
de tres países se procesaron los datos en la CEPAL a fin 
de tener una estimación de los valores por este concepto, 
no obstante, es importante destacar que existen grandes 
variaciones entre las encuestas consultadas debido a que 
no se cuenta con definiciones y cálculos homologables 
entre los distintos países, lo que básicamente significa 
que las magnitudes no se han calculado con los mismos 
parámetros de comparabilidad, principalmente debido 
a la ausencia de un clasificador de actividades común 
(además de diferencias de definición, unidad de análisis, 
límite de edad, período de referencia, cobertura 
geográfica, entre otros). Sin embargo, es importante 
destacar que, independientemente de la metodología, 
todos los resultados exhiben un patrón similar respecto 
del comportamiento de mujeres y hombres frente a la 
distribución del tiempo y el nivel de participación en 
tareas remuneradas y no remuneradas.



¿Qué Estado para qué igualdad?

89 

Censos

Para el indicador de maternidad adolescente se utilizaron 
como fuente de información los censos3. Este indicador 
corresponde a las mujeres de 15 a 19 años que al momento 
del censo tienen al menos un hijo nacido vivo (no incluye 
a las mujeres embarazadas). Las fechas consignadas 
corresponden a los dos últimos censos realizados en 
cada país.

Encuestas de demografía y salud
Otra fuente de información que provee un valor sustitutivo 
(proxy) de la fecundidad adolescente es la Encuesta de 
Demografía y Salud donde se puede obtener el indicador 
del porcentaje de adolescentes madres, que mide la 
proporción de las adolescentes que son madres o están 
embarazadas por primera vez al momento de la encuesta. 
Se calcula mediante el cociente entre las mujeres de 15 
a 19 años que tienen al menos un hijo nacido vivo o que 
están embarazadas, respecto del total de mujeres de ese 
grupo de edad multiplicado por 100.

Información disponible en el Caribe
La información estadística producida en el Caribe es 
aún deficiente aunque se encuentran en marcha algunas 
iniciativas importantes. El grupo de trabajo sobre 
estadísticas de género de la Conferencia Estadística de 
las Américas de la CEPAL, junto con el Observatorio de 
igualdad de género de América Latina y el Caribe de la 
CEPAL, están llevando a cabo un conjunto de actividades 
para hacer mejoras en el sistema estadístico del Caribe en 
lo referido a la recolección de la información relacionada 
con las áreas de autonomía económica, autonomía física 
y autonomía en la toma de decisiones. Algunos países 
tienen programas importantes, como en el caso de 
Jamaica, que está recolectando información desagregada 
por sexo en varios sectores, monitoreando las estadísticas 
de violencia contra la mujer como problema de salud 

3	 Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE) - 
División de Población de la CEPAL, sobre la base de 
procesamientos especiales de las bases de microdatos censales. 
Todos los cálculos relativos a la maternidad adolescente fueron 
obtenidos mediante el procesamiento de microdatos censales. No 
sabe/No responde (NS/NR) fue imputado a nuliparidad (cero hijos 
nacidos vivos) sistemáticamente. Respecto del Perú, se excluyeron 
los valores fuera de rango de 1993. Cuba no incluye consulta 
sobre hijos nacidos vivos en sus censos recientes. Los microdatos 
de los censos de Haití aún no están disponibles en el CELADE- 
División de Población de la CEPAL. Los resultados de Colombia 
2004-2005 y el Perú 2007 provienen de procesamientos en línea 
de los datos de las páginas web del Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE) y del Instituto Nacional de 
Estadística e Informática del Perú (INEI), respectivamente. Para 
España, A. López y otros (2005), Informe Juventud en España 
2004, Madrid, INJUVE, tabla 1.49 (estimación aproximada); para 
Portugal, Comisión Económica para Europa (CEPE), “Fertility 
and Family Survey (FFS) 1997”, cuadro 12, cuadros estándares 
de países [en línea] http://www.unece.org/pau/ffs/f_h_151b.htm 
[fecha de consulta: 4 de abril de 2008].

pública y recolectando información desagregada en 
áreas como el comportamiento sexual, las actitudes y 
las percepciones de adultos jóvenes4. Suriname está 
preparando una encuesta de uso del tiempo sobre la 
contribución de mujeres y hombres a la economía y a la 
protección social, especialmente con relación al trabajo 
remunerado y no remunerado.

Otras fuentes de información
Medir la situación de la mortalidad materna es 
extremadamente difícil y complejo dada la información 
actual, la ausencia de datos o la cuestionable confiabilidad 
de los mismos, un argumento que aparece recurrentemente 
entre expertos y expertas, así como en la bibliografía relativa 
al fenómeno5. En este documento se utiliza el indicador de 
razón de mortalidad materna (definida como el número de 
muertes maternas por 100.000 nacidos vivos) y los datos 
se obtienen del sitio oficial de las Naciones Unidas sobre 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio (véase [en línea]  
http://mdgs.un.org/), que utilizan como fuente las 
estimaciones realizadas por el grupo interinstitucional 
sobre mortalidad materna de la Organización Mundial 
de la Salud (OMS), el Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (UNICEF), el Fondo de Población de las 
Naciones Unidas (UNFPA) y el Banco Mundial y cuya 
ultima actualización corresponde al año 20056.

En cuanto a la violencia de género, el número de 
mujeres que son victimas mortales de sus parejas o ex 
parejas íntimas se obtuvo de datos proporcionados por los 
mecanismos para el adelanto de las mujeres sobre la base 
de registros administrativos provenientes principalmente 
de reparticiones del poder judicial; los datos que se 
ofrecen en este informe corresponden a Chile, Costa Rica, 
España, el Paraguay, el Perú y la República Dominicana. 
Es importante destacar que no se conocen experiencias 
de recolección de información de este tipo en las oficinas 
nacionales de estadística de la región (a excepción de 
Guatemala, que da cuenta de las muertes violentas de 
mujeres), lo que pone en evidencia entre otras cosas, la 
falta de definiciones y metodologías específicas para 
sistematizar los datos relativos a estos graves hechos e 
impide realizar estudios nacionales comparados7. 

La información sobre la participación política de 
las mujeres se obtuvo de diferentes fuentes. En el caso 
del poder legislativo, el porcentaje de mujeres en el 
principal órgano legislativo nacional proviene de la Unión 
Interparlamentaria (UIP), que actualiza regularmente su 

4	 Véase el informe de Jamaica presentado en la undécima Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe.

5	 Mortalidad materna por cada 100.000 nacidos vivos, 1990 y 
2005 [en línea] http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Resources/Static/
Products/Progress2009/MDG_Report_2009_Es.pdf.

6	 Véase [en línea] http://whqlibdoc.who.int/publications/2008/ 
9789243596211_spa.pdf.

7	 Véase Agencia de Prensa del MERCOSUR, “Especial femicidio: 
La mujer, víctima del asesinato masivo y sistémico” [en línea] 
http://www.surysur.net/?q=node/11089.
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base de datos en la web con información oficial de los 
parlamentos nacionales. 

En el caso del poder ejecutivo, el indicador de 
porcentaje de mujeres en los gabinetes ministeriales fue 
proporcionado, en su mayor parte, por los mecanismos para 
el adelanto de las mujeres y fue actualizado hasta 2009.

En el caso del poder judicial, el indicador de 
porcentaje de mujeres ministras en el máximo tribunal 
de justicia o corte suprema se construyó a partir de la 
recopilación de datos del más alto tribunal de justicia 

de cada país y fue validado por los mecanismos para el 
adelanto de las mujeres en 2009.

Respecto del porcentaje de mujeres alcaldesas 
electas y el porcentaje de mujeres concejalas electas, la 
recopilación corresponde al Instituto Internacional de 
Investigaciones y Capacitación para la Promoción de 
la Mujer (INSTRAW), sobre la base de información de 
organismos electorales y los mecanismos para el adelanto 
de las mujeres de los 18 países de América Latina 
analizados en 2009. 

Cuadro 2 
ENCUESTAS DE HOGARES UTILIZADAS EN LA MEDICIÓN DE LA INDIGENCIA Y LA POBREZA, 1990-2008

Países Año Encuesta Cobertura geográfica
Período de 
referencia de 
la encuesta

Argentina 1990 Encuesta Permanente de Hogares - EPH Área urbana (área metropolitana) Octubre
  1994 Encuesta Permanente de Hogares - EPH Área urbana 

(20 aglomerados urbanos)
Octubre

  1997 Encuesta Permanente de Hogares - EPH Área urbana 
(28 aglomerados urbanos)

Octubre

  1999 Encuesta Permanente de Hogares - EPH Área urbana 
(28 aglomerados urbanos)

Octubre

  2002 Encuesta Permanente de Hogares - EPH Área urbana 
(32 aglomerados urbanos)

Octubre

  2004 Encuesta Permanente de Hogares - EPH Área urbana 
(28 aglomerados urbanos)

2° sem.

  2005 Encuesta Permanente de Hogares - EPH Área urbana 
(28 aglomerados urbanos)

2° sem.

  2006 Encuesta Permanente de Hogares - EPH Área urbana 
(31 aglomerados urbanos)

2° sem.

Bolivia (Estado
Plurinacional de)

1989 Encuesta Integrada de Hogares - EIH Ciudades capitales y El Alto Noviembre
1994 Encuesta Integrada de Hogares - EIH Ciudades capitales y El Alto Julio-Diciembre
1997 Encuesta Nacional de Empleo - ENE Nacional Noviembre
1999 Encuesta Continua de Hogares - ECH Nacional Noviembre

  2002 Encuesta de Hogares Nacional Nov.-Dic.
  2004 Encuesta Continua de Hogares - ECH Nacional Nov. 2003-

Nov. 2004
  2007 Encuesta Continua de Hogares - ECH Nacional Año

Brasil 1990 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  1993 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  1996 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  1999 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  2001 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  2003 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  2004 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  2005 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  2006 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  2007 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre
  2008 Pesquisa por Amostra de Domicilios - PNAD Nacional Septiembre

Chile 1990 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional - CASEN Nacional Noviembre
  1994 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional - CASEN Nacional Noviembre
  1996 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional - CASEN Nacional Noviembre
  1998 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional - CASEN Nacional Noviembre
  2000 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional - CASEN Nacional Noviembre
  2003 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional - CASEN Nacional Noviembre
  2006 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional - CASEN Nacional Nov.-Dic.

Colombia 1991 Encuesta Nacional de Hogares - Fuerza de Trabajo Nacional Diciembre
  1994 Encuesta Nacional de Hogares - Fuerza de Trabajo Nacional Septiembre
  1997 Encuesta Nacional de Hogares - Fuerza de Trabajo Nacional Septiembre
  1999 Encuesta Nacional de Hogares - Fuerza de Trabajo Nacional Septiembre
  2002 Encuesta Continua de Hogares Nacional Año
  2004 Encuesta Continua de Hogares Nacional Año
  2005 Encuesta Continua de Hogares Nacional Año
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Países Año Encuesta Cobertura geográfica
Período de 
referencia de 
la encuesta

Costa Rica 1990 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  1994 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  1997 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  1999 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  2002 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  2004 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  2005 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  2006 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  2007 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
  2008 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Julio
         
Ecuador 1990 Encuesta de Empleo y Desempleo en el Área Urbana Área urbana Noviembre
  1994 Encuesta de Empleo y Desempleo en el Área Urbana Área urbana Noviembre
  1997 Encuesta de Empleo y Desempleo en el Área Urbana Área urbana Noviembre
  1999 Encuesta de Empleo, Subempleo y Desempleo en el Área Urbana Área urbana Noviembre
  2002 Encuesta de Empleo, Subempleo y Desempleo en el Área Urbana Área urbana Diciembre
  2004 Encuesta de Empleo, Subempleo y Desempleo 

en el Área Urbana y Rural
Nacional Agosto

  2005 Encuesta de Empleo, Subempleo y Desempleo 
en el Área Urbana y Rural

Nacional Diciembre

  2006 Encuesta de Empleo, Subempleo y Desempleo 
en el Área Urbana y Rural

Nacional Diciembre

  2007 Encuesta de Empleo, Subempleo y Desempleo 
en el Área Urbana y Rural

Nacional Diciembre

  2008 Encuesta de Empleo, Subempleo y Desempleo 
en el Área Urbana y Rural

Nacional Diciembre

         
El Salvador 1995 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Año
  1997 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Año
  1999 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Año
  2001 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Jul.-Dic.
  2004 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Año
         
Guatemala 1989 Encuesta Nacional Socio-Demográfica Nacional Abr.-Jul.
  1998 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos Familiares Nacional Mar. 1998-

Mar. 1999
  2002 Encuesta Nacional sobre Empleo e Ingresos Nacional Oct.-Nov.
  2006 Encuesta Nacional de Condiciones de Vida - ENCOVI Nacional Mar.-Sept.
         
Honduras 1990 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Septiembre
  1994 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Octubre
  1997 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Septiembre
  1999 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Septiembre
  2002 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Septiembre
  2003 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Septiembre
  2006 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Septiembre
  2007 Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples Nacional Septiembre
         
México 1989 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  1994 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  1996 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  1998 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  2000 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  2002 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  2004 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  2005 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  2006 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
  2008 Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares - ENIGH Nacional 3er trim.
         
Nicaragua 1993 Encuesta Nacional de Hogares sobre Medición de Niveles de Vida Nacional Feb.-Jun.
  1997 VI Encuesta de Hogares para la Medición del Empleo Urbano Área urbana Octubre
  1998 Encuesta Nacional de Hogares sobre Medición de Niveles de Vida Nacional Abr.-Ago.
  2001 Encuesta Nacional de Hogares sobre Medición de Niveles de Vida Nacional Abr.-Jul.
  2005 Encuesta Nacional de Hogares sobre Medición de Niveles de Vida Nacional Jul.-Oct.

Cuadro 2 (continuación)
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Países Año Encuesta Cobertura geográfica
Período de 
referencia de 
la encuesta

Panamá 1991 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  1994 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  1997 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  1999 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  2002 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  2004 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  2005 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  2006 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  2007 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
  2008 Encuesta de Hogares Nacional Agosto
         
Paraguay 1990 Encuesta de Hogares (Mano de Obra) Área Metropolitana de Asunción Jun., Jul., Ago.
  1994 Encuesta de Hogares (Mano de Obra) Área urbana Ago.-Sep.
  1996 Encuesta de Hogares (Mano de Obra) Área urbana Ago.-Dic.
  1999 Encuesta Permanente de Hogares Nacional Ago.-Dic.
  2001 Encuesta Integrada de Hogares Nacional Sep. 2000-

Ago. 2001
  2004 Encuesta Permanente de Hogares Nacional Ago.-Nov.
  2005 Encuesta Permanente de Hogares Nacional Oct.-Dic.
  2007 Encuesta Permanente de Hogares Nacional Oct.-Dic.
  2008 Encuesta Permanente de Hogares Nacional Oct.-Dic.
         
Perú 1997 Encuesta Nacional de Hogares - Condiciones de Vida y Pobreza Nacional 4° trim.
  1999 Encuesta Nacional de Hogares - Condiciones de Vida y Pobreza Nacional 4° trim.
  2001 Encuesta Nacional de Hogares - Condiciones de Vida y Pobreza Nacional 4° trim.
  2003 Encuesta Nacional de Hogares - Condiciones de Vida y Pobreza Nacional May. 2003-

May. 2004
  2007 Encuesta Nacional de Hogares - Condiciones de Vida y Pobreza Nacional Ene.-Dic.
  2008 Encuesta Nacional de Hogares - Condiciones de Vida y Pobreza Nacional Ene.-Dic.
         
República 2002 Encuesta de Fuerza de Trabajo - EFT Nacional Octubre
Dominicana 2004 Encuesta de Fuerza de Trabajo - EFT Nacional Octubre
  2005 Encuesta de Fuerza de Trabajo - EFT Nacional Octubre
  2006 Encuesta de Fuerza de Trabajo - EFT Nacional Octubre
  2007 Encuesta de Fuerza de Trabajo - EFT Nacional Octubre
  2008 Encuesta de Fuerza de Trabajo - EFT Nacional Octubre
         
Uruguay 1990 Encuesta Continua de Hogares Área urbana 2° sem.
  1994 Encuesta Continua de Hogares Área urbana 2° sem.
  1997 Encuesta Continua de Hogares Área urbana Año
  1999 Encuesta Continua de Hogares Área urbana Año
  2002 Encuesta Continua de Hogares Área urbana Año
  2004 Encuesta Continua de Hogares Área urbana Año
  2005 Encuesta Continua de Hogares Área urbana Año
  2007 Encuesta Continua de Hogares Nacional Año
  2008 Encuesta Continua de Hogares Nacional Año
         
Venezuela
(República
Bolivariana de)

1990 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
1994 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
1997 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.

  1999 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
  2002 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
  2004 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
  2005 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
  2006 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
  2007 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
  2008 Encuesta de Hogares por Muestreo Nacional 2° sem.
         
Fuente:	Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).

Cuadro 2 (conclusión)



¿Qué Estado para qué igualdad?

93 

C
ua

d
ro

 3
 

A
M

É
R

IC
A

 L
A

T
IN

A
 Y

 E
L 

C
A

R
IB

E
: P

O
R

C
E

N
TA

JE
 D

E
 A

D
O

L
E

S
C

E
N

T
E

S
 M

A
D

R
E

S
,  

T
O

TA
L

E
S

 P
O

R
 P

A
ÍS

 Y
 A

Ñ
O

, S
E

G
Ú

N
 D

A
T

O
S

 C
E

N
S

A
L

E
S

P
aí

s
P

er
ío

d
o

19
8

4
19

8
5

19
8

6
19

87
19

8
8

19
8

9
19

9
0

19
91

19
92

19
93

19
94

19
95

19
9

6
19

9
8

19
9

9
20

0
0

20
01

20
02

20
0

3
20

0
4

20
0

5
20

0
6

20
07

A
rg

en
tin

a
-

-
-

-
-

-
-

12
-

-
-

-
-

-
-

-
12

-
-

-
-

-
-

B
ol

iv
ia

 (
E

st
ad

o 
P

lu
ri

na
ci

on
al

 d
e)

-
-

-
-

-
-

-
-

12
-

-
-

-
-

-
-

14
-

-
-

-
-

-

B
ra

si
l

-
-

-
-

-
-

-
12

-
-

-
-

-
-

-
15

-
-

-
-

-
-

-

C
hi

le
-

-
-

-
-

-
-

-
12

-
-

-
-

-
-

-
-

12
-

-
-

-
-

C
ol

om
bi

a
-

-
-

-
-

-
-

-
-

14
-

-
-

-
-

-
-

-
-

14
-

-
-

C
os

ta
 R

ic
a

13
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
13

-
-

-
-

-
-

-

E
cu

ad
or

-
-

-
-

-
-

14
-

-
-

-
-

-
-

-
-

16
-

-
-

-
-

-

E
l S

al
va

d
or

-
-

-
-

-
-

-
-

14
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

15

G
ua

te
m

al
a

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

16
-

-
-

-
-

-
16

-
-

-
-

-

H
on

du
ra

s
-

-
-

-
17

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
18

-
-

-
-

-
-

M
éx

ic
o

-
-

-
-

-
-

10
-

-
-

-
-

-
-

-
12

-
-

-
-

-
-

-

N
ic

ar
ag

ua
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

24
-

-
-

-
-

-
-

-
20

-
-

P
an

am
á

-
-

-
-

-
-

16
-

-
-

-
-

-
-

-
-

17
-

-
-

-
-

-

P
ar

ag
ua

y
-

-
-

-
-

-
-

-
15

-
-

-
-

-
-

-
-

12
-

-
-

-
-

P
er

ú
-

-
-

-
-

-
-

-
-

11
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
11

R
ep

. D
om

in
ic

an
a

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
17

-
-

-
-

-

U
ru

gu
ay

-
8

-
-

-
-

-
-

-
-

-
14

14
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-

V
en

ez
ue

la
 (

R
ep

úb
lic

a 
B

ol
iv

ar
ia

na
 d

e)
-

-
-

-
-

-
14

-
-

-
-

-
-

-
-

-
15

-
-

-
-

-
-

B
el

ic
e

-
-

-
-

-
-

17
-

-
-

-
-

-
-

-
16

-
-

-
-

-
-

-

Tr
in

id
ad

 y
 T

ab
ag

o
-

-
-

-
-

-
8

-
-

-
-

-
-

-
-

9
-

-
-

-
-

-
-

F
u

e
n

te
: 

M
a

rí
a

 
M

a
rt

a
 

S
a

n
ti

ll
á

n
 

P
iz

a
rr

o
, 

In
fo

rm
e

 
d

e
 

c
o

n
s

u
lt

o
rí

a
, 

S
a

n
ti

a
g

o
 

d
e

 
C

h
il

e
, 

C
o

m
is

ió
n

 
E

c
o

n
ó

m
ic

a
 

p
a

ra
 

A
m

é
ri

c
a

 
L

a
ti

n
a

 
y

 
e

l 
C

a
ri

b
e

 
(C

E
P

A
L

),
 

d
ic

ie
m

b
re

 
d

e
 

2
0

0
9

, 
in

é
d

it
o

.C
u

a
d

ro
 

4
 



Comisión Económica para América Latina y el Caribe

 94

A
M

É
R

I
C

A
 

L
A

T
I

N
A

 
Y

 
E

L
 

C
A

R
I

B
E

:
 

P
O

R
C

E
N

T
A

J
E

 
D

E
 

A
D

O
L

E
S

C
E

N
T

E
S

 
M

A
D

R
E

S
,

 
T

O
T

A
L

E
S

  
P

O
R

 P
A

ÍS
 Y

 A
Ñ

O
, S

E
G

Ú
N

 E
N

C
U

E
S

TA
S

 D
E

 D
E

M
O

G
R

A
F

ÍA
 Y

 S
A

LU
D

P
aí

s
P

er
ío

d
o

19
8

4
19

8
5

19
8

6
19

87
19

8
8

19
8

9
19

9
0

19
91

19
92

19
93

19
94

19
95

19
9

6
19

9
8

19
9

9
20

0
0

20
01

20
02

20
0

3
20

0
4

20
0

5
20

0
6

20
07

 B
ol

iv
ia

 (
E

st
ad

o
 P

lu
ri

na
ci

on
al

 d
e)

 
-

-
-

-
-

17
-

-
-

-
18

-
-

14
-

-
-

-
16

-
-

-
-

 B
ra

si
l

-
-

13
-

-
-

-
15

-
-

-
-

18
-

-
-

-
-

-
-

-
2

2
-

 C
ol

om
bi

a
-

-
14

-
-

-
13

-
-

-
-

17
-

-
-

19
-

-
-

-
21

-
-

 E
cu

ad
or

-
-

-
17

-
-

-
-

-
-

18
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-

 E
l S

al
va

d
or

-
27

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-

 G
ua

te
m

al
a

-
-

-
23

-
-

-
-

-
-

-
21

-
22

-
-

-
-

-
-

-
-

-

 H
ai

tí
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
15

-
-

-
-

18
-

-
-

-
14

-
-

 H
on

du
ra

s
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
22

-
-

-
-

-
-

-
2

2
-

-

 M
éx

ic
o

-
-

-
18

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-

 N
ic

ar
ag

ua
-

-
-

-
-

-
-

-
32

-
-

-
-

27
-

-
25

-
-

-
-

25
-

 P
ar

ag
ua

y
-

-
-

-
-

-
17

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

 P
er

ú
-

-
13

-
-

-
-

11
-

-
-

-
13

-
-

13
-

-
-

12
-

-
-

 R
ep

. D
om

in
ic

an
a

-
-

-
-

-
-

-
18

-
-

-
-

23
-

21
-

-
23

-
-

-
-

21

 G
uy

an
a

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

14
-

-

 J
am

ai
ca

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
19

-
-

-
-

-

 T
ri

ni
d

ad
 y

 T
ab

ag
o

-
-

-
14

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-
-

-

F
u

e
n

te
: M

ar
ía

 M
ar

ta
 S

an
til

lá
n 

P
iz

ar
ro

, I
nf

o
rm

e 
d

e 
co

ns
ul

to
rí

a,
 S

an
tia

g
o 

d
e 

C
hi

le
, C

o
m

is
ió

n 
E

co
nó

m
ic

a 
p

ar
a 

A
m

ér
ic

a 
L

at
in

a 
y 

el
 C

ar
ib

e 
(C

E
P

A
L)

, d
ic

ie
m

b
re

 d
e 

20
0

9,
 in

éd
ito

.



¿Qué Estado para qué igualdad?

95 

Anexo 4 
PROPUESTAS PARA UNA AGENDA DE INVESTIGACIÓN

El desafío de la redistribución del trabajo no remunerado 
planteado en este documento puede enmarcarse en los 
cuatro ejes del cuarto capítulo: Tiempo para trabajar. 
A partir de esta distribución, se presenta la siguiente 
propuesta para una agenda de investigación.

a)	 Una nueva ecuación para un nuevo trato

Este eje alude a un nuevo reparto de las 
responsabilidades del cuidado entre las instituciones 
básicas —el Estado, el mercado y la familia— y dentro 
de las familias y los hogares. Por ello se toman en cuenta 
todas las categorías de usuarios o beneficiarios del 
cuidado (los niños y las niñas, los adultos autovalentes, 
las personas enfermas o con discapacidad), todos 
los niveles socioeconómicos y todas las zonas de 
residencia (las urbanas y las rurales, que generalmente 
son poco estudiadas en la región, incluidas también las 
comunidades). Se propone fomentar la investigación en 
el medio rural —las encuestas de hogares se focalizan 
en el medio urbano—, las comunidades indígenas 
y las poblaciones afrodescendientes. La región de 
América Latina y el Caribe es diversa y pluricultural. 
Las diversidades étnicas, regionales, culturales y 
territoriales tienen implicaciones directas y distintas 
sobre la igualdad. La problemática de las mujeres 
indígenas y afrodescendientes debe ser objeto de estudios 
específicos y deben incrementarse los esfuerzos para 
que las estadísticas nacionales se recojan desagragando 
por etnia y raza cuando sea relevante.

Temas a desarrollar: 

Medición del tiempo de trabajo de cuidado como •	
componente del trabajo no remunerado en el hogar, 
valorización monetaria e integración en las cuentas 
nacionales: 
i)	 medición global para visibilizarlo y contar con 

una línea de base; 
ii)	 desde el punto de vista de los hogares, medición 

de la magnitud del trabajo no remunerado, 
especialmente del trabajo de cuidado, según 
el tamaño y la composición del hogar y las 
necesidades de cuidado, y en función de la 
disponibilidad de equipamiento doméstico y las 
modalidades de acceso a los servicios básicos.

Provisión de servicios de cuidado por parte del •	
Estado, el mercado y la familia: 
i)	 el diagnóstico sobre los servicios de cuidado 

proporcionados por las instituciones públicas, 
incluidas las comunidades, y sobre los modelos de 
financiamiento y los mecanismos de sostenibilidad 
(a nivel micro y macro) subyacentes a la producción 
de los servicios de cuidado;

ii)	 los modelos de organización de la producción del 
cuidado en el ámbito de los hogares, las estrategias 
y los arreglos que se dan dentro del hogar o 
entre el hogar y otros cuidadores o cuidadoras 
procedentes del mercado del trabajo doméstico 
remunerado, las redes de parentesco, las redes 
sociales, las empresas, las instituciones públicas 
y los grupos comunitarios o sin fines de lucro;

iii)	 el análisis de la toma de decisiones dentro del 
hogar en materia de asignación del tiempo al 
trabajo no remunerado, en especial la asignación 
al trabajo de cuidado; 

iv)	 las implicancias de las crisis o de los sucesos 
que inciden en la economía del hogar (desastres, 
muerte, desempleo) en términos de las cargas y 
tareas del trabajo no remunerado —especialmente 
del trabajo de cuidado— y de su redistribución 
en comparación con la situación previa. 

Necesidades y demandas de cuidado:•	
i)	 caracterización y cuantificación general de 

las necesidades y la demanda de cuidado que 
existen en cada país, incluidos los menores, 
los enfermos y las personas con discapacidad, 
el cuidado dentro del hogar de los adultos 
autovalentes y el autocuidado, sobre todo en el 
caso de los cuidadores y las cuidadoras;

ii)	 caracterización y cuantificación de las 
restricciones en el acceso a los servicios básicos 
y a los bienes electrodomésticos que influyen en 
el contenido (tareas) y en la duración (tiempo) 
del trabajo de cuidado1;

iii)	 estudio de las necesidades de cuidado en 
función del tipo de inserción laboral de mujeres 
y hombres. La caracterización y cuantificación 
de estas necesidades suponen tomar en cuenta 
el lugar de trabajo de las personas ocupadas, 
vale decir, el lugar dónde se desempeñan las 
tareas asociadas al empleo2. 

Cuidado y transnacionalización de la reproducción •	
social y de las economías y remesas. Con la migración 
de trabajadores y trabajadoras se dieron procesos de 
transnacionalización de la reproducción social con la 
constitución de hogares transnacionales que reciben 
remesas y la formación de cadenas globales de cuidado. 
A este respecto, son varios los temas que deberían 
abordarse, sobre todo para elucidar las especificidades 

1	  En los países desarrollados, la disminución del tiempo de trabajo 
no remunerado de las mujeres y —en el caso de Francia— la 
reducción de la brecha del tiempo dedicado al trabajo no 
remunerado entre hombres y mujeres se debe, en gran parte, 
al aumento de la productividad inducido por la revolución 
electrodoméstica.

2	 Este lugar no corresponde necesariamente al lugar donde se 
desarrollan las actividades económicas de la empresa. 
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de los países del Caribe, donde las remesas de las 
trabajadoras y los trabajadores emigrados representan 
entre el 10% y más del 20% del PIB: 
i)	 provisión de cuidados en los hogares 

transnacionales: arreglos según el sexo del 
emigrante o proveedor, inserción laboral de las 
mujeres y uso de las remesas;

ii)	 teoría económica de las remesas y perspectiva 
de género (de la microeconomía al flujo circular 
de la renta ampliado);

iii)	 cadenas globales de cuidado.

Instrumentos necesarios:

Encuestas de uso del tiempo. Estas encuestas •	
constituyen el primer instrumento idóneo para 
abordar no solo el tiempo asignado al trabajo 
remunerado y no remunerado por los miembros del 
hogar según su estatus dentro de este y el ciclo de 
vida, sino también el tiempo dedicado a las tareas y 
su reparto, así como el tiempo de cuidado (directo) 
recibido por los beneficiarios. Es importante 
promover la armonización de estas encuestas. 
Encuestas mixtas de hogares. Estos sondeos son •	
necesarios en los países de origen y destino para abordar 
la transnacionalización de la reproducción social. 

b) 	 Políticas de igualdad, laborales y de 
protección social

Aquí se propone el estudio de las políticas de 
igualdad que apunten al reconocimiento del trabajo 
de cuidado no remunerado y a la redistribución de las 
responsabilidades y las tareas del trabajo no remunerado 
y, por tanto, del tiempo dedicado a este tipo de trabajo. 
Tomando en cuenta los vínculos del cuidado como campo 
de políticas públicas con las políticas de educación y 
salud, las políticas laborales largo sensu y las políticas de 
protección social (seguro y asistencia social), se pueden 
considerar tres problemáticas principales3: 

la redistribución de la provisión del cuidado entre el •	
Estado, el mercado y la familia o la comunidad;
la articulación entre cuidado y trabajo remunerado: •	
¿cómo se toma en cuenta este tema en el diseño y 
en la implementación de las políticas y cuál es el 
impacto —a nivel de los hogares— de las políticas 
en términos de la articulación entre cuidado y trabajo 
remunerado para hombres y mujeres?;
la coherencia entre los diferentes tipos de políticas •	
en cuanto al objetivo de redistribución del trabajo de 
cuidado. 

Temas a desarrollar:

Políticas laborales (programas de empleo, •	
programas de acceso a recursos productivos), 

3	 Las políticas largo sensu son las que abarcan todas las formas 
de trabajo: asalariado y no asalariado (incluido el trabajo 
independiente). 

generación de ingresos laborales y distribución 
del tiempo.
Políticas de ampliación de los derechos formales y •	
reales de las trabajadoras domésticas, cambios en el 
mercado de trabajo doméstico remunerado y ajustes 
dentro de los hogares. 
Políticas de conciliación: condiciones, naturaleza •	
(igualdad o maternalismo) y alcance:
i) 	 políticas de conciliación en los organismos del 

Estado, en todos sus poderes y niveles. Pueden 
servir para posicionar a los mecanismos en el 
frente interno y lograr el apoyo de mecanismos 
secundarios;

ii) 	 políticas llevadas a cabo por las empresas con 
trabajadores asalariados desde una perspectiva 
comparatista entre grandes empresas 
(nacionales y transnacionales) y pequeñas y 
medianas empresas (pymes);

iii) 	 propuestas de conciliación para los trabajadores 
y las trabajadoras independientes en relación 
con políticas laborales que apunten al desarrollo 
de las microempresas. 

Con relación a la protección social:

Reconocimiento del trabajo de cuidado no •	
remunerado, necesidades de protección social de 
cuidadores y cuidadoras y mecanismos de protección 
social dirigidos a ellos. 
Impacto de los mecanismos de protección social •	
(seguro y asistencia) en términos de inserción laboral 
de las mujeres e incorporación de los hombres a las 
tareas de cuidado. En particular, corresponde analizar 
el impacto de los programas de transferencias 
condicionadas sobre la carga del trabajo de cuidado 
de las mujeres según los arreglos y los costos de la 
producción del cuidado.
Reproducción intergeneracional de la pobreza •	
y trayectorias de los hijos e hijas de los hogares 
beneficiarios de los programas de transferencias 
condicionadas. 

c)	 Habilitar a las mujeres para el ejercicio  
de la igualdad

Se trata aquí de las interrelaciones entre la 
autonomía económica, política y física de las mujeres, 
desde la perspectiva de los cambios políticos, económicos 
y culturales, con una mirada a mediano y largo plazo y 
al cambio intergeneracional. Existen en la región varios 
acuerdos adoptados por los países, dirigidos a realizar 
un cambio cultural, sobre todo relacionado con el 
tema educacional. En el Consenso de Quito se aborda 
la necesidad de desarrollar programas integrales de 
educación pública no sexista “encaminados a enfrentar 
estereotipos de género, raciales y otros sesgos culturales 
contra las mujeres y promover realaciones de apoyo 
mutuo entre hombres y mujeres”. 
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Temas a desarrollar: 

¿Qué tipo de socialización se puede poner en •	
práctica para alcanzar la igualdad de género? El 
quiebre de los patrones culturales o las resistencias 
a la igualdad de género, en general, y a la 
redistribución del trabajo, en particular, requiere 
de una perspectiva de mediano y largo plazo, ya 
que lo cultural, en el sentido de las mentalidades, 
se mueve en el “tiempo largo de la historia”. Es 
necesario elaborar propuestas de políticas sobre 
experiencias educativas para la práctica de la no 
discriminación y la distribución igualitaria de roles 
públicos y privados, teniendo en cuenta el ámbito 
privado de la familia y del hogar y el ámbito público 
de las políticas educacionales. 
Estudio de las relaciones entre la autonomía física •	
de las mujeres (riesgos de violencia de género y 
vulneración de derechos sexuales y reproductivos) 
en situaciones de desplazamiento de población 
y su articulación con el trabajo de cuidado y de 
reconstrucción del tejido social de las mujeres después 
de los desastres naturales. Este desplazamiento 
puede darse, entre otras cosas, debido a desastres 
naturales, migraciones y tráfico de personas.
Información y análisis comparado sobre el impacto •	
de la violencia de género en la autonomía económica 
de las mujeres.
Efecto económico y social de las limitaciones en el •	
ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos, 
considerando diferencias de edad, socioeconómicas, 
culturales y territoriales. 
Avances y ejemplos nacionales de buenas prácticas •	
de producción de información sobre violencia 
contra la mujer y su uso en políticas integrales e 
intersectoriales. 
Mejoramiento de la producción de indicadores de •	
acceso a decisiones en altos cargos no electivos del 
Estado y de su empleo para la generación de análisis 
y políticas. 
Seguimiento de avances y recolección de opiniones •	
sobre la paridad entre mujeres y hombres en la vida 
política e institucional y sus prácticas.

d)	 La institucionalidad

Se aborda la institucionalidad como conjunto de 
instituciones y organizaciones por construir, fortalecer 
y mejorar desde la perspectiva de género, especialmente 
desde la redistribución del trabajo total. 

e)	 Cambio climático y medio ambiente

Las repercusiones negativas del cambio climático se 
expresan con crudeza en las mujeres, especialmente en las 
mujeres rurales e indígenas, que han sido poco estudiadas 
en la región. Los fenómenos medioambientales, como los 
terremotos, los tsunamis, los huracanes, la desertificación, 

los deshielos y el fenómeno del agua dulce, así como la 
tala indiscriminada de áreas boscosas, afectan de manera 
directa a las poblaciones, sobre todo a las mujeres, que 
deben sumar tareas a su ya cargado horario de trabajo 
remunerado y no remunerado.

El vínculo, y a su vez la brecha, que existe entre el 
trabajo remunerado y no remunerado en los ámbitos de 
la producción y la reproducción hace que las mujeres 
se encuentren en una posición de desventaja en relación 
con los desastres naturales y las agresiones ecológicas 
que han dejado al descubierto su estado de indefensión y 
pobreza, lo que se suma a la carga psicológica de culpas y 
frustraciones. En general, los desastres medioambientales 
están estrechamente unidos a los problemas sociales.

En este sentido, se propone abordar una línea de 
investigación, de acuerdo con lo estipulado en la Plataforma 
de Acción de Beijing, sobre la relación entre la mujer y el 
medio ambiente. Por una parte, las repercusiones del daño 
ambiental y el cambio climático en hombres y mujeres 
no son en absoluto iguales, y por la otra, los desastres 
naturales tienen consecuencias diferenciadas en unos y 
en otras.

Temas a desarrollar:

Actuación de los poderes del Estado para el •	
goce efectivo de los derechos formalmente 
reconocidos en las nuevas constituciones y avances 
constitucionales, con énfasis en el reconocimiento 
y la redistribución del trabajo de cuidado que se 
realiza en los hogares. 
Experiencias de transversalización de igualdad •	
de género en políticas prioritarias de los distintos 
países, relevantes para los diversos ámbitos de 
autonomía de las mujeres. ¿Qué transversalización 
se puede implementar para el cuidado como campo 
de políticas públicas?
Desde el punto de vista de la integralidad del cuidado •	
como campo “en desarrollo” de políticas públicas, 
se propone realizar un análisis presupuestario y 
fiscal de las articulaciones entre los diferentes tipos 
de políticas, junto a un análisis territorial de estas 
articulaciones.
Los mecanismos nacionales para el adelanto •	
de la mujer y su liderazgo en la articulación de 
políticas de igualdad dirigidas a mujeres indígenas, 
afrodescendientes y rurales, así como a la población 
de jóvenes y adultos y adultas mayores.
Ámbito local, poderes locales y redistribución del •	
trabajo de cuidado. 
El papel en la igualdad de los actores no estatales, •	
como los gremios empresariales, las asociaciones 
de emprendedoras y empresarias, los sindicatos, las 
organizaciones y las asociaciones de mujeres, y su 
articulación con los mecanismos nacionales para el 
adelanto de la mujer y desde ellos.
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Anexo 5  
CONSENSO DE BRASILIA

Los gobiernos de los países participantes en la undécima 
Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina 
y el Caribe, representados por ministras, delegadas y 
delegados del más alto nivel dedicados a la promoción 
y defensa de los derechos de las mujeres, reunidos en 
Brasilia, del 13 al 16 de julio de 2010, para discutir el 
tema de los logros y desafíos para alcanzar la igualdad de 
género con énfasis en la autonomía y el empoderamiento 
económico de las mujeres,

Ratificando el Consenso de Quito y su plena 
vigencia, además de los consensos regionales 
adoptados en las anteriores conferencias sobre la 
mujer de América Latina y el Caribe. Reafirmando 
asimismo nuestro compromiso con los tratados 
internacionales sobre la mujer, principalmente la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer y su Protocolo 
Facultativo, la Convención interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer, la Declaración y Plataforma de Acción de la 
Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 
1995), el Programa de Acción de la Conferencia 
Internacional sobre Población y Desarrollo (1994), el 
Programa de Acción de la Conferencia Mundial contra 
el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y 
las Formas Conexas de Intolerancia (Durban, 2001) 
y los convenios de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), y reafirmando también el compromiso 
con los demás instrumentos y resoluciones en materia 
de igualdad de género, empoderamiento y progreso de 
las mujeres,

Teniendo en cuenta que la región se ha sumado 
a la Campaña del Secretario General de las Naciones 
Unidas “Únete para poner fin a la violencia contra las 
mujeres”,

Teniendo presente la necesidad de multiplicar los 
esfuerzos para alcanzar efectivamente los objetivos 
convenidos internacionalmente, incluidos los establecidos 
en la Declaración del Milenio de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas (Nueva York, 2000),

Teniendo presente asimismo la resolución 54/4 sobre 
el empoderamiento económico de la mujer, aprobada por 
la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer 
de las Naciones Unidas en su quincuagésimo cuarto 
período de sesiones (Nueva York, 2010), 

Reconociendo que, entre los avances logrados 
por los países a 15 años de la implementación de la 
Plataforma de Acción de la Cuarta Conferencia Mundial 
sobre la Mujer (Beijing, 1995), pueden destacarse el 
incremento del acceso de las mujeres a la educación y 
la atención de la salud, la adopción de marcos legales 
igualitarios para la construcción y el fortalecimiento 
de los mecanismos para el adelanto de la mujer, el 

diseño de planes y programas para la igualdad de 
género, la definición y puesta en marcha de planes 
nacionales de igualdad de oportunidades, la aprobación 
y el cumplimiento de legislación para prevenir todas las 
formas de violencia contra la mujer, sancionar a quienes 
la ejercen y garantizar los derechos humanos de las 
mujeres, la presencia creciente de las mujeres en puestos 
de toma de decisiones y las medidas dirigidas a la lucha 
contra la pobreza,

Reconociendo también que persisten obstáculos 
que muestran la necesidad de redoblar los esfuerzos 
para eliminar todas las formas de violencia contra 
la mujer y que limitan o impiden la plena igualdad 
de género, tales como la feminización de la pobreza, 
la discriminación en el mercado laboral, la división 
sexual del trabajo, la falta de protección social y de 
pleno acceso a la educación y a los servicios de salud, 
incluida la salud sexual y reproductiva, y el trabajo 
doméstico no remunerado, la discriminación por raza o 
etnia, y las medidas unilaterales contrarias al derecho 
internacional y a la Carta de las Naciones Unidas, cuyas 
consecuencias fundamentales recaen en las mujeres, 
niñas y adolescentes,

Reiterando la activa y coordinada contribución 
a estos procesos por parte de los poderes del Estado, 
de los organismos internacionales dedicados a la 
promoción y defensa de los derechos de las mujeres y 
de la sociedad civil, a través del movimiento de mujeres 
y feminista,

Reiterando la contribución del movimiento de 
mujeres y feminista de la región en la profundización 
de la democracia, la construcción de la igualdad real y 
del desarrollo de la institucionalidad y políticas públicas 
de género,

Reafirmando que el carácter laico de los Estados 
contribuye a eliminar la discriminación contra las 
mujeres y a garantizar el ejercicio pleno de sus derechos 
humanos,

Reafirmando además que la paridad es una condición 
determinante de la democracia y una meta para erradicar 
la exclusión estructural de las mujeres en la sociedad, 
que afecta sobre todo a las mujeres afrodescendientes de 
los pueblos indígenas y con discapacidad. Reafirmando 
asimismo que la paridad tiene por objeto alcanzar la 
igualdad en el ejercicio del poder, en la toma de decisiones, 
en los mecanismos de participación y de representación 
social y política, y en las relaciones familiares, sociales, 
económicas, políticas y culturales,

Considerando también que el trabajo doméstico 
no remunerado constituye una carga desproporcionada 
para las mujeres y en la práctica es un subsidio invisible 
al sistema económico, que perpetúa su subordinación y 
explotación,
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Dado que un efecto del proceso de transición 
demográfica que atraviesan los países de la región es 
el envejecimiento de la población, que sobrecarga a las 
mujeres con la tarea de cuidar a las personas mayores y a 
las personas enfermas,

Reconociendo que el acceso a la justicia es fundamental 
para garantizar el carácter indivisible e integral de los 
derechos humanos, incluido el derecho al cuidado,

Señalando que el derecho al cuidado es universal 
y requiere medidas sólidas para lograr su efectiva 
materialización y la corresponsabilidad por parte de toda 
la sociedad, el Estado y el sector privado,

Resaltando la significativa contribución de las 
mujeres, en toda su diversidad, a la economía —en las 
dimensiones productiva y reproductiva— y al desarrollo 
de múltiples estrategias para enfrentar la pobreza y 
preservar los conocimientos, incluidos los conocimientos 
científicos, y las prácticas fundamentales para la 
supervivencia y el sostenimiento de la vida, especialmente 
en lo que respecta a la salud integral y a la seguridad 
alimentaria y nutricional,

Considerando que los avances en materia de 
igualdad en la región son heterogéneos y que aún 
persisten desafíos para el logro de la igualdad de género 
que demandan inversiones permanentes y políticas de 
Estado en lo relativo a la división sexual del trabajo, el 
trabajo doméstico no remunerado, la eliminación de la 
discriminación en el mercado laboral y la protección social 
de las mujeres, la prevalencia y persistencia de la violencia 
contra las mujeres, el racismo, el sexismo, la impunidad y 
la lesbofobia, la paridad en todos los espacios de toma de 
decisión y el acceso a servicios públicos, universales y de 
calidad en materia de concientización, educación y salud, 
incluida la salud sexual y reproductiva,

Considerando también que el derecho a la propiedad 
de la tierra, así como al acceso al agua, bosques y 
biodiversidad en general, es más restringido para las 
mujeres que para los hombres; que el uso de esos recursos 
naturales está condicionado por la división sexual del 
trabajo; que la contaminación ambiental tienen impactos 
específicos sobre las mujeres en la ciudad y el campo, y 
que es necesario que el Estado reconozca el aporte de las 
mujeres a la conservación de la biodiversidad, implemente 
políticas de acción afirmativa y garantice el ejercicio de sus 
derechos en este ámbito,

Considerando además que las mujeres están 
marginadas del acceso y control de los medios de 
comunicación social y de las nuevas tecnologías de 
la información y que el Estado debe diseñar políticas 
específicas que, junto con las universales, garanticen su 
participación en condiciones de igualdad,

Teniendo en cuenta que las crisis alimentaria, 
energética y financiera ponen en riesgo la sostenibilidad 
de los logros alcanzados por las mujeres y subrayan la 
imperiosa necesidad de acelerar los progresos en materia 
de igualdad de género,

Considerando que las medidas adoptadas para 
lograr la estabilidad macroeconómica no han reducido las 
desigualdades de género y persiste la baja carga tributaria 
e inversión pública,

Reconociendo que, pese a las medidas para prever, 
prevenir o reducir al mínimo sus causas y mitigar sus efectos 
adversos, el cambio climático y los desastres naturales 
pueden afectar en forma negativa el desarrollo productivo, 
el uso del tiempo por parte de las mujeres, particularmente 
en las áreas rurales, y su acceso al empleo,

Reafirmando la necesidad de superar la tendencia a 
la vinculación exclusiva de las políticas de igualdad con 
el área social,

Poniendo de relieve la importancia y la necesidad de 
contar con sistemas de seguridad social amplios, inclusivos, 
sustentables, redistributivos, solidarios y fortalecidos, que 
funcionen como mecanismos de protección social para la 
población en situación de vulnerabilidad, promuevan la 
justicia social y contribuyan a reducir las desigualdades,

Considerando que la salud integral de las mujeres 
es un derecho fundamental que implica la interacción 
de factores sociales, culturales y biológicos y que la 
desigualdad de género forma parte de los determinantes 
sociales de la salud,

Teniendo en cuenta que América Latina y el Caribe 
continúa siendo la región más desigual del mundo y que se 
agudizan las brechas de género, etnia y raza que registra; 
que es inaplazable cambiar las bases sociales, políticas, 
culturales y económicas que sostienen la división sexual 
del trabajo, y que la clave para lograrlo supone una nueva 
ecuación entre el Estado, la sociedad en su conjunto, el 
mercado y las familias, en la que el trabajo doméstico no 
remunerado y las tareas de cuidado se entiendan y traten 
como asuntos públicos, de responsabilidad compartida 
entre todas estas esferas,

Resaltando que la autonomía económica de las mujeres 
es el resultado de una articulación entre independencia 
económica, derechos sexuales y reproductivos, una vida 
libre de violencia y paridad en la política,

Reconociendo la importancia del fortalecimiento 
de las estructuras del Estado y el papel estratégico que 
han desempeñado los mecanismos para el adelanto de la 
mujer, así como la necesidad de dotarlos de autonomía y 
recursos humanos y financieros que les permitan incidir 
en forma transversal en la estructura del Estado para la 
construcción de estrategias de promoción de la autonomía 
de las mujeres y la igualdad de género,

Reconociendo la persistencia del racismo y la 
consecuente acumulación de desventajas para las mujeres 
afrodescendientes y de pueblos indígenas,

Considerando que la salud integral de las 
mujeres depende de medidas concretas para reducir la 
morbimortalidad materna y el embarazo adolescente 
y asegurar una mejor calidad de vida y que el quinto 
Objetivo de Desarrollo del Milenio es el que está más 
lejos de alcanzarse,
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Teniendo presente que el crimen organizado y la 
presencia de grupos fácticos que amenazan la seguridad 
y el fortalecimiento de la democracia, y los conflictos 
armados, con los desplazamientos que provocan, tienen 
especial impacto en la trata de personas, el comercio sexual 
y la inseguridad de las mujeres,

Reconociendo que el territorio ocupado 
milenariamente por las mujeres de los pueblos indígenas 
es la base para su desarrollo económico y cultural,

Deciden, a fin de enfrentar los desafíos para la 
promoción de la autonomía de las mujeres y la igualdad de 
género, adoptar los siguientes acuerdos para la acción.

1. 	 Conquistar una mayor autonomía 
económica e igualdad en la esfera 
laboral

a)	 Adoptar todas las medidas de política social y 
económica necesarias para avanzar en la valorización 
social y el reconocimiento del valor económico del 
trabajo no remunerado prestado por las mujeres en 
la esfera doméstica y del cuidado;

b)	 Fomentar el desarrollo y el fortalecimiento de 
políticas y servicios universales de cuidado, basados 
en el reconocimiento del derecho al cuidado para 
todas las personas y en la noción de prestación 
compartida entre el Estado, el sector privado, la 
sociedad civil y los hogares, así como entre hombres 
y mujeres, y fortalecer el diálogo y la coordinación 
entre todas las partes involucradas;

c) 	 Adoptar políticas que permitan establecer o ampliar 
las licencias parentales, así como otros permisos de 
cuidado de los hijos e hijas, a fin de contribuir a la 
distribución de las tareas de cuidado entre hombres 
y mujeres, incluidos permisos de paternidad 
irrenunciables e intransferibles, que permitan 
avanzar en la corresponsabilidad;

d) 	 Impulsar el establecimiento, en las cuentas 
nacionales, de una cuenta satélite sobre el trabajo 
doméstico no remunerado y el trabajo de cuidado 
que llevan a cabo las mujeres;

e) 	 Impulsar cambios en el marco jurídico y 
programático para el reconocimiento del valor 
productivo del trabajo no remunerado en las cuentas 
nacionales, para la formulación y aplicación de 
políticas transversales;

f)	 Desarrollar políticas activas referidas al mercado 
laboral y el empleo productivo a fin de estimular 
la tasa de participación laboral de las mujeres, de 
la formalización del empleo y de la ocupación de 
puestos de poder y decisión por parte de las mujeres, 
así como la reducción de las tasas de desempleo, con 
particular atención a las mujeres afrodescendientes, 
de los pueblos indígenas y jóvenes afectadas por la 
discriminación racial, de sexo y orientación sexual, 
a fin de asegurar el trabajo digno para todas y 
garantizar igual salario por trabajo de igual valor; 

g) 	 Impulsar y hacer cumplir leyes de igualdad laboral 
que eliminen la discriminación y las asimetrías de 
género, raza, etnia y orientación sexual en el acceso 
y permanencia al mercado laboral, en la toma de 
decisiones y en la distribución de las remuneraciones, 
establezcan mecanismos de presentación de quejas 
y determinen sanciones para las prácticas de acoso 
sexual y otras formas de asedio en el espacio 
laboral;

h) 	 Promover e incidir en la aprobación de una 
legislación que equipare los derechos de las 
trabajadoras domésticas1 con los derechos de los 
demás trabajadores, reglamentando su protección, 
promoviendo su valorización social y económica y 
erradicando el trabajo doméstico infantil;

i) 	 Promover la ratificación e implementación del 
Convenio 156 de la Organización Internacional del 
Trabajo;

j) 	 Garantizar igual remuneración por trabajo de 
igual valor entre hombres y mujeres y entre las 
propias mujeres, de conformidad con los convenios 
internacionales ratificados, en particular los convenios 
100, 111 y 112 de la Organización Internacional del 
Trabajo, y las normas internacionales en materia de 
derechos de las mujeres;

k) 	 Promover la adopción de políticas y programas de 
formación profesional para las mujeres, urbanas y 
rurales, en áreas competitivas y dinámicas de la 
economía, para lograr el acceso a las tecnologías y 
el reconocimiento a las tecnologías tradicionales y 
una participación femenina más amplia, diversa y 
calificada en el mercado de trabajo, considerando 
además las limitaciones impuestas por la doble 
jornada de trabajo;

l) 	 Garantizar el acceso de las mujeres a activos 
productivos, incluidos la tierra y los recursos 
naturales, y el acceso al crédito productivo, tanto 
urbano como rural;

m) 	 Promover la valorización y el reconocimiento de la 
contribución económica de las mujeres en el medio 
rural y en las comunidades tradicionales y pueblos 
indígenas, así como en los pueblos afrodescendientes 
o grupos minoritarios y de las mujeres migrantes a 
través de las remesas;

1	 El término se extrae del documento “El trabajo 
decente para los trabajadores domésticos”, 
presentado por la Comisión de los Trabajadores 
Domésticos a la 99ª. reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo celebrada en Ginebra en 
junio de 2010, que en el párrafo 145, inciso b), dice 
“La expresión [trabajador o trabajadora doméstica] 
[trabajador o trabajadora del hogar] debería designar 
a toda persona que realice trabajo doméstico en el 
marco de una relación de trabajo.”
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n) 	 Promover asimismo la autonomía económica y financiera 
de las mujeres por medio de la asistencia técnica, del 
fomento a la capacidad empresarial, el asociativismo y 
el cooperativismo, mediante la integración de las redes 
de mujeres a procesos económicos, productivos y de 
mercados locales y regionales;

o)	 Impulsar y profundizar, en el sector público y 
privado, en la adopción de sistemas de gestión 
de igualdad de género que promuevan la no 
discriminación de las mujeres en el empleo, la 
conciliación de la vida profesional, privada y 
familiar, y la prevención y erradicación de todas las 
formas de violencia de género en el ámbito laboral, 
principalmente el acoso sexual y otras formas de 
asedio en el espacio laboral;

p)	 Establecer legislación orientada a la acreditación de 
estudios y programas de educación no formal que 
habiliten a las mujeres adultas para la productividad 
y el empleo;

q)	 Adoptar medidas para poner fin a todas las 
formas de violencia económica ejercida contra 
las mujeres, particularmente aquellas que atentan 
contra su dignidad humana o que las excluyen del 
derecho a recibir recursos financieros con miras a 
impulsar su autonomía y el respeto a sus derechos 
en la esfera laboral.

2. 	 Fortalecer la ciudadanía de las mujeres

a)	 Promover y fortalecer políticas de Estado que 
garanticen el respeto, la protección y el cumplimiento 
de todos los derechos humanos de las mujeres, de 
todas las edades y condiciones, como base sustantiva 
de los procesos democráticos; 

b)	 Garantizar la libertad religiosa y de culto, siempre 
que se respeten los derechos humanos de las 
mujeres; 

c)	 Propiciar que las políticas fiscales combinen criterios 
de eficacia con criterios de equidad, resaltando su 
función redistributiva y progresiva, que aseguren la 
ejecución de políticas que garanticen el desarrollo 
de las mujeres;

d)	 Promover y asegurar la transversalización del 
enfoque de género, raza y etnia, en todas las 
políticas, especialmente en la política económica 
y cultural, y la articulación entre los poderes del 
Estado y los actores sociales para garantizar la 
igualdad de género;

e)	 Aumentar la inversión pública en la seguridad 
social , de manera que aborde en forma integral 
las demandas específicas de cuidado y protección 
social que requieren las mujeres en situaciones 
relacionadas con la enfermedad, la discapacidad, 
el desempleo y los ciclos vitales, especialmente la 
infancia y la vejez;

f)	 Fortalecer la producción de información estadística 
necesaria desagregada para visibilizar los problemas 

de desigualdad de género en el ámbito de la autonomía 
física y económica y de la toma de decisiones;

g)	 Adoptar el enfoque y medidas de igualdad de 
género, raza y etnia, en relación con la política 
económica, fiscal y tributaria, la reforma agraria, el 
acceso a la propiedad de la tierra, la vivienda y otros 
recursos productivos, para asegurar la redistribución 
equitativa de la riqueza; 

h)	 Realizar estudios sobre los efectos de la crisis 
económica, financiera, alimentaria, energética y 
ambiental en las mujeres, en especial en los flujos 
migratorios internos e internacionales y en la 
reconfiguración de todas las esferas;

i)	 Avanzar en la adopción de medidas que mejoren la 
situación de las mujeres migrantes y sus familias, 
teniendo en cuenta la situación de vulnerabilidad 
por la que atraviesan, a fin de mejorar su situación 
laboral y su inclusión social, tanto en su país de 
origen como de destino; 

j)	 Desarrollar políticas que favorezcan el arraigo de 
las mujeres campesinas y el empleo rural en las áreas 
afectadas por procesos de reconversión productiva y 
asegurar los mecanismos necesarios para su efectiva 
implementación; 

k)	 Implementar medidas que tiendan a eliminar las 
limitaciones específicas que afrontan las mujeres en 
el acceso a los servicios financieros formales como el 
ahorro, el crédito, los seguros y las transferencias;

l)	 Garantizar el derecho y acceso de las mujeres a la 
propiedad de las tierras y las viviendas concedidas 
mediante los  programas habitacionales de los 
gobiernos, con título de propiedad, respetando el 
derecho de las mujeres de los pueblos indígenas a 
su territorio, ya que es la base para el desarrollo 
económico y cultural;

m) 	 Promover la reformulación de los sistemas 
previsionales nacionales, a fin de incluir en su cobertura 
a las trabajadoras insertas en el mercado informal, las 
productoras familiares campesinas, las trabajadoras 
autónomas y las trabajadoras domésticas2, las distintas 
formas de familia, incluyendo las parejas del mismo 
sexo, y las mujeres que se dediquen a actividades 
relacionadas con el cuidado;

n)	 Impulsar la revisión de los sistemas previsionales 
nacionales existentes, para que se garanticen 

2	 El término se extrae del documento “El trabajo 
decente para los trabajadores domésticos”, 
presentado por la Comisión de los Trabajadores 
Domésticos a la 99ª. reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo celebrada en Ginebra en 
junio de 2010, que en el párrafo 145, inciso b), dice 
“La expresión [trabajador o trabajadora doméstica] 
[trabajador o trabajadora del hogar] debería designar 
a toda persona que realice trabajo doméstico en el 
marco de una relación de trabajo.”
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los derechos de las mujeres como beneficiarias, 
contemplando la situación de su incorporación al 
mercado laboral; 

o)	 Implementar sistemas de gestión de riesgos naturales 
y antrópicos con enfoque de género, étnico y racial, 
que permitan atender las causas y consecuencias de 
los desastres naturales y los impactos diferenciales 
de estos y del cambio climático en las mujeres, con 
particular énfasis en la recuperación de medios de 
vida sustentables, la administración de refugios 
y albergues, la salud sexual y reproductiva, la 
prevención de la violencia de género y la superación 
de las barreras que impiden a las mujeres una 
rápida inserción o reinserción en el empleo formal, 
debido a su papel en el proceso de reconstrucción 
económica y social;

p)	 Impulsar la reforma del sistema y de las prácticas 
educativas para que se introduzca en su contenido la 
transmisión del concepto de corresponsabilidad en 
la vida familiar y pública;

q)	 Fomentar la ruptura de estereotipos de género a 
través de medidas dirigidas a los sistemas educativos, 
los medios de comunicación y las empresas;

r)	 Incorporar las variables sexo, etnia y raza, 
considerando la autoidentificación como criterio 
básico para el registro de la información en los censos 
de población y vivienda, encuestas de hogares, 
encuestas rurales y registros vitales, entre otros;

s)	 Elaborar y aplicar políticas y planes de educación a 
lo largo de toda la vida con recursos suficientes, con 
metas medibles, especialmente dirigidos a mujeres 
jóvenes y adultas, a fin de reforzar el ejercicio pleno 
de su ciudadanía.

3. 	 Ampliar la participación de las mujeres en 
los procesos de toma de decisiones y en las 
esferas de poder

a)	 Incrementar y reforzar los espacios de participación 
igualitaria de las mujeres en la formulación e 
implementación de las políticas en todos los ámbitos 
del poder público;

b)	 Adoptar todas las medidas que sean necesarias, 
incluidos cambios a nivel legislativo y políticas 
afirmativas, para asegurar la paridad, la inclusión y 
la alternancia étnica y racial en todos los poderes del 
Estado, en los regímenes especiales y autónomos, 
en los ámbitos nacional y local y en las instituciones 
privadas, a fin de fortalecer las democracias de 
América Latina y el Caribe, con una perspectiva 
étnico-racial;

c)	 Contribuir al empoderamiento de los liderazgos 
de mujeres indígenas para eliminar las brechas 
existentes y garantizar su participación en espacios 
de decisión, respetando el consentimiento libre, 
previo e informado para el diseño e implementación 
de políticas públicas nacionales y regionales;

d)	 Promover la creación de mecanismos y apoyar los 
que ya existen para asegurar la participación político-
partidaria de las mujeres que, además de la paridad 
en los registros de candidaturas, aseguren la paridad 
de resultados, garanticen el acceso igualitario al 
financiamiento de campañas y a la propaganda 
electoral, así como su inserción en los espacios de 
decisión en las estructuras de los partidos políticos. 
De la misma forma, crear mecanismos para sancionar 
el incumplimiento de las leyes en este sentido; 

e) 	 Estimular acciones para garantizar el acceso de 
las mujeres a los espacios de decisión, y fortalecer, 
entre otros, la sindicalización femenina, tanto en el 
medio urbano como en el rural, a efectos de avanzar 
en materia de igualdad de oportunidades y de trato 
entre mujeres y hombres en el ámbito laboral;

f)	 Impulsar la creación y el fortalecimiento de los 
mecanismos gubernamentales de políticas para las 
mujeres a nivel nacional y subnacional, dotándolos 
de los recursos necesarios y de la más alta jerarquía 
gubernamental de acuerdo con los contextos 
nacionales;

g)	 Promover la representación paritaria en los 
parlamentos regionales, como por ejemplo el 
Parlamento del MERCOSUR, el Parlamento 
Centroamericano, el Parlamento Andino y el 
Parlamento Latinoamericano;

h)	 Impulsar la creación y fortalecimiento de la 
observación ciudadana sobre los procesos electorales 
y el establecimiento de mecanismos institucionales 
para el cumplimiento de las legislaciones que 
garantizan la participación política de las mujeres;

i) 	 Crear mecanismos de apoyo a la participación pública 
y política de las mujeres jóvenes, sin discriminación 
de raza, etnia y orientación sexual, en espacios de 
toma de decisiones y el respeto a sus expresiones 
organizativas propias, propiciando condiciones para 
la prevención de la estigmatización generacional de 
sus formas propias de organización y expresión;

j)	 Promover medidas para incrementar la participación 
de las mujeres en los directorios de las empresas.

4. 	 Enfrentar todas las formas de violencia 
contra las mujeres

a)	 Adoptar medidas preventivas, punitivas, de 
protección y atención que contribuyan a la 
erradicación de todas las formas de violencia contra las 
mujeres en los espacios públicos y privados, prestando 
especial atención a las mujeres afrodescendientes, 
indígenas, lesbianas, transgénero, del campo, de la 
selva, migrantes y de las zonas de frontera;

b)	 Ampliar y garantizar el acceso efectivo a la justicia 
y a la asistencia jurídica gratuita de las mujeres en 
situación de violencia y capacitar y sensibilizar, desde 
un enfoque de género, al personal y funcionarios 
encargados de impartir justicia;
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c)	 Adoptar todas las medidas necesarias y efectivas 
para prevenir, sancionar y erradicar todas las formas 
de trata y tráfico de mujeres, jóvenes y niñas, para la 
explotación sexual y cualquier otro fin;

d) 	 Formular y aplicar medidas para combatir 
la violencia contra las mujeres que ejercen la 
prostitución;

e)	 Garantizar los derechos humanos de las mujeres 
privadas de libertad;

f)	 Incorporar en las políticas de seguridad pública 
medidas específicas para prevenir, investigar, 
sancionar, penalizar y erradicar el femicidio y el 
feminicidio, entendidos como la forma más extrema 
de violencia de género contra las mujeres; 

g)	 Promover políticas y programas para prevenir la 
violencia contra las mujeres dirigidos a los agresores 
y sus familias para evitar la reincidencia;

h)	 Promover políticas dirigidas al cambio de los 
patrones socioculturales que reproducen la violencia 
y la discriminación hacia las mujeres;

i)	 Crear sistemas nacionales de vigilancia de la 
violencia de género para recopilar, compilar 
y analizar datos sobre la violencia de género 
con miras a influir en las políticas y programas 
nacionales y locales;

j)	 Asegurar que en situaciones de desastres naturales 
o climáticos las mujeres no sean víctimas ni corran 
ningún riesgo de cualquier tipo de violencia y la 
ayuda humanitaria contemple las necesidades de las 
mujeres, evitando una doble victimización;

k)	 Promover y fortalecer programas de sensibilización 
y capacitación con perspectiva de género dirigidos a 
operadores de justicia que aseguren una atención de 
calidad y eliminen la violencia institucional contra 
las mujeres;

l)	 Adoptar medidas de seguridad ciudadana dentro de 
las estrategias regionales y nacionales que incluyan 
criterios de género y diversidad de las ciudades y/o 
comunidades como espacios de encuentro de todas 
las personas, que aseguren un ambiente exento de 
violencia contra las mujeres;

m)	 Garantizar la atención integral, multiprofesional 
gratuito para las mujeres víctimas de violencia;

n)	 Promover y adoptar medidas para la asignación 
presupuestaria para los programas de prevención y 
atención de la violencia contra las mujeres.

5. 	 Facilitar el acceso de las mujeres a las 
nuevas tecnologías y promover medios de 
comunicación igualitarios, democráticos y no 
discriminatorios

a)	 Promover acciones que faciliten el acceso de las 
mujeres de todas las edades a las comunicaciones 
y a las nuevas tecnologías de la información, como 
la educación y la capacitación sobre el uso de tales 
tecnologías para la creación de redes, la promoción 

y el intercambio de información, las actividades 
educativas, y el empleo especializado en las 
actividades económicas;

b)	 Formular políticas orientadas a eliminar 
contenidos sexistas y discriminatorios en medios 
de comunicación y capacitar a los profesionales 
de la comunicación en tal sentido, valorizando las 
dimensiones de género, raza, etnia, orientación 
sexual y generación;

c)	 Construir mecanismos de monitoreo del contenido 
transmitido en los medios de comunicación social, 
así como en los espacios de regulación de Internet, 
asegurando la participación activa y constante de la 
sociedad con el fin de eliminar contenidos sexistas 
y discriminatorios;

d)	 Promover y garantizar el acceso de las mujeres, sobre 
todo las de pueblos indígenas y afrodescendientes, 
a los medios masivos de comunicación a través de 
programas que incorporen las lenguas propias y 
las identidades culturales en espacios comunitarios 
radiales y audiovisuales; 

e)	 Promover el acceso de las mujeres a la ciencia, 
la tecnología y la innovación, estimulando el 
interés de las niñas y las jóvenes en estos campos 
científicos y tecnológicos.

6. 	 Promover la salud integral y los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres

a)	 Garantizar las condiciones y los recursos para la 
protección y el ejercicio de los derechos sexuales 
y reproductivos de las mujeres en todas las etapas 
de su ciclo de vida y en los diversos grupos 
poblacionales, sin ningún tipo de discriminación, 
basándose en el enfoque integral promovido en 
el Programa de Acción de la Conferencia sobre la 
Población y el Desarrollo;

b) 	 Incluir, en los presupuestos nacionales y 
subnacionales, recursos suficientes para la 
ampliación de la oferta pública de servicios de 
calidad para la atención integral de la salud de las 
mujeres, en toda su diversidad, en particular las 
enfermedades crónicas y no transmisibles;

c) 	 Fomentar la reglamentación e implementación 
de las leyes aprobadas en materia de igualdad de 
género, incluidas las relativas a la autonomía física, 
y favorecer el acceso y permanencia de las mujeres 
en el mercado laboral;

d) 	 Garantizar el acceso a la educación sexual 
implementando programas de educación sexual 
integral con perspectiva de género y pertinencia 
cultural;

e)	 Garantizar el acceso universal de las mujeres, 
en toda su diversidad, a servicios integrales y de 
calidad en salud sexual y reproductiva, incluyendo 
la atención al VIH y al SIDA, su prevención, 
diagnóstico y tratamiento gratuito y en especial 



Comisión Económica para América Latina y el Caribe

 104

promover campañas para el uso de los preservativos 
masculinos y femeninos;

f)	 Revisar las leyes que prevén medidas punitivas 
contra las mujeres que se hayan sometido a abortos, 
conforme a lo recomendado en la Plataforma de 
Acción de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer, incluidas las nuevas medidas e iniciativas 
para la aplicación de la Declaración y Plataforma 
de Acción de Beijing, así como en el Programa de 
Acción de la Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo, y en las observaciones del 
Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas, y 
garantizar la realización del aborto en condiciones 
seguras en los casos autorizados por la ley;

g)	 Fortalecer y ampliar los planes y programas que 
promuevan la maternidad saludable y prevengan la 
mortalidad materna, asegurando el acceso universal 
a los servicios de salud, especialmente para las 
adolescentes y las mujeres de pueblos indígenas y 
afrodescendientes; 

h) 	 Promover la reducción de los embarazos en la 
adolescencia mediante la educación, información y 
acceso a servicios de salud sexual y reproductiva, 
incluido el acceso a todos los métodos 
anticonceptivos;

i) 	 Promover el acceso de las mujeres de pueblos 
indígenas y afrodescendientes a servicios de salud, 
con pertinencia cultural y lingüística, incorporando 
y valorando los saberes y prácticas de la medicina 
ancestral y tradicional ejercidos especialmente por 
las mujeres;

j) 	 Recomendar que, en la Reunión plenaria de alto 
nivel de la Asamblea General sobre los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio, que se celebrará en 
septiembre de 2010, se preste especial atención a 
la meta 5B relativa al acceso universal a la salud 
reproductiva. 

7. 	 Realizar actividades de capacitación, 
intercambio y difusión que permitan la 
formulación de políticas públicas basadas 
en los datos del Observatorio de igualdad de 
género de América Latina y el Caribe

a)	 Solicitar a la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe el desarrollo de actividades de 
formación y creación de capacidades, de intercambio 
y difusión de experiencias, incluidas aquellas de 
incidencia política, dirigidas a quienes planean las 
políticas públicas y a los operadores políticos, con el 
fin de recoger las prácticas de los países y avanzar 
en la formulación de políticas públicas basadas en 
los datos del Observatorio de igualdad de género de 
América Latina y el Caribe, y que constituyan una 
fuente general de conocimiento y un complemento 
del Observatorio.

8.	 Promover la cooperación internacional y 
regional para la equidad de género

a)	 Impulsar programas de cooperación regional, 
subregional y multilateral, aprovechando los procesos 
de integración para el desarrollo socioeconómico 
que tienen lugar en América Latina y el Caribe, 
particularmente acciones que promuevan la igualdad 
de género;

b)	 Fortalecer la cooperación Sur-Sur para el logro de la 
igualdad de género y el avance de las mujeres;

c)	 Instar a los donantes a que cumplan sus compromisos 
en materia de asistencia oficial para el desarrollo, 
como un elemento esencial para la promoción de la 
igualdad de género.

9.	 Acoger con beneplácito el ofrecimiento del 
Gobierno de la República Dominicana de 
ser anfitrión de la duodécima Conferencia 
Regional sobre la Mujer de América Latina y 
el Caribe


